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2.1. PERSONAS
El compromiso del dPA por la 
dignidad e igualdad de las personas

2.1.1. Dependencia y personas 
mayores

2.1.1.1. Dependencia

2.1.1.1.1. Introducción

Hablar del Sistema para la Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situa-
ción de dependencia es hablar, de forma preponderante, de personas mayores, ya que el porcen-
taje de personas destinatarias de sus recursos, por presentar de forma mayoritaria algún grado de 
limitación para afrontar de forma autónoma las actividades básicas de la vida diaria, son personas 
pertenecientes a esta etapa vital.

Pero hablar del Sistema de la Dependencia es, asimismo, hablar de un derecho lastrado por dilacio-
nes muy relevantes, incluso con el esfuerzo dedicado por las administraciones, estatal y autonómica, 
a revertir este defecto de origen, a través de las progresivas medidas consensuadas en el Plan de 
Choque 2021-2023.

Avanzando en las previsiones, la Resolución de 25 de 
octubre de 2023, del Instituto de Mayores y Servicios So-
ciales, publica el Convenio con la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, para el desarrollo del Marco de Coopera-
ción Interadministrativa previsto en la Ley 39/2006, de 14 
de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal 
y Atención a las Personas en situación de dependencia 
y para el establecimiento y financiación del nivel de pro-
tección acordado para el ejercicio 2023.

Restan ahora sus reformas estructurales, dentro de las 
cuales en Andalucía se encuentra pendiente la sim-
plificación de su gestión a través de un único pro-
cedimiento para el reconocimiento de la situación de 
dependencia y del derecho a las prestaciones del sis-
tema para la autonomía y atención a la dependencia, 
cuyo proyecto de Decreto fue sometido a información 
pública por Resolución de 2 de junio de 2022, y que 
permanecía inconcluso expirado 2023.

Las principales virtudes de la proyectada norma regla-
mentaria ya las analizamos en el Informe del año 2022, 
manteniendo esta Institución la conveniencia de su 

Hablar del Sistema 
para la Promoción 
de la Autonomía 
Personal y Atención 
a las personas 
en situación de 
dependencia es 
hablar, de forma 
preponderante, de 
personas mayores

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-22548
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-22548
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-22548
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aprobación, a la luz de las ventajas que resultarán de la simplificación procedimental y del nuevo 
tratamiento para los supuestos de revisión del programa individual de atención y de revisión de la 
prestación.

Mientras tanto, no podemos aportar una visión optimista de la situación en términos de avance 
o evolución positiva: persisten las quejas ciudadanas en intensidad similar, con especial abundancia 
de las referidas a la efectividad del derecho con la aprobación del recurso.

Consultada la información estadística del sistema para la autonomía y atención a la dependencia 
publicada por el IMSERSO a fecha 31 de diciembre de 2023, se observa que Andalucía es la comunidad 
autónoma con más solicitudes registradas (420 976 solicitudes), marcándose un tiempo medio de 
gestión desde la solicitud hasta la resolución de la prestación de 557 días (para un procedimiento que 
debería estar resuelto en 180 días) y desde la resolución de grado hasta la resolución de la prestación 
en 213 días (para una fase del procedimiento que debería estar resuelta en un plazo de 90 días).

En definitiva, atendiendo a estos recientes datos estadísticos, se podría afirmar que las medidas 
adoptadas por nuestra comunidad autónoma no han resultado del todo fructíferas puesto que, a 
pesar de la entrada en vigor el día 1 de junio de 2021 del Decreto–ley 9/2021 de 18 de mayo por el que 
se adoptan, con carácter urgente, medidas para agilizar la tramitación del procedimiento para el 
reconocimiento de la situación de dependencia y del derecho a las prestaciones del Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia (hace dos años), continúa existiendo un importante retraso 
en el procedimiento. 

2.1.1.1.2. Valoración del grado de dependencia

A nivel práctico, en la fase de valoración de grado observamos un mayor número de quejas en la 
provincia de Sevilla, donde la primera fase de valoración concluye con resolución en torno al año desde 
la presentación. Sin embargo, los expedientes de dependencia de provincias como Granada o Cádiz 
están afectados por una demora mayor, con valoraciones de grado que alcanzan hasta 2 años en el 
caso de Granada y algo más de 18 meses en el de Cádiz.

Es destacable que el simple trámite administrativo de comunicación de inicio del procedimiento su-
pera el plazo máximo para la resolución del procedimiento de valoración de grado, e incluso el plazo 
total de seis meses legalmente establecido para la conclusión del expediente completo.

Es coincidente en las familias que solicitan la ayuda de esta Defensoría la idea generalizada de falta 
de respeto al derecho subjetivo, que se demora en el tiempo a la espera de que las personas solici-
tantes fallezcan antes de poder disfrutar del recurso correspondiente. Las circunstancias angustiosas 
que nos trasladan las personas afectadas son participadas por nuestra parte a los órganos territoriales, 
sin obtener más reacción que la de una aséptica fórmula ritual que no refiere siquiera a la adopción 
de medidas técnicas y/o personales para aminorar el retraso en el procedimiento.

Desde el Defensor del Pueblo Andaluz no podemos hacer caso omiso de estas situaciones de sufri-
miento generadas por la Administración, máxime cuando su solicitud se limita a instar el cumpli-
miento del plazo de seis meses establecido por el legislador y soportan los perjuicios de las demoras 
administrativas.

Lamentablemente existen numerosos expedientes de dependencia en los que las personas solici-
tantes fallecen sin haber podido hacer efectivo el derecho subjetivo, con perjuicio propio y de 
toda su familia.

2.1.1.1.3. El Programa Individual de Atención (PIA)

En la fase de Programa Individual de Atención dirigido a la efectividad del derecho, el número de 
quejas gestionadas duplica al de las recibidas por demoras en la valoración de grado. Como reflejo 
de ello nos encontramos con expedientes de dependencia iniciados en el año 2019 que aún no han 
sido resueltos. Ha sido además muy elevado el número de quejas sobre la propuesta de la prestación 

https://imserso.es/documents/20123/3515174/estsisaad_20231231.pdf/533290b9-7113-be4b-3025-f4be18402770
https://imserso.es/documents/20123/3515174/estsisaad_20231231.pdf/533290b9-7113-be4b-3025-f4be18402770
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económica para cuidados en el entorno familiar como modalidad de intervención más adecuada 
para la persona dependiente, como después veremos.

Resumiendo la posición de la Administración ante las peticiones de informe de esta Institución, hemos 
de decir que en la respuesta de la Delegación Territorial correspondiente respecto de las previsiones 
de valoración del grado de dependencia de la persona afectada, se argumenta que para la resolución 
del expediente está obligada a observar el orden preceptuado por el artículo 71.2 de la ley de 
procedimiento administrativo, esto es, a guardar el orden riguroso de incoación. E incluso aunque 
hayan transcurrido 18 meses desde la solicitud inicial de valoración de la dependencia (recordemos 
que el plazo legal es de 3 meses), responderá que “no todo retraso en los plazos previstos para la 
tramitación y resolución de los procedimientos administrativos supone un incumplimiento de la 
obligación de resolver en un plazo establecido”, ya que “para que que el retraso se pueda concep-
tuar como injustificado y excesivo, debe en tenerse en cuenta la complejidad del procedimiento, la 
actuación de las personas interesadas y el criterio de la duración de procedimientos similares, que es 
el que permite valorar si nos encontramos ante una dilación indebida o una tramitación ordinaria”.

Cuando la persona afectada cuente con grado de dependencia, la Administración autonómica ampa-
rará el retraso en el reconocimiento del acceso al recurso, en razones de índole presupuestaria, 
del siguiente tenor: “Siento decirle que esta tardanza en la aprobación de los PIAS es generalizada 
en la mayoría de los expedientes, salvo urgencias sociales, debido a que existe un gran numero de 
expedientes en esta fase, los cuales no pueden ser resueltos en plazo debido a la falta de disponi-
bilidad presupuestaria y de personal”.

En resumen, la mayoría de hombres y mujeres andaluces en idéntica situación depositarán sus es-
peranzas en el Defensor del Pueblo Andaluz, para luchar por la efectividad de un derecho subjetivo, 
banalizado sistemáticamente por la vía de dilaciones inaceptables, pero imprescindible para la vida 
digna de muchas personas y de sus familias.

El Defensor del Pueblo Andaluz hará valer su derecho a través de todos los instrumentos incardinados 
en su competencia estatutaria, acompañará a las personas afectadas en este camino proporcionán-
doles toda la información que no han obtenido de las administraciones, autonómica o local, y cruzará 
los dedos para que no tengan que escribirnos comunicando el fallecimiento sin haber llegado a 
beneficiarse de lo que por derecho propio les correspondía.

Somos conscientes del deber de respeto del orden de las solicitudes que exige la tramitación proce-
dimental. El Defensor del Pueblo Andaluz no exige de la Administración pública la infracción de 
la Ley, sino su cumplimiento íntegro, tanto en la observancia equitativa del orden de tramitación 
de las solicitudes, como con mayor razón, del plazo preceptivo en la finalización del procedimiento.

Tampoco puede admitir el argumento de que “no todo retraso en los plazos previstos para la tramita-
ción y resolución de los procedimientos administrativos supone un incumplimiento de la obligación 
de resolver en un plazo establecido”, a la vista de los retrasos que manejamos y por ello lo manifesta-
mos con rotundidad y claridad en nuestras resoluciones (quejas 23/0640, 22/6633, 22/4678, 23/1710).

2.1.1.1.4. Dilaciones por cambio de domicilio

También nos hemos posicionado sobre la demora que afecta a la tramitación de los expedientes 
de dependencia cuando las personas dependiente ejercen su obligación  como beneficiarias, de 
conformidad al artículo 4 de la Orden de 3 de agosto de 2007, por la que se establece la intensidad 
de protección de los servicios, el régimen de compatibilidad de las Prestaciones y la Gestión de las 
Prestaciones Económicas del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia en Andalucía, 
comunicando el cambio de domicilio. 

Se trata de los casos en que las personas interesadas han de trasladar su domicilio al de un familiar 
para contar con el amparo que precisan en la atención a sus necesidades y, por tanto, una realidad 
social que afecta a nuestros mayores que, desgraciadamente llegan al término de su vida sin que las 
administraciones públicas hayan intervenido a tiempo.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-se-impulse-la-solicitud-de-revision-de-grado-instada-por-la-persona-solicitante
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-un-impulso-a-la-resolucion-del-programa-individual-de-atencion-de-la-persona-dependiente
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/instamos-a-que-sin-mas-dilacion-resuelvan-su-ayuda-economica-por-el-cuidado-de-un-familiar
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-a-la-delegacion-sevillana-que-resuelva-la-solicitud-de-ayuda-a-la-persona-dependiente
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Con la comunicación de cambio de circunstancia personal, familiar o del entorno, se inicia el pro-
cedimiento para la revisión del programa individual de atención,  gestionándose los citados 
expedientes conforme los artículos 28 y 29 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de 
la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia y artículo 18.3 y 19 del 
Decreto 168/2007, de 12 de junio, por el que se regula el procedimiento para el reconocimiento de la 
situación de dependencia y del derecho a las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención 
a la Dependencia, así como los órganos competentes para su valoración. 

No existe un procedimiento ágil con respuesta inmediata para atender las necesidades de estas per-
sonas que venían disfrutando del servicio de ayuda a domicilio en otra localidad, ya sea de la misma 
provincia o entre provincias andaluzas. Por el contrario, las dilaciones en el procedimiento generan 
perjuicios que recaen sobre la persona dependiente y sus familiares, sin que exista por tanto un pro-
cedimiento especial regulado y perfectamente articulado para actuar en estos casos y atendiendo 
en todo momento las necesidades de la persona dependiente. 

Destacamos nuestro pronunciamiento realizado a raíz de la petición realizada por la hija de una 
persona con condición de gran dependiente y con 98 años de edad, que trasladó su domicilio a la 
localidad de Castilblanco de los Arroyos, con la finalidad de tener cerca su entorno familiar, en este 
caso, a su hija que es la persona que se dedicará a sus cuidados, así como de dar todo el cariño y 
compañía que necesitan las personas en esta última etapa de la vida (queja 22/2959).

Desde que se comunicó el cambio de residencia de la persona dependiente, transcurrieron cinco 
meses hasta su fallecimiento, y ni siquiera la administración autonómica trasladó el expediente de 
dependencia a los Servicios Sociales Comunitarios de la localidad de destino y, por tanto, impidió el 
inicio del procedimiento para la revisión de la situación de dependencia, privando a una gran depen-
diente del disfrute de un derecho subjetivo y dejándola sin tener cubierta sus necesidades básicas.

Tema recurrente en nuestra Defensoría, tras el análisis del contenido de los informes remitidos por 
la Administración autonómica y local, es la duración en resolver el procedimiento que incluso supera 
el año, demora que consideramos llamativa y elevada (queja 23/4708).

En su respuesta, la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía (ASSDA) nos informa 
que se está trabajando en una instrucción y protocolo de gestión que permita establecer criterios 
homogéneos en supuestos de traslado de domicilio. 

Esta instrucción tiene por objeto establecer criterios de gestión en el proceso de traslado de domicilio, 
con origen o destino en Andalucía, de personas que han solicitado el reconocimiento de la situa-
ción de dependencia y, por tanto, tienen un expediente abierto en Andalucía o en otra comunidad 
autónoma.

Los criterios van dirigidos a los servicios territoriales de la ASSDA y sus unidades administrativas, con 
competencias en materia de traslados. 

El documento se inserta en el marco del Plan de Mejora de Gestión, donde se definen un conjunto 
de medidas a adoptar para la mejora de la calidad del procedimiento y la atención a las personas en 
situación de dependencia. Dentro de estas medidas se contempla la elaboración y difusión de instruc-
ciones que sirvan para orientar y homogeneizar la actuación de los Servicios Territoriales de la ASSDA.

2.1.1.1.5. Prestación Económica para cuidados en el 
Entorno Familiar

Dentro de las prestaciones del catálogo del Sistema para Autonomía y Atención a la Dependencia, la 
protagonista indiscutible de 2023 ha sido la Prestación Económica para Cuidados en el Entorno 
Familiar que, como ya avanzamos en el Informe Anual de 2022, comenzaba a dar muestras de una 
flexibilización en su enfoque, desconocida durante muchos años, tras la Resolución de 8 de febrero de 
2022, de la Intervención General de la Junta de Andalucía, por la que se estableció el control previo de 
las prestaciones económicas de atención a la dependencia, gestionadas por la Agencia de Servicios 
Sociales y Dependencia de Andalucía.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-las-solicitudes-de-traslado-de-su-situacion-de-dependencia-por-cambio-de-provincia-se
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-sin-mas-retraso-le-aprueben-la-ayuda-por-su-situacion-de-dependencia
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Dicha Resolución permite que el requisito de convivencia para la aprobación de la referida presta-
ción económica pueda justificarse ahora con una declaración de la persona cuidadora de llevar al 
cuidado de la persona dependiente al menos 1 año y estar empadronada en el mismo domicilio de 
la dependiente en el momento de elaboración de la propuesta PIA, sin necesidad de que el empa-
dronamiento date de la fecha de la solicitud como se exigía antes de esta decisión.

Posteriormente, el Real Decreto 675/2023, de 18 de julio ha venido a incrementar las cuantías de 
esta prestación, en consonancia con lo previsto en el Plan de Choque para el impulso del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia 2021 a 2023; y a modificar los requisitos y las 
condiciones de acceso a la prestación económica para cuidados en el entorno familiar y apoyo a 
cuidadores no profesionales, de manera que se suprime el período previo de prestación de cuidados 
y se amplía la condición de persona cuidadora no profesional a las personas de su entorno relacional 
que, a propuesta de la persona en situación de dependencia, estén en condiciones de prestarles 
los apoyos y cuidados necesarios para el desarrollo de la vida diaria. Asimismo se considera como 
prestación de servicios aquellas prestaciones económicas para cuidados en el entorno familiar en 
las que se haya formalizado por la persona en situación de dependencia un contrato laboral con un 
tercero, al objeto de colaborar con la persona cuidadora no profesional en las tareas del hogar de la 
persona en situación de dependencia.

Este nuevo enfoque, potenciador de una prestación que hace escasos años venía siendo combatida 
como recurso excepcional no generador -se decía- de beneficios añadidos al no generar retornos 
en el Sistema, como sí aportan los servicios, ha tenido su reflejo en los expedientes tramitados por el 
Defensor del Pueblo Andaluz.

Efectivamente, una abrumadora mayoría de propuestas de Programa Individual de Atención 
como recurso idóneo para personas mayores, es la prestación económica para cuidados en el 
entorno familiar, como lo era en los primeros años de vigencia de la Ley 39/2006.

Ahora bien, ello se ha traducido en un efecto añadido, el cuello de botella que esta prescripción 
genera en la fase de fiscalización por la Intervención correspondiente de la Junta de Andalucía y el 
retardo en su aprobación, supeditada a las disponibilidades presupuestarias autonómicas.

Esta circunstancia ha motivado la práctica totalidad de las quejas formalizadas ante esta Institución 
en 2023 y dado lugar a muchos de sus pronunciamientos.

Las dilaciones en el acceso a la prestación económica para cuidados en el entorno familiar son más 
inaceptables si tomamos en consideración que permanece vigente el plazo suspensivo máximo de 
dos años establecido para su efectividad por el Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas 
para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad, que la Administra-
ción pública no solo agota, sino que lo excede.

Las provincias más afectadas por la demora en la aprobación de esta prestación económica, son las 
de Málaga, Cádiz y Sevilla, con plazos que alcanzan o superan incluso los 3 años.

En Córdoba, hemos advertido supuestos con gran demora, aunque puntuales; en Almería y Jaén, las 
quejas que se reciben son escasas, todas ellas resueltas de forma favorable debido a la información 
completa que integran cada uno de sus informes. Huelva y Granada, no tienen representación en 
las quejas que refieren demoras en la aprobación de la prestación económica para cuidados en el 
entorno familiar.

En relación con la prestación que examinamos, el Anuncio de 19 de diciembre de 2023, de la Dirección 
Gerencia de la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía, por el que se da publicidad 
a la Resolución de 19 de diciembre de 2023, relativa al abono de las cantidades pendientes en con-
cepto de aplazamientos de efectos retroactivos reconocidas en las prestaciones económicas 
para cuidados en el entorno familiar del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, 
ha venido a dar respuesta a una de las principales reivindicaciones de estos últimos años, la de su 
abono de una sola vez, tras la medida de su aplazamiento y periodificación adoptada por la Dispo-
sición Adicional Sexta del Real Decreto Ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas 
extraordinarias para la reducción de déficit público.

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-16651
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/246/BOJA23-246-00042-19341-01_00294535.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/246/BOJA23-246-00042-19341-01_00294535.pdf
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La modif icación se adopta como reversión de una 
medida decidida en un contexto de crisis económica 
que, en consideración del Imserso, ya no se ajusta a la 
realidad del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia.

Otra cuestión que afecta a la prestación económica 
para cuidados en el entorno familiar es el no recono-
cimiento de efectos retroactivos en los expedientes 
de revisión del grado de dependencia o revisión de PIA. 
La respuesta facilitada por la administración autonó-
mica está fundada en el Informe del Gabinete Jurídico 
de la Junta de Andalucía de fecha 14 de marzo de 2011 
en el que se sostiene que el alcance de la disposición 
final primera de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, 
de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a 
las personas en situación de dependencia, se limita a 
garantizar la efectividad de la aplicación inicial de las 
prestaciones sin que resulte aplicable a la resolución 
de revisión. Causando ello un claro perjuicio para las 
personas solicitantes, cuya demora en la efectividad del 
derecho no va acompañada de compensación alguna. Y 
ello, en el actual marco de incremento del acceso a esta 
prestación que, previsiblemente, generará numerosas 
revisiones tendentes al reconocimiento de la misma.

El proyecto de decreto iniciado para regular la prestación económica de asistencia personal del 
sistema para la autonomía y atención a la dependencia en la comunidad autónoma de Anda-
lucía (BOJA número 119, de 23 de junio de 2021), no ha culminado finalizado el ejercicio.

2.1.1.1.6. Servicio residencial

El acceso al Servicio de Atención Residencial también arrastra demoras muy significativas, con 
afectación de las personas dependientes y sobrecarga de su entorno familiar, con los cuidados y 
responsabilidades propias.

Aunque para agilizar el procedimiento en este ámbito se aprobó la Instrucción 1/2023 de la Dirección 
Gerencia de la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía, dirigida a los servicios terri-
toriales de la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía, con medidas para impulsar 
la incorporación de personas beneficiarias al sistema para la autonomía y atención a la dependencia 
en 2023, no hemos podido apreciar una mejora digna de mención, a la luz de nuestra labor.

Entre las medidas de la Instrucción, conforme resulta de la información proporcionada por la propia 
Administración, se determina una mayor flexibilidad de acceso al Servicio de Atención Residencial, 
con la posibilidad de valerse de la prestación económica vinculada al servicio de atención residencial, 
de forma transitoria y siempre que concurran los requisitos pertinentes, hasta la disponibilidad de 
plaza residencial, sin que ello afecte al puesto que ocupa en la lista de espera.

Por lo demás, el Servicio de Atención Residencial genera quejas de otra índole, ya enmarcadas en la 
situación de las personas que se han visto compelidas a aceptar una plaza en un lugar o centro no 
deseado, relacionadas con la falta de respuesta o la denegación de solicitudes de traslado, que 
por lo general se basan en preservar el afecto familiar, el deseo de proximidad y los lazos de cariño 
entre familiares, que no se sacian a distancia, en los términos del Decreto 388/2010 de 19 de octubre, 
por el que se regula el régimen de acceso y traslado de personas en situación de dependencia a 
plazas de centros residenciales y centros de día y de noche. 

No es la primera vez que esta Institución se pronuncia sobre la inaceptabilidad de considerar que es 
idónea la asignación de un recurso residencial que provoca el extrañamiento entre la persona 
dependiente y su entorno familiar y social.

Las dilaciones en el 
acceso a la prestación 

económica para 
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https://www.juntadeandalucia.es/boja/2021/119/25
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Destacaremos la petición planteada por el hermano y tutor de una persona con discapacidad, resi-
dente en un centro de Córdoba, quien viviendo en Sevilla, venía formalizando reiteradamente esta 
solicitud durante años, fundada en el deseo de poder disfrutar de cercanía fraternal y dedicarle más 
tiempo a su hermano.

En la respuesta de la Delegación Territorial en Córdoba de la Consejería de Inclusión Social, Juventud, 
Familias e Igualdad, se reconoció que el interesado aguardaba alcanzar este objetivo desde 2016, con 
peticiones sucesivas, dado que cada solicitud desestimada por inexistencia de plaza vacante dentro 
del plazo de 3 meses supone la conclusión del expediente, sin que se pase a formar parte de ninguna 
lista de espera que permita ordenar las peticiones por antigüedad y posibilite preservar la prioridad 
sobre solicitudes ulteriores.

En este caso, como en tantos otros, la dificultad radicaba en la falta de plazas disponibles en los cen-
tros de interés. El informe exponía que, con diferencia, la mayor demanda de plazas residenciales se 
ubica en las provincias de Sevilla y Málaga.

En esta tesitura suele ser frecuente que el personal de la Administración aconseje al interesado 
acogerse a cauces de mejora de sus opciones, mediante la ampliación a centros residenciales para 
personas mayores, sacrificando los beneficios que se supone le proporciona un centro adaptado a 
su perfil de dependencia y discapacidad.

En cualquier caso, el interesado concluía que, más allá de la demora en alcanzar la meta tras 15 años 
de residencia de su hermano en Córdoba, estimaba imprescindible que la Administración le liberase 
de la carga de formalizar peticiones reiteradamente esperando la coincidencia improbable de que en 
ese período concreto surgiera una plaza adecuada, arbitrando algún instrumento que le permitiera 
quedar en lista de espera por antigüedad.

Por las razones reflejadas en las consideraciones de la resolución, esta Institución dirigió a la Admi-
nistración la recomendación de garantizar la transparencia del procedimiento de adjudicación de 
plazas en residencia para las personas en situación de dependencia, informando tanto de la existen-
cia de las denominadas “listas de espera”, como de la situación aproximada que pudieran ostentar 
con respecto al lugar que ocupan, así como de los tiempos medios de repuesta; la de optimizar 
los sistemas de información para que sea accesible el conocimiento de la situación de las listas de 
espera en cualquier provincia andaluza por los diferentes profesionales referentes de las personas 
dependientes y sus familias, con el único ánimo de que toda la información que afecte a este tipo de 
procedimientos esté disponible; y le sugirió que fomentara procedimientos ágiles y diligentes donde 
se protejan las relaciones humanas que sustentan y ofrecen bienestar a las personas en situación 
de dependencia, así como a sus familiares, como base de una atención digna de la persona en este 
ciclo vital (queja 21/8644).

Dicha resolución, elevada a la ASSDA, fue íntegramente aceptada por la misma. Y así, más allá de 
que el interesado viera satisfecha finalmente su pretensión, la Agencia manifestó su conformidad y 
anunció estar trabajando en la mejora de los sistemas de información para poder gestionar de forma 
más eficiente las listas de acceso. No obstante el dinamismo de las mismas, en el sentido de que la 
posición que una persona ocupa puede verse afectada tanto por los procedimientos de traslado o 
de urgencia social, como del abanico de posibilidades que las personas manifiesten en la elección 
de preferencia de centro residencial.

Añadió la Agencia estar poniendo en marcha “medidas para agilizar la tramitación de expedientes 
y ampliar la oferta de plazas residenciales, con el objetivo de reducir considerablemente el tiempo 
de espera”.

En 2024, por tanto, esperamos poder conocer tales medidas y, en todo caso, los efectos favorables 
que puedan ofrecer las mismas.

La insuficiencia en la financiación pública de las plazas concertadas en los centros sociosani-
tarios y la actualización y revisión de precios para mantenerlos dentro de niveles compatibles con su 
supervivencia y, desde luego, coherentes con el bienestar de las personas residentes y con la atención 
de calidad a sus necesidades básicas, sigue siendo una reivindicación presente, más acusada en el 
ámbito del sector no lucrativo.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-mas-transparencia-en-el-procedimiento-de-adjudicacion-de-plazas-en-residencia-para-las
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Desde el punto de vista del coste de las plazas, como es habitual en cada anualidad, en 2023 la Reso-
lución de 20 de junio de la Dirección Gerencia de la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de 
Andalucía, publicó la actualización de los costes máximos de las plazas objeto de concertación con 
centros de atención a personas mayores y personas con discapacidad en situación de dependencia.

Precedentemente, además, el Decreto-ley 3/2022, de 29 de marzo, adoptó medidas urgentes para 
mejorar la financiación de los centros de atención residencial y de los centros de día y de noche de 
atención a personas en situación de dependencia.

La revisión anual de precios, sin embargo, no basta cuando hablamos de una situación previa en 
la que los centros residenciales han ido arrastrando cumulativamente el lastre procedente de una 
progresiva pérdida de capacidad económica, producto de plazas concertadas a precios que no evo-
lucionan, o que aumentan de forma insignificante, a la inversa que el coste de la vida.

Si tomamos como ejemplo la evolución del precio de las plazas públicas concertadas en los centros 
residenciales para mayores en situación de dependencia en Andalucía en la última década, adver-
timos lo antedicho. De 2012 a 2015 el coste máximo por plaza se mantuvo invariable (50,20 euros), 
descendió ligeramente en los años 2016 y 2017 (49,57), volvió a niveles similares a 2015 en 2018 (50,51) 
y comenzó a experimentar una subida discreta en los años siguientes, hasta alcanzar los 58,30 de 
2023, que ha sido la anualidad de un incremento mayor, dentro de la modestia de las actualizaciones 
en perspectiva global.

Precisamente nos expresaban esta idea representantes de LARES Andalucía, como Asociación anda-
luza de Residencias y Servicios de atención a los mayores ‑sector solidario-, perteneciente al sector 
de centros residenciales no lucrativos en Andalucía, que en comparecencia presencial ante esta 
Institución expusieron la importancia de la labor que desempeñan y las dificultades graves por las que 
atraviesan por razones de financiación pública de las plazas concertadas, alertando sobre sus múlti-
ples necesidades y carencias y aportando las soluciones que para su corrección deberían adoptarse.

Comenzando por su labor, los representantes del referido sector explicaron que conforman una 
Asociación de Residencias para personas mayores, 138 actualmente, más 32 Unidades de Estancia 
Diurna y casi 4000 trabajadores y 8000 personas atendidas en sus centros, con 3714 plazas concer-
tadas, además de las plazas sociales, solidarias, en el marco de su obra social.

Las dificultades para el sostenimiento del sector orientan su demanda al incremento del precio de 
las plazas públicas concertadas, cuyo estancamiento y cuantías hemos expuesto anteriormente, 
razonando que la media de estructura de costes de una residencia tipo y su evolución en la última 
década, precisan que la Administración actualice la tarifa de la plaza concertada durante tres años 
consecutivos y con carácter retroactivo.

De forma complementaria compendiaban un elenco de propuestas que hay que decir que coinci-
den con lo que sería deseable para que el Sistema de la Dependencia se mantuviera en parámetros 
aceptables de respeto del derecho de sus destinatarios: sistema transparente y ágil de valoración y 
asignación/elección de plaza residencial; aprobación de un procedimiento único que permita reducir 
la lista de espera; aumento de los valoradores y del personal técnico cuya insuficiencia impide llevar 
a término la tasa de reposición de las plazas; la ampliación de la oferta de plazas concertadas resi-
denciales y en centros de día, para personas dependientes asistidas y con trastornos de conducta, 
en progresión anual sostenida del 15% y con reparto territorial equilibrado y equitativo; y el impulso 
del programa de respiro familiar.

En materia del derecho a la protección de la salud de las personas residentes en centros sociosani-
tarios, postularon la plena asunción de competencias por el Servicio Andaluz de Salud y la creación 
de un dispositivo de coordinación sociosanitaria, que acometiera la asistencia sanitaria de aquellas 
dentro de los centros, mediante el instrumento oportuno.

Los representantes de LARES Andalucía trasladaron igualmente al Defensor la moción adoptada por el 
Ayuntamiento de La Rambla (Córdoba) en julio de 2023, sobre comunicar a la Consejería de Inclusión 
Social, Juventud, Familias e Igualdad “la necesidad imperiosa de aplicar un modelo de financiación 
estable y suficiente para el sector residencial que dote de seguridad jurídica y económica a las 
entidades para poder dar continuidad a los programas de atención a las personas y que permita 
actuar con certidumbre y desarrollar el trabajo en las mejores condiciones en favor de las personas 

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/130/BOJA23-130-00003-11634-01_00286656.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/130/BOJA23-130-00003-11634-01_00286656.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/130/BOJA23-130-00003-11634-01_00286656.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2022/63/BOJA22-063-00006-5309-01_00258595.pdf
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mayores más desfavorecidas, abonando un precio de concierto de las plazas públicas que sea justo 
y acorde con la realidad económica y con las necesidades de atención a las personas mayores”.

Una petición que, por su coherencia y racionalidad, esta Institución suscribe.

La coordinación sociosanitaria, por su parte, sigue siendo una asignatura pendiente en Andalucía, 
como resulta de los casos que conocemos de personas que permanecen en situación de ingreso 
hospitalario, a pesar de tener alta clínica, por falta de agilidad en la intervención del Ministerio Fiscal, 
de las fundaciones de apoyo a la capacidad, y de la ASSDA, cada uno en su respectivo ámbito de 
responsabilidad y competencia, según los casos.

Lo cierto es que la falta de adopción de medidas de una u otra índole y de recursos intermedios no 
estrictamente sanitarios, convierte en huéspedes involuntarias a las personas que, superada la fase 
aguda de alguna patología que requirió ingreso hospitalario, han perdido su capacidad de auto-
gobierno o de autovalimiento en ese tiempo y no cuentan con familiares ni red social de apoyo, no 
presentando condiciones de volver a vivir solas sin riesgo a su integridad.

En la mayor parte de estos casos es loable la intervención de los profesionales de trabajo social, tanto 
de los hospitales como de los municipios, en pos de comunicar, notificar y gestionar una respuesta.

Para terminar, aludimos a la Orden de 19 de diciembre de 2023, de la Consejería de Inclusión Social, 
Juventud, Familias e Igualdad, por la que se aprueban las bases reguladoras para la concesión de 
subvenciones, en régimen de concurrencia competitiva, dirigidas a la construcción y/o adaptación 
de centros de día y centros residenciales para personas mayores y personas con discapacidad de 
titularidad de entidades locales, entidades sin ánimo de lucro y entidades mercantiles de ámbito 
social, a fin de adecuarlos al nuevo modelo de cuidados de larga duración, con cargo al Plan de Recu-
peración, Transformación y Resiliencia (PRTR), financiado por la Unión Europea-NextGenerationEU-, 
efectuando su convocatoria para el año 2023.

2.1.1.1.7. Servicio de Ayuda a Domicilio

Pasando ya al Servicio de Ayuda a Domicilio, debemos destacar su importancia al tratarse del 
servicio más demandado por las personas dependientes y el que, sin lugar a dudas, resulta menos 
traumático, teniendo en cuenta que sus beneficiarios son mayoritariamente personas mayores y que 
este servicio posibilita la permanencia en su entorno, aportando sosiego a la familia.

De ahí la necesidad de una mejora de su intensidad, de una prestación de calidad y de una gestión 
y funcionamiento riguroso.

Lo primero, la mejora de su intensidad, ha sido una de las reformas contenidas en el ya mencionado 
Real Decreto 675/2023, de 18 de julio, que incrementa las horquillas de horas para todos los grados, 
efectiva en la resolución que se dicte, si bien con un régimen transitorio para quienes a la entrada en 
vigor de la norma ya disfrutaran del Servicio de Ayuda a Domicilio, que lo mantendrán con la misma 
intensidad. Para un posible incremento de la misma es preciso que la persona beneficiaria solicite su 
adecuación a las intensidades previstas en la reforma y, por ende, someterse al proceso de revisión 
del programa de atención.

Interesados en conocer la tramitación que se está dando a las solicitudes de revisión del programa 
individual de atención cuya pretensión es la adecuación de la intensidad del Servicio de Ayuda a Domi-
cilio, esta Institución solicitó informe a la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias 
e Igualdad en Córdoba, la cual nos describe idéntico proceder que el ordinario de revisión del PIA.

Por el contrario, las personas beneficiarias de la prestación económica para cuidados en el entorno 
familiar han visto aumentadas las cuantías correspondientes de forma automática.

En Andalucía, además, se ha dado una nueva regulación a este servicio mediante la Orden de 27 de 
julio de 2023, de la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad, por la que se regula 
el Servicio de Ayuda a Domicilio en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/248/BOJA23-248-00136-19510-01_00294730.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/248/BOJA23-248-00136-19510-01_00294730.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/521/BOJA23-521-00029-12876-01_00287884.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/521/BOJA23-521-00029-12876-01_00287884.pdf
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Quedan así derogadas la Orden de 15 de noviembre de 2007, por la que se regula el Servicio de Ayuda 
a Domicilio en la comunidad autónoma de Andalucía y la Orden de 7 de octubre de 2019, por la que 
se aprueba el modelo actualizado de convenio de colaboración para la prestación del servicio de 
ayuda a domicilio como prestación del sistema para la autonomía y atención a la dependencia en el 
ámbito de la comunidad autónoma de Andalucía.

En cuanto a la calidad y rigurosa gestión y prestación de la ayuda a domicilio, no es infrecuente 
que se nos trasladen las disconformidades con la forma de dispensación por sus auxiliares, con el 
reparto o distribución horaria o con los frecuentes cambios de profesional, tan desconcertantes y 
alteradores para personas con determinadas patologías, como las afectadas por demencias o tras-
tornos de salud mental.

Las deficiencias alertadas en el Servicio de Ayuda a Domicilio en Alcalá del Río, que siguen planteán-
dose por las personas de dicho municipio, siguen siendo objeto de investigación en la actuación 
iniciada de oficio, en la que aguardamos que se nos comunique la decisión final adoptada.

2.1.1.2. Personas mayores

2.1.1.2.1. Introducción

La dación de cuenta anual que realiza el Defensor del Pueblo Andaluz debe necesariamente refle-
jar la realidad de un grupo etario cada vez más numeroso de nuestra sociedad, el de las personas 
mayores, cuyo peso específico sin embargo no resulta de su volumen, sino de su especial riesgo 
de encontrarse en situación de vulnerabilidad, a consecuencia de inercias de comportamiento 
social potencialmente generadoras de discriminación para con las mismas, de actitudes individuales 
discordes con su autonomía de la voluntad y de las limitaciones que en el ejercicio de sus derechos 
ocasionan las nuevas formas de gestión y organización, públicas y privadas.

Todo ello hace que las personas mayores precisen instrumentos específicos de protección nor-
mativa, así como ser destinatarias de políticas públicas singulares, que permitan adoptar en su 
beneficio medidas de discriminación positiva, imprescindibles para garantizar sus condiciones de 
igualdad.

Con todo, la mayor barrera que enfrentan las personas mayores es la del edadismo, que adopta for-
mas plurales y en ocasiones tan sutiles que resultan difíciles de identificar, amparadas en la condes-
cendencia de un malentendido proteccionismo social que, sin embargo, enmascara un paternalismo/
maternalismo que parte de una posición de superioridad, en la que una persona adulta subestima la 
voluntad y deseos de otra persona adulta mayor, por considerarla menos capaz en virtud de su edad.

Del mismo modo, el sometimiento a la decisión ajena de sus familiares más cercanos, normalmente 
los hijos e hijas, también es un comportamiento autoasumido por muchas personas mayores, aunque 
no es fruto de una decisión libre, sino condicionada por su dependencia vital, que le hace plegar y 
acomodar sus deseos a los que agradan o convienen al tercero del que dependen, dando así lugar 
a una modalidad de temor reverencial difícil de detectar.

Lo antedicho justifica que dediquemos una mirada especial a lo que acontece a las personas mayo-
res que, además, no conforma una casuística ni menor ni irrelevante, dado que se hace patente, de 
modo trasversal, en numerosos ámbitos vitales especialmente sensibles, como el del Sistema de la 
Dependencia, con todo lo que esta situación comporta en la vida de las personas y en su capacidad de 
autovalimiento; en el campo de la salud, que, como es entendible, merma su calidad de vida, precisa 
de recursos más ingentes y específicos, y en ocasiones influye negativamente en la orientación de las 
decisiones sanitarias; y, en general, está presente en todas las vertientes vinculadas a los instrumen-
tos de protección social, en las que las decisiones que les incumben deben estar inexcusablemente 
impregnadas y vinculadas a su respeto y consideración como individuos.

En Andalucía existe un marco jurídico, estatutario y legal, específicamente regulador de los de-
rechos de las personas mayores. Estatutariamente, dentro de los derechos sociales, el Estatuto de 
Autonomía de Andalucía (EAA) dedica a las personas mayores su artículo 19, a tenor del cual: “Las 
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personas mayores tienen derecho a recibir de los po-
deres públicos de Andalucía una protección y una 
atención integral para la promoción de su autonomía 
personal y del envejecimiento activo, que les permita 
una vida digna e independiente y su bienestar social 
e individual, así como a acceder a una atención ge-
rontológica adecuada, en el ámbito sanitario, social y 
asistencial, y a percibir prestaciones en los términos que 
establezcan las leyes”.

Igualmente contamos con una ley singularizada de re-
cia raigambre, la Ley 6/1999, de 7 de julio, de atención 
y protección a las personas mayores en Andalucía, 
que no obstante ser anterior en el tiempo al Estatuto 
de 2007, formalmente ostenta el rango legal que exige 
el artículo 38 EAA para el desarrollo de los derechos es-
tatutarios, proyectándose en el plano sustantivo sobre 
todo el elenco de derechos y libertades de que pueden 
ser titulares las personas mayores.

La Ley de 1999, que de forma expresa proscribe la dis-
criminación por edad, deficiencia o enfermedad -lo 
cual es loable por vanguardista, dado que aún se rei-
vindica la inclusión específica de esta modalidad de 
discriminación en diferentes normativas-, impone a las 
administraciones públicas de Andalucía el deber de 
garantizar a las personas mayores el goce de todos los 
derechos y libertades constitucionales y reconocidos 
por el resto del ordenamiento jurídico, y regula, nada 
más y nada menos, que su derecho de participación, el 
de acceder a los servicios sociales comunitarios y espe-
cializados, los derechos de atención sanitaria y sociosa-
nitaria, el derecho a actuaciones públicas en materia de 
vivienda y urbanismo, a la educación y la formación, la 
cultura, el ocio, el turismo y el deporte y a la protección 
económica y jurídica.

A colación de lo anterior lanzamos una pregunta: ¿po-
demos considerar edadismo la infracción reiterada 
de la regulación normativa específica que reconoce 
a las personas mayores derechos propios, o derechos 
cuyo ejercicio es más previsible que corresponda a este 
grupo de población, dificultando su acceso al disfrute 
de los mismos, o la deficiencia de políticas públicas para 
la efectividad de los derechos de las personas mayores?

Veámoslo a continuación ilustrado con las demandas 
de amparo dirigidas al Defensor del Pueblo Andaluz.

2.1.1.2.2. Respeto a la 
autonomía de la voluntad 

El respeto a la autonomía de la voluntad y la pros-
cripción del abuso y maltrato.

La falta de respeto a la autonomía de la voluntad de la 
persona mayor y, por ende, a su dignidad, se produce 
habitualmente suplantada por la voluntad del fami-
liar que se arroga mejor juicio y criterio para decidir por 
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aquella, erigido de facto como guardador de hecho o incluso amparado por una decisión judicial que 
le inviste en el ejercicio de las pertinentes funciones de apoyo a la capacidad de la persona mayor.

Sucede así en decisiones tan sustanciales como dónde y con quién vivir; en la manifestación de opi-
nión por el guardador de hecho o representante legal, dirigida a influir sobre la propuesta del recurso 
más idóneo del Sistema de la Dependencia, normalmente para decantarse por el residencial o, cada 
vez con mayor frecuencia, por la prestación económica para cuidados en el entorno familiar; en la 
determinación de con quién puede o no la persona mayor mantener relaciones afectivas y de amistad; 
o en las decisiones sobre qué uso hacer del patrimonio y recursos económicos propios de aquélla.

La Administración, en nuestra opinión, no cuenta con instrumentos que permitan levantar el 
velo del abuso que terceras personas ejercen sobre las mayores, fácilmente invisibilizado en la 
urdimbre del seno familiar y, en ocasiones, incluso reforzado por las potestades de una designación 
judicial de apoyo a la capacidad, que se ejerce más allá de sus límites razonables.

Hablamos de hijos que privan a sus padres del contacto con otros hijos o con otros familiares muy 
cercanos; de hijos que ponen término a relaciones afectivas estables de larga duración de alguno de 
sus padres, aprovechando un cambio en sus circunstancias de autovalimiento; o de cónyuges o hijos 
que maltratan a la persona mayor a su cargo o con la que conviven, por la vía de no proporcionarle 
los cuidados adecuados.

Entre los casos de actuaciones contrarias a la autonomía de la voluntad de las personas mayores 
se comprenden las impeditivas de su relación con otros seres queridos, no siendo infrecuente que 
hijos e hijas excluidos del contacto o incluso parejas sentimentales apartadas de la relación, mani-
fiesten su pesar por esta privación afectiva y nos soliciten orientación sobre cómo proceder.

Estas situaciones, a las que normalmente subyacen conflictos interfamiliares e intereses económicos 
particulares, se ven favorecidas por la pérdida de capacidad de autovalimiento de la persona mayor, en 
la que uno o varios familiares asumen un rol preeminente, anulando a los restantes, bien de facto, bien 
por designación judicial y actúan de forma no estrictamente ajustada al interés de la persona mayor.

Las acciones judiciales para preservar las relaciones familiares y supervisar el respeto a la autonomía 
de la voluntad de las personas mayores en su entorno más cercano, no son adecuadas para responder 
de forma diligente y satisfactoria a un problema que, en nuestra opinión, requeriría un escenario de 
resolución más accesible, como puede ser el de una mediación en el ámbito administrativo, con 
la intervención del Ministerio Fiscal en defensa imprescindible de la legalidad y de la salvaguarda 
de los derechos, o mecanismo similar que permita supervisar la posible vulneración de la dignidad 
de las personas mayores en estos ámbitos tan sutiles y actuar en consecuencia.

El posible maltrato ejercido sobre una persona mayor en el ámbito familiar, por la vía de su desa-
tención, tiene representación ilustrativa en diversas quejas, y hemos de decir que carece de elementos 
eficaces para su detección y resolución más allá de los casos más groseros o severos.

Dentro de la Dirección General de Personas Mayores, Participación Activa y Soledad no Deseada, el 
Servicio de Detección de Situaciones de Riesgo en Personas Mayores (RIMAYA), cuya fuente principal 
de información se canaliza a través del Teléfono del Mayor, supone la actuación coordinada de los 
distintos organismos competentes, a fin de registrar situaciones de riesgo en personas mayores y 
canalizarlas en la forma pertinente: bien la inmediata comunicación al Servicio de Emergencias 112 
(si precisan intervención inmediata), bien la notificación a la Fiscalía Provincial correspondiente de 
las que puedan incardinarse dentro de su ámbito competencial, bien a los Servicios Sociales Comu-
nitarios y las Inspecciones Provinciales de Servicios Sociales para la comprobación de la veracidad 
de los hechos denunciados, la posible intervención a su alcance y, en todo caso, el seguimiento de 
la evolución de la situación con remisión de informe a las Delegaciones Territoriales de la Consejería 
de Inclusión Social.

Sin embargo, solo tiene utilidad si la situación es de violencia o riesgo evidente a la integridad física, 
quedando extramuros los casos de daños psicológicos por comportamientos coactivos o limitativos 
de la voluntad de la persona mayor, no detectados otros muchos o con reacción poco ágil otros tantos.

Así lo refleja la queja que nos dirigió el sobrino de un vecino mayor de la provincia de Jaén, que nos 
trasladaba cómo la familia había alertado a los Servicios Sociales Comunitarios de la situación de 
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abandono en que se encontraba su tío en su domicilio, en el que nos decía que había agonizado en 
soledad.

El compareciente nos trasladaba así sus serias dudas sobre las circunstancias que rodearon el cercano 
fallecimiento de su tío, postrado en cama tras sufrir un ictus, aislado de la vida y convivencia familiar 
y, conforme decía, desatendido por su mujer e hijos.

En sus visitas, su familia consanguínea había constatado que presentaba signos evidentes de des-
mejoría, que soportaba altas temperaturas y que se quejaba de los dolores causados por las escaras 
producto de la postración y de la falta de cambios posturales. Por lo que alertaron a los servicios 
sociales del municipio y al trabajador social del centro de salud.

Esta Institución tiene en curso las pertinentes actuaciones, al no haber recibido el informe interesado a 
la Dirección General de Personas mayores de la Junta de Andalucía, aunque sí por el momento la res-
puesta de los Servicios Sociales del Ayuntamiento, en cuyo informe consta la visita de comprobación 
efectuada por la trabajadora social al domicilio del afectado, así como la alerta cursada por la misma 
en informe remitido al Teléfono de Atención a las Personas Mayores en julio de 2023. Todo ello con 
objeto de conocer la respuesta ofrecida por la Administración y extraer las conclusiones pertinentes.

También refleja nítidamente esta realidad el expediente del que nos dio traslado la Confederación 
Estatal de Mayores Activos (Confemac), sobre sus sospechas de un posible caso de maltrato domici-
liario de una señora mayor, por parte de dos de sus hijas convivientes, en un municipio de la provincia 
de Córdoba.

Expresaba la entidad que la persona mayor afectada se encontraba privada por sus guardadoras de 
hecho del contacto con otros familiares y allegados, así como del acceso a los servicios y prestaciones 
públicos más elementales como los sanitarios, al no acudir al centro de salud, ni permitir al médico 
de cabecera o al personal de enfermería de enlace acceder al interior del domicilio; y los reconocidos 
para la atención a su situación de dependencia, dado que la falta de colaboración de las hijas por 
impedir el acceso de las auxiliares del Servicio de Ayuda a Domicilio, había llevado a su extinción.

El Defensor del Pueblo Andaluz solicitó conocer las actuaciones abordadas por el Ayuntamiento y si 
desde la Fiscalía de Córdoba se había intervenido ante posible situación de abuso o desprotección 
de la persona mayor, resultando que tras múltiples intentos de personal del Ayuntamiento, de los 
Servicios Sociales y de los Servicios Sanitarios de acceder a la vivienda, los técnicos del Servicio Andaluz 
de Salud lograron comprobar que la afectada se encuentra en buen estado.

Como ya indicábamos más arriba, la propia Fiscalía reconoce que se trata de un asunto en el que 
debe mantenerse la vigilancia, con la finalidad de poder decidir la intervención sanitaria forzosa, al 
tratarse de un “asunto fronterizo, que no ofrece una base clara para actuar, a medio camino entre 
el conflicto familiar y una sospecha de desamparo”.

Precisamente por ello insistimos en nuestra consideración sobre la existencia de una laguna legal 
y en los recursos de intervención administrativa, que opera a modo de brecha en materia de pro-
tección de personas mayores y de salvaguarda de sus derechos, precisada de implantación de 
instrumentos singulares que den respuesta adecuada a estos “asuntos fronterizos” que, por perjudi-
car a las personas mayores en su integridad física y moral, no deben permanecer ocultos tras el velo 
de la privacidad familiar, sino ser tratados de forma proactiva. Tal vez con procedimientos híbridos, 
a medio camino entre lo judicial y lo administrativo, e intervención siempre del Ministerio Público.

Como modalidad indirecta pero muy cruel del maltrato a mayores, incluimos asimismo los casos 
de personas mayores que tienen a su cargo a un hijo que, por razón de su trastorno mental o 
discapacidad, presenta necesidades que exceden de la capacidad de respuesta de su progenitor/a, 
sin contar con el apoyo eficaz de recursos o servicios públicos. Situaciones que son muy frecuentes 
en el ámbito de la salud mental.

Especial consideración merecen las denuncias de hijos que sospechan que sus padres han sido 
víctimas de una deficiente atención social y/o sanitaria en un centro residencial para personas 
mayores. Usualmente se trata de personas que achacan el empeoramiento de salud, o incluso el 
fallecimiento de su progenitor/a, a la desatención sanitaria proporcionada o demandada al sistema 
sanitario público desde la residencia, por indicios que afloran tras practicarse su ingreso residencial, 
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a través de lo reflejado en los informes clínicos, como 
hematomas que revelan caídas no informadas, fractu-
ras no detectadas y por ello no comunicadas a la familia, 
deshidratación o valores analíticos anormales.

Todo ello lleva a la familia a sospechar que no ha existido 
una atención, supervisión ni cuidado adecuado en la 
residencia, anudando la consecuencia de salud perju-
dicial a las omisiones del centro.

El Defensor del Pueblo Andaluz orienta a las personas 
peticionarias, indicándoles que cualquier tipo de acción 
dirigida a depurar la responsabilidad derivada de po-
sible negligencia, es una decisión personal que debe 
ser valorada por su parte con todos los elementos dis-
ponibles, a fin de poder evaluar si existen elementos 
razonables y objetivos de prosperabilidad.

Sobre ello, informamos de que la adopción de alguna 
decisión precisa obtener información y datos que per-
mitan profundizar en las dudas existentes, lo que pasa 
por solicitar a la residencia una copia de las anotaciones 
de toda índole que se realizaran en el centro respecto 
del padre o madre (atención sanitaria, intervenciones de 
enfermería, administración de medicación, etc.). Asimis-
mo, es posible poner los hechos en conocimiento de las 
Consejerías competentes en materia social y sanitaria, 
a los efectos que procedan.

La información obtenida del centro residencial, en conjunción con los informes clínicos sanitarios y el 
eventual resultado de actuaciones de Inspección, permite valorar la decisión a adoptar y apreciar si, 
de algún modo, existen elementos objetivos que sustenten alguna una relación de causalidad entre 
la actuación/omisión del personal de la residencia y el deterioro de salud o fallecimiento del residente.

Finalmente, en conexión con el maltrato, se incardinan las prácticas de uso de las sujeciones o de 
medios de contención mecánicos o farmacológicos en unidades psiquiátricas o de salud mental y 
en centros residenciales y/o sociosanitarios de personas mayores (y/o con discapacidad), que aunque 
cuenta con marco normativo en el que encuadrarse, precisa de una mejora de la homogeneidad y 
mayor concreción en algunos aspectos.

Además del marco normativo representado por la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora 
de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documen-
tación clínica, en cuyo consentimiento informado como acto médico, se enmarcan las exigencias 
del uso de las contenciones, contamos con el Código de Deontología Médica de diciembre de 2022, 
como guía de ética médica, que dedica un capítulo a la atención a la violencia, tortura, vejaciones y 
limitaciones en la libertad de las personas, disponiendo que: “Cualquier medida de contención física 
o farmacológica es una limitación de la autonomía de la persona y, por lo tanto, puede constituir 
un atentado contra su dignidad, salvos circunstancias clínicas especiales que indiquen su uso”.

Por su parte, la Instrucción 1/2022, de 19 de enero, de la Fiscalía General del Estado, establece las 
pertinentes consideraciones sobre el uso de medios de contención mecánicos o farmacológicos 
en unidades psiquiátricas o de salud mental y centros residenciales y/o sociosanitarios de personas 
mayores y/o con discapacidad.

Por lo que a Andalucía atañe, cabe destacar que el derecho de las personas usuarias de centros 
residenciales a la no inmovilización o restricción física o intelectual, por medios mecánicos o far-
macológicos, se reconoce en la Ley de Servicios Sociales de Andalucía (prescripción y supervisión 
facultativa, salvo peligro inminente para la seguridad física de la persona usuaria o terceras personas) 
que la verificación por la Administración se realiza a través de ítems incluidos en los Planes Anuales 
de Inspección de Servicios Sociales desde 2006 y que existen Planes de formación del IAAP para el 
personal de centros públicos; si bien no se ha procedido a la elaboración de un protocolo único 
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de común aplicación y estrategias para la prevención de su uso, como se indicó en su momento 
por la Dirección General competente en materia de mayores de la Consejería de Inclusión Social.

Deseamos destacar la labor que para concienciar sobre la necesidad de su eliminación, concebidas 
como forma de mal trato producto de malas prácticas residenciales, vienen desarrollando entidades 
como Confemac.

2.1.1.2.3. La respuesta administrativa en situaciones 
de vulnerabilidad: diligencia, eficacia y coordinación 
interadministrativa

Los casos de personas mayores que presentan alguna situación de vulnerabilidad específica, como 
la exclusión social por razones económicas, la vida en soledad, patologías físicas y/o de salud mental 
y carencia de red familiar o social de apoyo, desembocan en una situación de riesgo de su integridad, 
salud e incluso vida, que algunos familiares lejanos, vecinos o amigos nos trasladan, tras no advertir 
reacción en los servicios sociales o sanitarios alertados, ni respuesta activada tras llamada al Teléfono 
del Mayor de la Junta de Andalucía.

En todos ellos instamos la intervención coordinada entre administraciones, con la petición de la 
actuación de los servicios sociales comunitarios como pieza central del engranaje que, si bien en 
algunos municipios está perfectamente engrasado, no ocurre otro tanto en otros, sobre todo en los 
más grandes, en los que en muchas ocasiones es estimable el rol que desempeñan las entidades 
del tercer sector.

La lentitud en los procedimientos judiciales sobre la capacidad de las personas mayores y sus medidas 
de apoyo generan situaciones de vulnerabilidad acentuadas, especialmente cuando se trata de cam-
bios en la persona responsable del apoyo a la capacidad, impidiendo que se adopten determinadas 
decisiones protectoras que penden de la voluntad, como un ingreso residencial.

En esta anualidad consideramos necesario destacar la labor desarrollada por los Servicios Socia-
les Comunitarios de la ciudad de Cádiz, en coordinación con los de otras administraciones, en 
beneficio de un vecino de la ciudad que vivía solo, careciendo de familia y socialmente aislado por 
su sordomudez.

Como ocurre en tantos otros casos, vecinos perturbados por los comportamientos del afectado y 
privados del necesario descanso por ello, instaban la adopción de medidas, entre otras la conclusión 
del procedimiento de apoyo judicial a su capacidad en curso que, en buena parte, perseguían el 
interés particular vecinal.

Cuando esta Institución admitió a trámite la petición teníamos muy presente la necesidad de que 
cualquiera que fuese la medida activada, esta debería tener por interés superior la protección 
de este vecino mayor y, desde luego, tomar en consideración su voluntad.

Con esta premisa solicitamos informe social al Ayuntamiento de Cádiz, desde el que se activaron 
actuaciones de coordinación con la Fiscalía Provincial, la trabajadora social del centro de salud, de 
la Unidad de Salud Mental, del hospital y de una asociación de personas con discapacidad auditiva, 
Albor, que en este último caso ha sido la encargada de la labor traductora, desplegando una inter-
vención muy intensa y apreciable de todos los intervinientes.

La labor de los profesionales involucrados, especialmente las trabajadoras sociales del Ayuntamiento 
y del sistema sanitario, dio lugar a un proceso de trabajo en el que se concluyó que, efectivamente, 
el afectado sufría incomunicación y aislamiento social por su discapacidad auditiva del 65%, que le 
supone no escuchar y no emitir más que sonidos ininteligibles, sin disponer de prótesis auditivas, 
adaptaciones del hogar, conocimiento de la lengua de signos, no sabiendo leer y escribir.

Las patologías sanitarias por las que demandaba atención no podían ser valoradas, tratadas y seguidas 
adecuadamente por los profesionales sanitarios, a causa de la incomunicación.
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Los profesionales de los Servicios Sociales concluyeron que el afectado precisaba supervisión y 
cuidados habituales, sobre todo en materia de control sanitario y farmacológico, gestión de su 
patrimonio, higiene de la vivienda y vínculación a red social de apoyo, lo que pasaba por adoptar 
medidas de apoyo judicial a su capacidad, que permitieran su integración, así como contar con el 
servicio de ayuda a domicilio.

Respecto de esto último, activado el reconocimiento de su situación de dependencia por urgencia 
social, el afectado fue valorado como dependiente moderado, lo que le privaba de la necesaria in-
tensidad de la ayuda a domicilio, procediendo el Ayuntamiento a reconocerle como complemento 
la ayuda a domicilio municipal, instando de oficio la revisión de grado al no ajustarse la valoración a 
la situación real del afectado.

La revisión condujo a una dependencia severa, si bien, la propuesta de PIA orientaba a un centro 
residencial, lo que, como ya auspiciábamos, provocó el rechazo del interesado y su alteración, a 
pesar de lo cual la Delegación Territorial de Inclusión Social refería que se estaba trabajando para 
consensuar con él dicho recurso.

Nuevamente esta Defensoría comunicó al Ayuntamiento de Cádiz la preocupación por la decisión 
que pudiera alcanzarse y el respeto a la autonomía de su voluntad, teniendo en cuenta las pre-
ferencias manifestadas por el interesado, que no deseaba abandonar su domicilio y entorno.

Finalmente, desde el Ayuntamiento se concluyó informando sobre el archivo de las diligencias diri-
gidas a adoptar medidas de apoyo judicial, al concluirse que, al margen de su deficiencia sensorial o 
sordomudez, el interesado no está incurso en causa legal alguna que lo justifique, ostentando capaci-
dad de autogobierno personal y patrimonial; y nos traslada la ingente intervención social desplegada 
a su favor, cuyo resultado ha sido la mejora de su calidad de vida en los ámbitos de salud, vivienda, 
alimentación y organización doméstica en general.

En este resultado ha sido relevante el enfoque sensible de los Servicios Sociales y su dedicación 
y labor rectora y de coordinación interadministrativa, que en la disyuntiva de cuál pudiera ser el 
recurso idóneo del Sistema de la Dependencia, ha apreciado la oportunidad de crear un vínculo de 
confianza centrado en la persona, con su participación en todo el proceso de atención, respeto a su 
ritmo, opinión y decisiones, concluyendo la idoneidad de la ayuda a domicilio.

El esfuerzo y trabajo de los profesionales de los Servicios Sociales, activando la coordinación con otros 
muchos como directores del proceso, ha permitido que el interesado cuente en la actualidad con los 
recursos disponibles para vivir en su medio habitual y mantenerse integrado en su barrio y ciudad, 
así como conocer mejor sus necesidades, a fin de trasladar al sistema judicial en estos momentos 
cuáles son los ámbitos en que revestirán utilidad las medidas de apoyo judicial para la protección de 
sus bienes y ámbito económico y patrimonial.

Felicitamos a los profesionales de los Servicios Sociales del Ayuntamiento de Cádiz que han 
hecho honor con este caso al verdadero sentido de su intervención. 

2.1.1.2.4. La vulneración de derechos sociales por 
las dilaciones en la respuesta del Sistema para la 
promoción de la autonomía personal y atención a las 
personas en situación de dependencia

Más de un 90% de las quejas recibidas sobre el Sistema de la Autonomía Personal y Atención a 
las personas en situación de dependencia tienen por parte afectada a una persona mayor, dado 
el volumen de población adulta mayor y el deterioro vinculado a la edad.

Las consecuencias que las dilaciones en la efectividad del derecho comportan en las personas ma-
yores y en su entorno vital son devastadoras: cónyuges añosos a cargo de otros cónyuges con su 
capacidad física también limitada, sin ningún apoyo administrativo; hijos e hijas compelidos al su-
frimiento de conciliar vida laboral, familiar y atención a sus progenitores, desvalidos física o mental-
mente; o personas mayores sin apoyo familiar ni social en situación de cuasi desamparo. Y todo ello, 
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en el contexto de un derecho subjetivo que permitiría paliar o minorar los perjuicios si respetara sus 
plazos legales.

Otras personas sin red familiar ni social de apoyo obtienen respuesta en algún centro del sector no 
lucrativo, cuyas reivindicaciones, expresadas por representantes de LARES Andalucía, como Aso-
ciación andaluza de Residencias y Servicios de atención a los mayores -sector solidario-, han quedado 
reflejadas en el apartado anterior sobre el Sistema de la Dependencia.

2.1.1.2.5. El derecho a la protección de la salud y a la 
atención sanitaria de las personas mayores

El derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria de las personas mayores se ve 
mermado por los tiempos de respuesta asistencial, con especial incidencia de las demoras en el 
acceso a la primera consulta de especialidad y a procedimientos diagnósticos cuando se trata de 
patologías con prevalencia en la población mayor, al limitar las ventajas de la prevención y los bene-
ficios de la detección precoz y de un diagnóstico adecuado.

La demora en las intervenciones quirúrgicas, sin necesidad de mayor análisis, también es un factor 
que perjudica el pronóstico de recuperación de las personas mayores que aguardan en las listas de 
espera que, como decimos, cada vez son más numerosas y de edades más avanzadas.

Especialmente relevante es la necesidad de una respuesta diagnóstica y de tratamiento temporáneo, 
cuando se trata de síntomas que puedan apuntar a una posible patología neurológica, y preocupan-
te su atención sanitaria a tiempo, a causa del relevante déficit de neurólogos que aqueja a muchos 
centros sanitarios andaluces, en provincias como Huelva y Jaén, entre otras, con la consiguiente 
afectación al derecho a la protección de la salud de las personas mayores.

En relación con lo anterior, debemos aludir al Alzheimer y otras demencias, calificados como pro-
blemática de prioridad social y sanitaria por los responsables públicos y especialistas que intervinieron 
en la Jornada organizada por el Colegio Oficial de Psicología de Andalucía Occidental, acerca de los 
retos en Andalucía.

En dicha Jornada se presentó el Plan Integral Alzheimer y otras demencias, que conduciría a la 
elaboración consecuente del Proceso Asistencial Integrado para el abordaje del Alzheimer y otras 
demencias, con enfoque terapéutico multidisciplinar y en la terapia no farmacológica con entrena-
miento cognitivo.

En palabras de los participantes, el envejecimiento es un reto mundial con específico reflejo en las 
demencias, con significativos datos de prevalencia, distinguiendo entre preseniles y personas diag-
nosticadas, ascendentes a 122.000 las personas afectadas por alzheimer en Andalucía y a 160.000 las 
afectadas por demencias, lo que supone importantes costes económicos y de otro tipo.

El Plan se compone de 4 líneas estratégicas: 1) Sensibilización, concienciación y adaptación de la 
sociedad; 2) Promoción de la salud cognitiva, prevención, diagnóstico precoz y atención a la persona 
con demencia; 3) Derechos, ética y dignidad de las personas afectadas, familias y personas cuidadoras; 
y 4) Formación, investigación, innovación y sistemas de información.

En el plano del diagnóstico precoz se indicó que únicamente se diagnostica el 10% de las demencias 
preseniles y se destacó la importancia de la prevención, la detección precoz y el abordaje temprano.

En relación con la prevención, se apuntó a la promoción de un nuevo modo de vida que permita 
cambiar sus factores de riesgo modificables (cardiovasculares, alimentación, hipertensión, colesterol 
y sedentarismo).

Como factores de riesgo externos, operan la hipoacusia, las depresiones repetidas y la soledad no 
deseada, lo que nos lleva a destacar el papel relevante de políticas públicas centradas en materias 
como la salud mental y el envejecimiento activo de la población mayor.

https://www.juntadeandalucia.es/sites/default/files/inline-files/2023/10/PIAD_septiembre2023_final.pdf
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En lo atinente a la detección precoz, se expuso que existe infradiagnóstico e infrarregistro en la fase 
prodrómica, considerando esta Institución que las carencias aludidas del sistema sanitario público 
no favorecen ni la detección precoz de la enfermedad, ni posibilitan la mejora del pronóstico, con 
los beneficios de la estimulación cognitiva desde fases tempranas.

Por último, junto a la mejora de la calidad de vida de las personas mayores afectadas por estas de-
mencias, se destacó la toma en consideración de las necesidades de los cuidadores y familiares de 
personas con Alzheimer y otras demencias. Y, desde esta perspectiva, se reprocharon las deficiencias 
del Sistema de la Dependencia.

En general, reconectando nuevamente con la insuficiencia de especialistas del sistema sanitario 
público, a la que aludíamos como causa que demora la detección diagnóstica, podemos decir que 
las plantillas no están adaptadas al impacto que precisa el fenómeno demográfico de la po-
blación mayor y, a título de simple ejemplo, así lo expresaba en Huelva la gerencia del Hospital Juan 
Ramón Jiménez, cuando refería que el centro solo cuenta con dos consultas de Urología desde hace 
30 años, a pesar del envejecimiento de la población, lo que, en suma, podría predicarse también de 
otras muchas especialidades y profesionales de la salud estrechamente relacionados con la atención 
sanitaria a las personas mayores.

Valoramos por ello positivamente la incorporación de la especialidad de Geriatría a la categoría 
profesional de Facultativo/a Especialista de Área en el ámbito de los centros sanitarios del Ser-
vicio Andaluz de Salud, que se ha llevado a cabo por Orden de 11 de octubre de 2023 de la Consejería 
de Salud y Consumo, con fundamento en los artículos 19 y 22.2 EAA, a cuyo tenor, los pacientes y 
usuarios del sistema andaluz de salud tendrán derecho a recibir asistencia geriátrica especializada y 
a acceder a una atención gerontológica adecuada, en el ámbito sanitario, social y asistencial.

Reparando a continuación en la atención sanitaria de las personas mayores que viven en los 
centros residenciales, debemos manifestar de nuevo la preocupación de esta Institución sobre este 
aspecto que, a todas luces, acusa la carencia de facultativos del ámbito de la Atención Primaria y que 
no cuenta con un modelo claro de respuesta en la atención programada.

También es una incógnita para la Defensoría cuál es la atención a la salud mental de las personas 
mayores residentes en centros sociosanitarios, cuál su prevalencia, sus canales de respuesta y sus 
procedimientos específicos.

Y no se trata de una preocupación sin sustento, aunque permanezca a oscuras, sin datos que la 
alumbren ni instrumentos de respuesta prefijados, que al menos han llevado a la Administración 
sanitaria a tomarla en consideración dentro del análisis y de los trabajos dirigidos a la conclusión del 
Plan Integral de Salud Mental y Adicciones, en los que ya se avanzan las necesidades de implantar 
respuesta de psicogeriatría en situaciones de crisis por problemas de conducta; establecer progra-
mas de apoyo a las residencias, que incluyan la atención domiciliaria en las mismas; y establecer la 
coordinación de los profesionales de Salud Mental con los profesionales sanitarios de las Residencias 
y con los de Atención Primaria, así como con los servicios de Neurología.

En conclusión, debemos poner de relieve la oportunidad de moldear la estructura y recursos del 
sistema sanitario público de Andalucía, a fin de preparar y adaptar su respuesta a las necesidades 
de un perfil de usuarios/as de edades avanzadas, con cronicidades, comorbilidades y patologías aso-
ciadas a la edad, de gran entidad que, además, ofrezca la cobertura adecuada a todas las personas 
mayores, con independencia de la ubicación geográfica en que residan dentro de Andalucía y de si 
lo hacen en su entorno familiar o en un centro sociosanitario.

2.1.1.2.6. Centros de Participación Activa

Dentro de las políticas públicas desplegadas en la esfera de bienestar de las personas mayores, en 
2023 se participó al Defensor la contestación suscitada por el proyecto de reforma de los Centros de 
Participación Activa dependientes de la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad, 
así como sus pendientes necesidades de cobertura de sus plantillas.

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/201/BOJA23-201-00004-16020-01_00290997.pdf
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Nos referimos específicamente al proyecto de Orden 
por la que se fomenta la participación de las perso-
nas socias de los Centros de Participación Activa en 
la gestión de los distintos espacios del centro y de 
los servicios que se presten en los mismos, sometido 
a información pública por la Resolución de 22 de junio 
de 2023, de la Secretaría General Técnica de la Conse-
jería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad, 
publicada en el BOJA de 28 de junio de 2023.

Los Centros de Participación Activa (CPA) aparecen con-
cebidos como centros de promoción del bienestar de 
las personas mayores tendentes al fomento de la con-
vivencia, la integración, la participación, la solidaridad y 
la relación con el medio social, como finalidad esencial.

El Proyecto de Orden concibe la propuesta como una 
norma de carácter meramente organizativo, que de-
sarrolla aspectos parciales en materia del régimen de 
funcionamiento de los CPA destinados a las personas 
mayores.

Para ello, expresa que estos centros han de adecuarse 
a las nuevas necesidades que requiere la promoción y 
protección integral de las personas mayores, dentro del 
concepto de envejecimiento activo, facilitando la plura-
lidad de actividades que se desarrollan en los mismos. Y, 
reconociendo la inviabilidad de ampliación de sus plan-
tillas de efectivos a corto plazo, pretende facilitar el in-
cremento de apertura horaria de los CPA y el desarrollo 
de sus actividades y servicios, a voluntad de las personas 
socias, posibilitando su implicación en la gestión directa 
de los espacios del centro y de los servicios que presta 
fuera del horario de apertura oficial, a través de la crea-
ción de la figura del Agente de la Administración Titular, 
con las condiciones que se regulen en el Reglamento 
de Régimen Interior de cada centro.

En el mismo sentido, el proyecto se dirige al reconocimiento del asociacionismo como derecho de las 
personas socias, de manera que puedan crearse asociaciones dentro de los CPA, con representación 
bastante para acceder a espacios de prestación de servicios.

Pues bien, como decimos, la Federación de Pensionistas y Jubilados de CCOO y la Unión de Jubilados 
y Pensionistas de UGT en Andalucía, a través de sus respectivos Secretarios Generales, manifestaron 
ante el Defensor del Pueblo Andaluz sus objeciones al proyecto, trasladando la primera el documento 
de las observaciones formalizadas por su parte en el trámite de información pública.

Las consideraciones expresadas se reconducen, en realidad, a un planteamiento central de defensa del 
desempeño profesional de los CPA, esto es, del empleo en los mismos, al no encontrarse completas 
sus plantillas, perspectiva desde la que la nueva figura colaborativa de tinte no profesional se alzaría 
como una amenaza a su cobertura y suficiencia y, desde luego, frustraría una eventual ampliación 
para mejorar la cobertura horaria que, a tenor de lo explicado en el proyecto (la mencionada inviabi-
lidad de ampliación de sus plantillas de efectivos a corto plazo), no es un escenario realista.

Los comparecientes, en suma, denunciaron la falta de personal de los CPA, la degradación de los 
servicios prestados en los mismos desde la pandemia y la insuficiencia de los presupuestos desti-
nados a estos centros. 

En relación con la falta de personal, conformada por tras categorías de puestos de trabajo adscri-
tos a la administración pública (Director/a, Trabajador/a Social y Ordenanza), afirman que existen 
83 plazas vacantes sin cubrir en toda Andalucía. Añadiendo que los servicios que se prestan en los 
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https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/122/BOJA23-122-00001-11030-01_00286053.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/122/BOJA23-122-00001-11030-01_00286053.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/122/BOJA23-122-00001-11030-01_00286053.pdf
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CPA (limpieza, talleres y servicios diversos o restauración) se realizan a través de conciertos públicos 
de duración determinada, sin que por ello dicho personal forme parte de la relación de puestos de 
trabajo de los centros.

La insuficiencia de personal afecta, en su consideración, a los servicios que se prestan en el CPA, sobre 
todo tras la crisis de salud pública, al haber conllevado una reducción horaria en su funcionamiento, 
que hasta entonces era de mañana y tarde de lunes a domingo, salvo en período estival, mientras 
que actualmente la apertura es completa de lunes a viernes y la mañana del sábado, cerrando tardes 
de sábado y domingos. No obstante, puntualizan que cada centro tiene un horario propio.

Especial valoración les merece la función del servicio de comedor como instrumento para luchar 
contra la soledad no deseada de las personas mayores, que cumple este cometido en los centros 
que por su horario no permiten compartir el almuerzo dentro de aquellos.

Todo ello les conduce a fundar la crítica sobre la figura proyectada del Agente Administración Titular, 
al considerar que el fomento de la participación pretendido por el Proyecto de Orden suplanta las 
labores del personal que trabaja en los CPA, que enmascara la carencia de personal y que, en suma, 
mermará su plantilla, sustituyéndola por una autogestión de los usuarios fuera de los horarios oficiales.

Desde un enfoque técnico, rebaten la capacidad competencial de la Orden para modificar los estatu-
tos y el Reglamento de Régimen Interior de cada centro y reprueban que no hayan sido previamente 
consultados los Consejos Provinciales de Mayores.

Sobre todo lo expuesto hemos considerado oportuno rendir la debida cuenta al Parlamento de 
Andalucía en este Informe Anual, en el ejercicio del deber competencial de esta Institución, como 
testimonio relevante, si bien, salvo error u omisión, no hemos conocido que el proyecto de Orden 
referido se haya consumado al tiempo de redacción de estas líneas.

No obstante, proyectamos incluir un análisis más detallado de todos los aspectos relevantes que 
inciden sobre los derechos de las personas mayores en el ámbito de sus derechos sociales en la 
próxima anualidad.

2.1.1.3. Actuaciones de Oficio
	▷ Queja 23/5917, para investigar sobre la ayuda a domicilio en Alcalá del Río ante la decisión de 

externalizar parte del servicio.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-la-ayuda-a-domicilio-en-alcala-del-rio-ante-la-decision-de-externalizar-parte-del
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2.1.2. Educación y Universidades

2.1.2.1. Educación no universitaria

2.1.2.1.1 Introducción

La Asamblea General de la ONU aprobó la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible. El Objetivo 4 de dicha 
Agenda se dirige a garantizar una educación inclusi-
va, equitativa y de calidad y promover oportunida-
des de aprendizaje durante toda la vida para todos. 
Argumenta que invertir en una educación de calidad 
es básico para mejorar la vida de las personas y, por 
lo tanto, para contribuir al desarrollo sostenible. Solo a 
través del acceso a la educación de toda la población 
se puede garantizar un crecimiento económico y social 
sostenible, así como una mayor preocupación y acción 
respecto al medioambiente.

A lo largo de los 40 años de existencia de la Institu-
ción del Defensor del Pueblo Andaluz hemos sido 
testigos de los significativos avances en materia 
educativa en consonancia con la importancia que la 
sociedad ha ido otorgando a la educación que reciben 
niños y jóvenes, en la convicción de que de ella depen-
den tanto el bienestar individual como el colectivo. Ello 
ha provocado que los sistemas educativos, incluido el 
andaluz, hayan experimentado una gran evolución, 
hasta llegar a presentar en la actualidad unas carac-
terísticas claramente diferentes de las que tenían en el 
momento de su creación.

Esta transformación ha tenido su reflejo en las demandas que la ciudadanía presenta ante la Insti-
tución. Atrás quedaron aquellos tiempos en los que el principal reto era conseguir la generalización 
de la enseñanza obligatoria hasta los dieciséis años, permitiendo con ello la escolarización de toda 
la población andaluza durante, al menos, diez cursos. En estos momentos las familias y los alumnos 
aspiran a acceder a centros escolares modernos, con infraestructuras adecuadas, dotados de los 
recursos personales y materiales necesarios, libres de violencia, donde se encuentren incorporadas 
las tecnologías de la información y la comunicación y donde se impulse el conocimiento de lenguas 
extranjeras.

También se exige una educación inclusiva y no segregadora para el alumnado afectado por algún 
tipo de discapacidad, a la par que se demandan recursos, becas y ayudas al estudio para el alumnado 
con necesidades de apoyo educativo asociadas a sus condiciones sociales desfavorables.

Y para quienes optan por las enseñanzas de Formación Profesional lo que se solicita por la ciudadanía 
es una oferta amplia y variada de titulaciones, con un acercamiento al tejido productivo y al mercado 
de trabajo, haciendo posible la conexión entre los centros de enseñanza y la actividad laboral.

Familias y alumnos demandan asimismo que los colegios e institutos de Andalucía cuenten con 
personal docente cualificado, implicado, responsable y sometido a un proceso de formación perma-
nente. Solicitan de igual modo una mayor participación en las decisiones del centro que no quede 
reducida a entrevistas con los tutores, sino que se extienda a todas las actividades que se propongan, 
a participar activamente en los consejos escolares y en las asociaciones de madres y padres.
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Muchos han sido los esfuerzos y recursos destinados 
por los poderes públicos de Andalucía para conseguir 
una educación inclusiva y de calidad en los términos 
señalados. Sin embargo, estos logros no pueden dis-
lumbrar los retos que aún quedan por delante para 
conseguir el mencionado ODS 4.

En este contexto, Andalucía debe continuar luchando 
contra el abandono escolar, un mal que afecta a España 
pero que, a pesar de la mejora porcentual producida en 
los últimos años, parece haberse convertido en proble-
ma crónico en nuestro territorio.

La administración educativa andaluza también ha de 
incrementar sus esfuerzos en la plena inclusión del 
alumnado más vulnerable que, a la postre, es el que se 
enfrenta a más barreras para acceder a la educación. 
Y dentro de este colectivo el alumnado afectado por 
algún tipo de discapacidad adquiere un singular pro-
tagonismo. No se trata solo de que el niño o niña tenga 
una plaza en un colegio o instituto, preferentemente 
un centro ordinario, sino de que disponga de todos los 
medios personales y materiales que necesita para el de-
sarrollo de sus capacidades y habilidades. Sin recursos 
no es posible la inclusión.

Por otro lado, las administraciones deben continuar las 
actuaciones legales emprendidas para la mejora de las 
instalaciones escolares en lo que respecta a las condi-
ciones térmicas y ambientales. Se trata de garantizar las 
condiciones de habitabilidad y de confort térmico en 
las infraestructuras del sistema educativo de manera 
respetuosa y sostenible con el medio ambiente y con la 
salud laboral. Para esta labor partimos de una singular 
posición dado que la comunidad autónoma andaluza 
dispone de un elevado número de inmuebles destina-
dos a centros educativos, muchos de los cuales son de 
construcción antigua que precisan de reformas y que 
no pueden ofrecer las condiciones necesarias para im-
partir y recibir docencia bien por su morfología, tamaño 
o por sus condiciones climáticas.

Las Tecnologías de la Información y la Comunicación, 
por otro lado, representan una herramienta fundamen-
tal para asegurar una educación inclusiva, equitativa y 
de calidad. Nadie pone en duda la importante transfor-
mación que estas herramientas han significado en los 
métodos de enseñanza y aprendizaje. Han dado lugar 
a un amplio abanico de posibilidades que han elimi-
nado las barreras a la comunicación y la transmisión 
de la información, ofreciendo numerosos beneficios en 
diferentes áreas. Precisamente por la trascendencia de 
esta nueva modalidad de aprendizaje, se ha de traba-
jar para poner término a la brecha digital que afecta al 
alumnado con mayor vulnerabilidad.

De otra parte, hemos de estar atentos a la incidencia 
de la Inteligencia Artificial (IA) en la educación. Esta 
novedosa herramienta proporciona el potencial nece-
sario para abordar algunos de los desafíos mayores de 
la educación actual, innovar las prácticas de enseñanza 
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y aprendizaje y acelerar el progreso para la consecución del ODS 4. Sin embargo, dicho instrumento 
conlleva también de forma inevitable múltiples riesgos y desafíos, que hasta ahora han superado 
los debates políticos y los marcos regulatorios. En todo caso, la IA no puede ser un nuevo motivo 
de exclusión para determinados alumnos y alumnas, y su aplicación en contextos educativos debe 
responder a los principios básicos de inclusión y equidad.

A los retos descritos habría que añadir otros no menos importantes como son la necesidad de aumen-
tar considerablemente la oferta de docentes cualificados, implicados, responsables y sometidos a un 
proceso de formación permanente, y también la mayor participación de las familias en los procesos 
educativos de sus hijos e hijas.

Queda por delante, sin duda, una ardua tarea hasta el año 2030 para que la Educación pueda 
llegar a desempeñar el rol esencial otorgado para el desarrollo sostenible: la herramienta global más 
efectiva para conseguir la mejora de la calidad de vida y del medio ambiente de las generaciones 
futuras.

2.1.2.1.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite

Seguidamente se ofrece un relato de las actuaciones más significativas desarrolladas por la Institución 
en materia de Educación no universitaria.

2.1.2.1.2.1. Educación Infantil 0-3 años

En los últimos años se ha venido constatando una disminución del número de quejas relativas a 
esta etapa educativa como consecuencia, entre otros factores, de la bajada de natalidad. Este 
fenómeno conlleva paralelamente una disminución de la demanda de plazas en el primer ciclo de 
educación infantil y, por lo tanto, una menor conflictividad en el acceso a las escuelas y centros que 
la imparten.

En efecto, la bajada de la natalidad está afectando especialmente al sector de las escuelas y centros 
de primer ciclo de educación infantil en el que se atiende a menores de entre 0 y 3 años de edad, 
donde cada curso aumentan las vacantes de plazas debido a la falta de demanda.

Esta situación se visualiza en el mapa de zonas saturadas que cada año publica la Junta de An-
dalucía para planificar el programa de adhesión de los centros y escuelas en esta etapa educativa.

El listado de zonas saturadas sirve para establecer los criterios de planificación en las correspondien-
tes Delegaciones Territoriales de Desarrollo Educativo y Formación Profesional, en aras de ajustar lo 
más posible la oferta a la demanda real. También resulta de gran utilidad para los titulares de los 
centros de titularidad privada del primer ciclo de Educación Infantil, ya que si desean desarrollar su 
actividad en alguna de estas zonas saturadas, no podrán solicitar su adhesión al Programa, al menos 
hasta el siguiente curso.

Citamos como ejemplo las circunstancias que concurren en la provincia de Sevilla. Según los últimos 
datos facilitados por la Consejería de Desarrollo Educativo y Formación Profesional, en toda la provincia 
sevillana, de cara al curso 2023/24, hay 60 zonas saturadas de escuelas infantiles. Ello significa que 
desde el curso 2021/22 no se ha cubierto más del 20% de sus plazas, en un total de 54 municipios. Por 
tanto, más de la mitad de la provincia sufre esta saturación por ausencia de demanda.

Una situación que, lejos de menguar, aumenta. En principio, el problema afectó a zonas céntricas de 
la ciudad cada vez menos ocupadas por vecinos por destinarse muchos de sus edificios a fines turís-
ticos o comerciales. Sin embargo, en la actualidad, la calificación de zona saturada se ha extendido 
a zonas densamente pobladas donde se evidencia aún más esa bajada de la natalidad. En muchas 
de estas barriadas residen familias jóvenes, lo que constituye todo un síntoma de una tendencia que 
no tiene visos de cambiar, al menos, ni a corto ni a medio plazo.

Los datos no dejan lugar a dudas; desde 2018 el número de niños de entre 0 y 3 años se ha reducido 
en Sevilla casi 25.000, mientras que la oferta de estos centros no ha parado de crecer, pasándose de 
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las listas de espera para obtener una plaza en un centro de educación infantil a encontrarnos con 
aulas vacías.

Para hacer frente a esta situación, las patronales del sector solicitan que se avance en la gratuidad 
total de esta etapa educativa, con lo que consideran que subirían las tasas de escolarización; que el 
porcentaje a tener en cuenta de plazas libres para declarar una zona saturada sea del 5% o 10%; y que 
la financiación pública no se base en el número de niños matriculados, sino en las aulas disponibles.

Con todo ello, aunque de manera muy excepcional, sigue habiendo falta de plazas en algunos muni-
cipios, situación expuesta, por ejemplo, en la queja 23/4093, en la que en la única escuela infantil que 
existía 11 niños y niñas se habían quedado sin plaza. Por su parte, el interesado en la queja 23/5696 
exponía que no podía admitirse que en un municipio de 20.000 habitantes tan solo se contara con 
tres escuelas o centros, de manera que habían sido 15 los niños y niñas que no habían sido admitidos.

También se traduce esta situación en el cierre de algunas escuelas o centros, como en el caso de las 
quejas 23/1329, 23/1331 y 23/1382, en este caso de titularidad privada; o en las quejas 23/6539, 23/5696 
y 23/7581, de titularidad municipal, y en el que el ayuntamiento se vio obligado a cerrar una de las 
dos escuelas que durante años mantenía abiertas.

En otro orden de cosas, las bonificaciones del coste de las plazas del servicio de atención so-
cio-educativa y los servicios educativos complementarios en esta etapa educativa continúan 
generando quejas. No obstante, sería injusto no reconocer el interés y esfuerzo del Gobierno de la 
Junta de Andalucía en que esta etapa educativa, y hasta que se implante la completa gratuidad, esté 
prácticamente subvencionada al 100%. De hecho, más de la mitad de las plazas están bonificadas 
en su totalidad, y más de un 40% lo están de forma parcial, por lo que prácticamente el 98% de las 
familias reciben alguna ayuda para hacer frente al coste del servicio de atención socio-educativa y 
servicios complementarios.

No obstante, como decimos, en alguna ocasión las familias discrepan con la bonificación concedida, 
considerando que en función de sus rentas, u otras circunstancias, les correspondería un porcentaje 
superior.

Por su singularidad, citamos la reclamación de una familia que había acogido a una menor tras el 
correspondiente expediente de desamparo de la familia biológica, resultando que escolarizada en 
un centro de educación infantil le fue denegada la bonificación solicitada por haber renunciado a 
una plaza anterior en ese mismo año.

Lo realmente ocurrido es que la familia biológica, una vez acordado el desamparo, decidió dar de 
baja a la menor en la escuela infantil en la que estaba escolarizada. Cuando posteriormente la familia 
de acogida solicitó plaza y bonificación, la administración no tuvo en cuenta que la renuncia de los 
progenitores se produjo cuando ya no ostentaban la tutela de la menor y, por lo tanto, su baja no 
debería haber tenido efectos.

Tras nuestra intervención se le concedió a la familia de acogida las bonificaciones que le correspon-
dían (queja 22/4173).

2.1.2.1.2.2. Escolarización del alumnado

La escolarización del alumnado de los centros educativos de Andalucía ha presentado dos proble-
máticas que se repiten año tras año: la imposibilidad de acceder al centro docente solicitado por 
las familias como prioritario y la imposibilidad de agrupar a los hermanos en un mismo centro 
docente.

Respecto de esta última cuestión, conforme a las normas del Decreto 21/2020, de 17 de febrero la 
reagrupación de hermanos solo puede realizarse previa ponderación de las circunstancias que con-
curran en cada caso, y siempre que no se conculquen derechos de terceras personas participantes 
en el procedimiento ordinario de admisión, respetándose, además, las ratios máximas establecidas 
para cada enseñanza.

https://defensordelmenordeandalucia.es/se-evita-el-cierre-inminente-de-centro-de-primer-ciclo-de-educacion-infantil-a-mediados-de-curso-asi
https://defensordelmenordeandalucia.es/la-administracion-corrige-su-error-y-bonifica-al-100-la-plaza-en-el-centro-de-educacion-infantil-a
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Por lo tanto, el que la Administración educativa pueda autorizar la matriculación de un alumno o 
alumna en el mismo centro docente que sus hermanos o hermanas cuando en el correspondiente 
procedimiento ordinario de escolarización no ha sido admitido por inexistencia de plaza vacante, solo 
dependerá de si las circunstancias que concurren permiten hacerlo.

Sin embargo, el hecho de que la referencia a la posibilidad de reagrupación de hermanos en un 
mismo centro se haya insertado en los artículos del mencionado Decreto 21/2020 dedicados al pro-
cedimiento extraordinario de escolarización, conduce a error a las familias. De este modo, a pesar de 
no haber obtenido plaza en el proceso ordinario por ausencia de aquella, cuando se abre el plazo del 
proceso de escolarización extraordinaria la familia vuelve a presentar una nueva petición para que 
todos los hermanos puedan estar en el mismo colegio. Estas nuevas solicitudes son denegadas por 
no concurrir ninguno de los supuestos establecidos para justificar la escolarización extraordinaria: 
escolarización del alumnado de incorporación tardía motivadas por el traslado de la unidad familiar; 
por discapacidad sobrevenida de cualquiera de los miembros de la misma; por adopción, por el inicio 
o modificación de otras formas de protección de menores; por ser víctima de violencia de género o 
de acoso escolar; y, por último, en supuestos excepcionales de enfermedad.

En cualquiera de los casos, la solución para el reagrupamiento de los hermanos en un mismo cen-
tro pasaría por la autorización del incremento de la ratio por unidad, si bien la mayoría de las veces 
se aplica el criterio de no proceder a ello si existen vacantes en otros centros de la misma zona de 
influencia, siguiéndose, y consiguiéndose, el principio de eficiencia en la utilización de los recursos 
públicos. Además de ello, en el caso de que se procediera a autorizar el incremento de la ratio por 
necesidades de escolarización en la zona, en muchos de los casos no significaría la admisión del 
hermano o hermana, puesto que tendrían prioridad en el acceso aquellos solicitantes que tuvieran 
mejor puntuación y que hubieran quedado en lista de espera.

También se detectan distorsiones en el procedimiento de escolarización en las enseñanzas 
de Bachillerato. La cuestión afecta a aquellos alumnos y alumnas que han cursado la Enseñanza 
Secundaría Obligatoria en centros privados concertados en los que, o bien no está implantado el 
Bachillerato, o estándolo no está concertado con la Administración educativa o, por último, no están 
adscritos a ningún centro en el que se imparta Bachillerato.

En estas situaciones, cuando se concurre al procedimiento ordinario de escolarización y los solici-
tantes no son admitidos en los centros elegidos como prioritarios, las correspondientes comisiones 
territoriales de garantías de admisión tampoco les adjudican ningún otro centro. En tales casos, el 
alumnado no es informado de la razón de esta decisión generándole una gran incertidumbre hasta 
el comienzo del curso.

Llegado el mes de septiembre, y generalmente ante la insistencia del alumnado, se les informa de 
que deben presentar un Anexo IX en cada uno de los centros docentes en los que pretendan ser 
admitidos. Este Anexo está específicamente elaborado para solicitar plaza en procedimiento extraor-
dinario, por lo que de esta manera parece que a estas personas se les obliga a concurrir a un nuevo 
procedimiento cuando han concurrido ya al que les correspondía y en el que se les debería haber 
adjudicado una plaza.

En ocasiones, ante la incertidumbre y la falta de rigor en la respuesta administrativa, las familias op-
tan por la escolarización en centros docentes privados, suponiendo ello un coste que han de asumir 
con gran esfuerzo.

Estas vicisitudes han sido puestas en conocimiento de la Administración educativa, estando a la 
espera de recibir la preceptiva respuesta (queja 23/7806 y 23/6938).

2.1.2.1.2.3. Convivencia escolar

El acoso escolar protagonizado entre iguales continúa siendo el principal motivo de queja en 
materia de convivencia escolar. En muchas de las ocasiones los progenitores no solo exponen la 
falta de diligencia a la hora de adoptar la decisión de incoarse el correspondiente protocolo, sino que, 
además, en algunas ocasiones se quejan de la falta de atención adecuada a las víctimas de acoso en 
la esfera de lo personal y afectivo, mostrándose en algún caso ausencia de empatía y comprensión, 
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y responsabilizándose, a las propias víctimas cuando éstas reaccionan en defensa de su integridad 
al ser objeto de insultos e incluso de agresiones físicas.

También persisten las quejas en las que los progenitores muestran su desacuerdo con las medidas 
disciplinarias y correctoras impuestas a sus hijos o hijas, aunque en la mayoría de los casos no pue-
de predicarse ninguna actuación irregular por parte del centro docente (queja 23/0023, entre otras).

Se ha de destacar que durante 2023 se ha incrementado el número de reclamaciones de padres 
y madres que cuestionan o denuncian el mal trato recibido por sus hijos o hijas por determina-
dos docentes y, en algunos casos, por quien ejerce la dirección del centro y su equipo directivo 
(quejas 22/6625, 23/0435, 23/0773, 23/3505, 23/4128, 23/4305, entre otras).

Como muestra traemos a colación la denuncia de una familia contra un docente que, al parecer, 
profería insultos soeces y comentarios denigrantes y humillantes hacia determinados colectivos tales 
como obesos, mujeres, LGTBIQ, desvelando en clase la condición trans de uno de los alumnos pre-
sentes y sin que éste lo hubiera hecho público voluntariamente. La administración educativa acordó 
incoar expediente disciplinario al profesor al tipificar su actuación como falta muy grave (queja 23/1513).

2.1.2.1.2.4. Instalaciones escolares

La mejora de los edificios, sedes, equipamientos o instalaciones que albergan las actividades 
del sistema educativo andaluz suele generar numerosas reclamaciones principalmente por 
parte de las AMPAS.

Traemos a colación un ejemplo que responde a la tipología descrita antes. Se refiere a un colegio 
ubicado en el municipio de Aracena (Huelva) en el que su comunidad educativa se movilizó soli-
citando una actualización y mejora de sus instalaciones a través de una acción conjunta entre el 
ayuntamiento y las autoridades educativas autonómicas. Un supuesto que evidencia la polémica 
interpretativa en cuanto a las responsabilidades para atajar las carencias diversas y complejas que 
presenta el inmueble donde se ubica el centro educativo.

Más allá de debates competenciales, esta Institución entiende que la dualidad de posiciones dis-
crepantes entre la administración autonómica y local sobre en quién recae la competencia para 
acometer la actualización y mejora del colegio, debe hallar un espacio común para posibilitar el más 
eficaz cumplimiento de las exigencias definidas para la adecuación del centro educativo gracias al 
ejercicio de las respectivas competencias. Porque el objetivo compartido e ineludible desde las res-
ponsabilidades concurrentes de ambas administraciones es la intervención sobre las edificaciones 
del centro educativo de Aracena a la vista de su unánime estado de deterioro y de la inaplazable 
necesidad de ejecutar las medidas de adecuación que resulten necesarias.

Con este razonamiento, la Institución emitió una resolución requiriendo una imprescindible coope-
ración y colaboración entre ambas administraciones para dotar a la localidad de las infraestructuras 
necesarias (queja 23/0269).

A las motivaciones habituales de estas reclamaciones, se suman las actuaciones derivadas de la 
situación de adecuación climática de los centros, en la que hemos realizado un seguimiento de 
las medidas anunciadas desde la Consejería para aplicar las previsiones contenidas en la Ley 1/2020, 
de 13 de julio, para la mejora de las condiciones térmicas y ambientales de los centros educativos 
andaluces mediante técnicas bioclimáticas y uso de energías renovables (Queja 23/4455).

Desde luego, la correcta dotación de las instalaciones de climatización de los centros escolares ad-
quiere una importancia singular. Ya la ostentan en circunstancias normales, cuánto más a partir de 
las evidencias de un proceso de cambio climático que ha provocado un oportuno ejercicio de análisis 
y de adecuación de las condiciones de los centros educativos. Por ello, creemos oportuno ratificar la 
unánime necesidad de transformar y adaptar el parque de edificios y sedes educativas conforme a 
las exigencias climáticas que día a día resultan más acuciantes.

Compartimos, a la hora de abordar esa ingente tarea, la obligada priorización de intervenciones 
otorgando prelación a aquellos centros y escenarios especialmente afectados por estas carencias 
climáticas. Del mismo modo que destacamos las previsiones recogidas en el artículo 10 de la citada 

https://defensordelmenordeandalucia.es/sugerimos-que-ambas-administraciones-se-coordinen-para-atender-la-solicitud-del-ampa-de-reformas-en
https://defensordelmenordeandalucia.es/investigamos-los-programas-y-proyectos-de-adecuacion-climatica-de-los-centros-educativos-andaluces
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Ley 1/2020 sobre participación de las comunidades educativas disponiendo «normas reglamentarias 
que permitan poner en funcionamiento los instrumentos de intervención en materia de adecuación 
energética sostenible, la comunidad educativa deberá ser tenida en cuenta para la elaboración y 
aprobación de estos».

En ese ejercicio de participación, debemos reseñar el ámbito competencial municipal respecto a las 
responsabilidades otorgadas por la normativa a los Ayuntamientos sobre los centros educativos de 
su titularidad y la conveniencia de impulsar las vías de acuerdo para programar las intervenciones 
recogidas por la citada Ley 1/2020. Precisamente, y al hilo del marco competencial municipal en es-
tos procesos, apostamos por coordinar las actividades sometidas a programación al igual que dotar 
dichos proyectos de intervención de la necesaria publicidad y difusión.

La necesidad de nuevas construcciones de centros educativos que han alcanzado la obsolescen-
cia de sus instalaciones o bien que son requeridos ante el aumento de la población escolar de 
la zona constituyen también motivo de reclamación por la comunidad educativa. Son los casos que 
se traducen en variadas quejas, de las que apuntamos sólo algunos ejemplos como los que se recla-
man la superación de caracolas y nuevas construcciones (queja 23/3320) o la masiva demanda para 
concluir la nueva sede de un nuevo instituto en el municipio de Alcalá de Guadaira (queja 22/7029).

2.1.2.1.2.5. Servicios educativos complementarios y actividades 
extraescolares

En relación a los servicios complementarios de aula matinal, comedor y transporte escolar y activida-
des extraescolares, destacan en número de quejas aquellas relativas al comedor escolar, no siendo 
un número importante las referidas al transporte y siendo prácticamente inexistentes las relativas a 
las actividades extraescolares y aula matinal. Centraremos, pues, nuestra exposición en los problemas 
presentados en los comedores escolares.

Por ser representativa del resto de quejas citamos la presentada por una plataforma con actividad en 
muchas de las provincias andaluzas y que había hecho un amplio estudio y análisis de las carencias 
y deficiencias que sufre este servicio en muchos centros.

De este modo, se denunciaron deficiencias referidas tanto al contenido como a la calidad de los 
alimentos ofrecidos a los escolares y, especialmente, cuestionaban la ausencia de control de la Ad-
ministración de los menús servidos por las empresas concesionarias.

Como medidas de mejoras, las personas reclamantes solicitaban establecer el criterio prioritario y 
general de la prestación del servicio por la propia Administración y la elaboración de las comidas in 
situ en todos los centros docentes en los que sea posible. Este sistema permitiría la elaboración de 
comidas más saludables, apetecibles y adecuadas a las edades de los niños y niñas, el uso de pro-
ductos ecológicos y de cercanía, favoreciendo de esta forma el comercio local, una mayor estabilidad 
laboral, y participación de las familias en el servicio, a través de las AMPAS y Consejos Escolares.

Estas propuestas fueron rechazadas por la Administración educativa al considerar que los comedo-
res escolares de los centros educativos públicos andaluces promueven una alimentación completa 
y saludable que sigue las recomendaciones del Ministerio de Sanidad del Gobierno central y de la 
Consejería de Salud y Consumo de la Junta de Andalucía. Los menús son supervisados mensualmente 
por técnicos del Plan EVACOLE, de la Consejería de Salud y Consumo, que comprueban su adecua-
ción a los criterios nutricionales y de calidad establecidos en los pliegos y realizan verificaciones in 
situ en los centros educativos.

Además, insiste la administración en que tanto los procedimientos como las actuaciones de segui-
miento y control de los comedores escolares se hacen bajo parámetros protocolizados y medibles. 
Cualquier desviación es atendida y corregida con la supervisión de los técnicos de EVACOLE o, en su 
caso, da lugar a las penalizaciones oportunas por parte de la Agencia Pública Andaluza de Educación, 
que pueden llegar hasta la resolución de los contratos con las empresas concesionarias.

Es cierto que la Administración educativa parece poner todo su empeño en que el servicio de come-
dor escolar alcance los estándares de calidad pretendidos, pero la realidad es que en muchos casos 
en los que se producen disfunciones y deficiencias observamos falta o lentitud en la respuesta por 

https://defensordelmenordeandalucia.es/aceptan-la-urgente-necesidad-de-concluir-con-la-mejora-de-centro-educativo-y-superar-las-carencias
https://defensordelmenordeandalucia.es/informan-de-actuaciones-para-la-agilizacion-de-un-nuevo-instituto-en-una-localidad-de-la-provincia
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parte de los organismos competentes, lo que perpetúa el problema, mientras que es el alumnado 
usuario del servicio el que sufre sus consecuencias a diario.

Esta falta o lentitud en la respuesta tendría su explicación en que la Agencia Pública Andaluza de 
Educación gestiona un total de 1.410 comedores escolares en Andalucía con alrededor de 120.000 
comensales, funcionando estos comedores a través de la contratación, mediante licitación pública, 
de empresas y entidades de restauración colectiva, por lo que aunque los procedimientos de verifi-
cación y control in situ se llevan a cabo en toda Andalucía con una programación anual que abarca 
más de 600 inspecciones anuales para atender las peticiones, demandas y quejas sobre el servicio 
en los centros, aún resultan insuficientes.

En cuanto al servicio complementario de transporte escolar, siguen presentándose quejas de di-
versas problemáticas, como pueden ser la imposibilidad de utilización del mismo por alumnado 
escolarizado en centros no receptores o en centros docentes concertados (queja 23/7842); retraso 
en la programación de rutas en centros de educación especial o deficiencias en el servicio (quejas 
23/3266 y 23/1097, entre otras); o la supresión de paradas y no establecimiento de alguna necesaria 
(quejas 23/1214 y 23/2120).

2.1.2.1.2.6. Equidad en la Educación

Recogemos algunas de las principales intervenciones realizadas por la Defensoría para garantizar el 
ejercicio del derecho a la Educación del alumnado andaluz que, bien por sus circunstancias persona-
les o bien por sus circunstancias sociales, se encuentra en una situación de desventaja en el acceso, 
permanencia, o promoción en el Sistema educativo andaluz.

Teniendo en cuenta lo anterior, diferenciaremos las medidas de equidad en los dos grupos: Educación 
especial y Educación compensatoria.

a) Educación especial

La actividad de la Defensoría durante este ejercicio de 2023 se ha centrado, en gran parte, en analizar 
los conflictos que nacen de la vida cotidiana de muchas familias a la hora de hacer efectiva la 
presencia normalizada de sus hijos e hijas con características singulares en su vida educativa.

Debemos recordar que nuestra actuación supervisora se desenvuelve en un esencial y complejo re-
ferente normativo gracias al conjunto de nuestro ordenamiento jurídico especial que ha construido 
un principio básico que persigue coherentemente el alcance universal del derecho a la Educación 
recogido por el artículo 27 de la Constitución y 52 del Estatuto de Autonomía. Dicho principio define 
la inclusión escolar como piedra angular sobre la que se desarrolla todo el repertorio de actuaciones 
que procuran, sencillamente, hacer efectivo que ese derecho universal acoja con decisión y solvencia 
al alumnado con necesidades educativas especiales. Lógicamente esas respuestas normalizadas 
también presentan carencias. Veamos algunos ejemplos.

Queremos comenzar retomando una actuación de oficio que incide en aspectos sumamente de-
licados de atención de este alumnado cuando se requiere la intervención de profesionales de la 
enfermería como apoyo en los escenarios escolares. Y es que, dentro del complejo organizativo que 
tiene el sistema educativo para atender al alumnado con necesidades especiales, la experiencia de 
esta Defensoría acumula numerosos antecedentes sobre la demanda de atención sanitaria de estos 
niños y niñas durante su presencia en los centro escolares. Inevitablemente, en ocasiones, este alum-
nado necesita cuidados en el marco de la actuación de profesionales sanitarios, en concreto, de la 
enfermería. Esta cuestión se canalizó a través de una actuación de oficio que derivó en una resolución 
dirigida a las Consejerías en materia de Salud y de Educación (queja 22/2536).

Tanto la Consejería de Desarrollo Educativo como la Consejería de Salud han basado sus respuestas 
remitiéndose a un Protocolo específico elaborado y acordado entre ambos departamentos que, se-
gún se indica, “estará listo para su entrada en vigor a la mayor brevedad posible” (informe de 27 de 
julio de 2023). Como quiera que, hasta la fecha y salvo error u omisión, no se ha hecho público dicho 
Protocolo ni dispuesto su aplicación, solicitamos de ambas Consejerías copia de dicho documento, 
una vez aprobado, y las medidas adoptadas para su puesta efectiva en funcionamiento.

https://defensordelmenordeandalucia.es/sugerimos-que-promuevan-la-regulacion-de-la-figura-de-la-enfermeria-escolar-en-los-centros
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Seguimos, pues, a la espera de poder evaluar las res-
puestas concretas que ambas Consejerías van a adop-
tar sobre este delicada cuestión y que sigue estando 
presente en variadas quejas que nos hacen llegar las 
familias del alumnado afectado, así como desde los 
mismos profesionales de la educación (queja 23/1429, 
23/2297, 23/8615, 23/8896).

Continuamos recibiendo un destacable número de 
quejas por la escasez o ausencia de profesionales 
para la debida atención del alumnado con necesi-
dades educativas especiales. En la gran mayoría de 
casos, las quejas se concretan en demandar la presen-
cia de profesionales para la atención del mencionado 
alumnado en sus diferentes facetas (monitores, peda-
gogía terapéutica, expertos en audición y lenguaje, etc.). 
Las respuestas que se reciben pueden englobarse en 
dos tipos: o bien se aduce una situación formal adap-
tada a las ratios o estándares de servicio considerando 
el correcto diseño de la respuesta asistencial; o bien se 
expresa una actitud comprensiva en la que se reconoce 
la carencia y se anuncia, con mayor o menor convicción, 
la voluntad de corregir la situación anómala.

En la primera de las respuestas, en las que se ratifica 
la aparente idoneidad de la cobertura de funciones, se 
suele producir un debate sobre la sujeción de estos re-
cursos a unas pautas regladas de plazas o profesionales 
conforme al número de alumnos y sus modalidades de 
escolarización y tipología. Cumplida la ratio, el servicio 
adquiere la categoría de idóneo y resulta muy difícil re-
cibir una evaluación concreta y específica de cada caso. 
Las familias acostumbran a reiterar sus discrepancias 
alegando la aparente irrealidad de un diseño formal 
programado de recursos que, sencillamente, se mues-
tran incapaces de atender bajo mínimos estas necesi-
dades del alumnado.

En la otra línea argumental no faltan situaciones de rotundas carencias de medios que sólo pueden 
responderse desde los responsables aportando voluntades o proyectos de reforzar o aumentar servi-
cios a la espera de nuevo personal, reordenación de medios, añoradas mejoras presupuestarias, etc.

En suma, con una u otra respuesta, esta Institución alcanza a descubrir muy levemente avances sig-
nificativos en la atención de la Educación Especial. Pero las quejas que repetidamente se reciben 
en la Institución no parecen reflejar pasos de sustanciales mejoras acordes con los anuncios 
ofrecidos desde las autoridades educativas.

Desde luego, recibimos con atención los mensajes públicos de fortalecimiento de medidas de apoyo 
y de refuerzos de personal, junto a macro-indicadores de disponibilidades presupuestarias y de incre-
mentos de dotaciones y medios para la educación especial. Sin embargo, continuamos acogiendo 
peticiones y quejas de familias, profesionales y AMPA repartidas por todo el territorio que reproducen 
las mismas y recurrentes carencias que no encuentran una respuesta correctiva desde los gestores 
educativos.

Esperamos poder traducir estos argumentos generalistas en la aplicación concreta de estas líneas 
de mejora, transformadas en ese cambio concreto y específico que se perciba en cada centro y en 
cada situación de demanda de servicios para avanzar de manera tangible en los esfuerzos que se 
pregonan para seguir avanzando en los valores inclusivos e integradores que construyen un justo 
Derecho a la Educación.

Nos hemos centrado 
en analizar los 
conflictos que nacen 
de la vida cotidiana 
de muchas familias 
a la hora de hacer 
efectiva la presencia 
normalizada de 
sus hijos e hijas 
con características 
singulares en su vida 
educativa
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Como decimos, este ejercicio 2023 no ha sido una excepción porque las modalidades de escolarización 
y los dictámenes para atender a este alumnado se deben compaginar con una efectiva disposición 
de recursos efectivos de profesionales que puedan desplegar con garantías los servicios que se pro-
graman de manera teórica. Volvemos a constatar que, por ejemplo, asignar el servicio de Audición y 
Lenguaje (AL) no es garantía de atención si ese profesional disemina su apretada jornada recorriendo 
centros. Y otro tanto cabe decir de los monitores o Personal Técnico de Integración Social (PTIS) que 
se asignan formalmente en un compendio de horarios y jornadas que resultan en muchas ocasiones 
incompatibles con la realidad de sus tareas cotidianas.

Decenas de quejas vienen a expresar estas situaciones y permanece la circunstancia, que ya hemos 
destacado en Informes de ejercicios anteriores, cual es la contradicción que se sustancia entre la 
demanda de las familias afectadas y la descripción de los recursos asignados que nos ofrece 
la administración educativa. Ante estas rotundas discrepancias debemos dilucidar la entidad del 
conflicto y procuramos cotejar las exposiciones formales que nos ofrece la organización educativa 
ante los desmentidos de las familias que vienen a cuestionar la aplicación práctica de dichos recursos 
en la realidad cotidiana de cada centro, de cada aula y de cada alumno.

Al final, y procurando contar con una información veraz, acreditable y actualizada, la Institución se 
esfuerza en realizar un ponderado ejercicio de sus atribuciones a la hora de posicionarnos en cada 
conflicto. Unas valoraciones que en unos casos se inclinan por considerar que las respuestas edu-
cativas resultan acordes ante las necesidades del alumnado; y, en otros supuestos, debemos posi-
cionarnos para solicitar una mejora de los recursos profesionales o materiales cuando construimos 
argumentos suficientes para requerir una respuesta correctiva de la administración. Son aquellos 
casos en los que no podemos eludir nuestra posición institucional y nos posicionamos a través de 
las Resoluciones correspondientes.

Retomamos los problemas derivados de los retrasos en los Equipos de Orientación Educativa 
(EOE) para realizar en términos eficaces su delicado trabajo de estudiar y diagnosticar las 
trayectorias educativas de este alumnado con singulares capacidades. Se trata de una función 
sumamente delicada, y no exenta de dificultades, que acapara la atención de las familias y de los 
profesionales que acogerán a estos alumnos en los centros educativos en los que se escolarizan.

Efectivamente, estos equipos de profesionales definen las necesidades de los niños y niñas con 
discapacidad a la hora de incorporarse a su vida escolar, y en las sucesivas etapas, lo que permite un 
seguimiento y una adaptación de los recursos y atenciones que aquellos merecen en sus desem-
peños educativos.

Aunque persisten las quejas por retrasos o discrepancias con los diagnósticos y dictámenes que se 
elaboran, queremos centrarnos en un supuesto singular respecto a la ausencia de intervención de 
los EOE.

Se trataba de la reclamación de una madre sobre la imposibilidad de lograr que el EOE realizara el 
dictamen para su hija, alumna con altas capacidades, a fin de acreditar dicha condición como re-
quisito previo y obligatorio para poder solicitar líneas de ayudas educativas. Sin embargo, la alumna 
estudiaba en un centro no público por lo que se la excluía del ámbito de intervención del EOE, lo que 
a su vez provocaba que su circunstancia no quedara a registrada en el sistema informático Séneca.

Finalmente, debimos emitir una Resolución en la que concluíamos que la normativa reguladora 
permita incorporar los registros y datos de relevancia del alumnado con necesidades específicas de 
apoyo educativo sin distinción de la titularidad de los centros educativos, sin soslayar el rasgo de altas 
capacidades, recogiendo las aportaciones diagnósticas de especialistas acreditados y enriqueciendo 
la fuente principal de datos para la gestión del sistema educativo andaluz. Lo contrario implica pres-
cindir del conocimiento de la tipología de unos alumnos y alumnas que forman parte del universo 
educativo andaluz; obviar sus necesidades educativas específicas; inhibirse de la efectiva detección 
del alumnado con ‘altas capacidades’; y prescindir de la colaboración y complementariedad de es-
pecialistas de diagnóstico y valoración para la identificación y respuestas del mencionado alumnado 
(queja 22/2225).

https://defensordelmenordeandalucia.es/sugerimos-a-la-administracion-que-se-garantice-la-incorporacion-de-la-condicion-de-alumnado-con


ÍNDICE

Informe Anual dPA 2023

101

b) Educación compensatoria

La gran mayoría de las quejas recibidas durante 2023, más de la mitad, y como viene ocurriendo 
desde tiempo muy atrás, se ha referido al retraso en el abono de las becas de carácter general 
y las ayudas para el alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo convocadas 
anualmente por el Ministerio de Educación y Formación Profesional, con los consiguientes perjuicios 
que ello ocasiona para que el alumnado perteneciente a las familias con menos recursos económicos, 
y a aquellos que necesitan apoyos y terapias que el sistema público educativo no les puede ofrecer.

Según la administración educativa, con carácter general, el abono de las becas se realiza en plazo, 
sin perjuicio de que en determinados supuestos se haya podido retrasar dicho abono por cuestiones 
procedimentales o por errores materiales, imputables unas veces a la propia Administración y otras 
a la persona solicitante.

Y seguramente así sea, pero dado el volumen de becas que se solicitan, si bien globalmente conside-
radas pudiera ser que la mayoría de ellas son abonadas cuando corresponde, en términos relativos 
son muchas las que se abonan con considerable retraso, a veces casi concluido el curso para el que 
están destinadas.

Es cierto también que se han ido implementando medidas al objeto de mejorar la eficiencia, eficacia 
y celeridad en la tramitación de estas convocatorias de becas y ayudas, fundamentalmente en el 
ámbito tecnológico, mejorando y agilizando la comunicación entre administraciones y con ello no 
producir demoras; pero también lo es que aún un buen número de familias y estudiantes reciben 
con importante retraso unos recursos económicos que le son indispensables para poder seguir rea-
lizando sus estudios.

Por lo tanto, es necesario que sigan incrementándose los recursos humanos y tecnológicos necesarios 
para que ni un solo beneficiario tenga que esperar más de lo que resulta admisible y razonable para 
percibir las cantidades que les han correspondido.

También hemos de hacer mención a otro problema que se ha cronificado y que se refiere al retraso 
con el que se producen las resoluciones de los recursos presentados contra las denegaciones 
de las becas y ayudas gestionadas por la Administración andaluza.

Por la tramitación de las quejas conocemos que de las más de 200.000 solicitudes recibidas, fueron 
aproximadamente 20.000 los recursos presentados, teniéndose que despachar, en aras de la igual-
dad y atendiendo al artículo 71.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, por estricto orden de incoación. A estos 20.000 recursos 
se han de sumar todos aquellos que se pueden derivar de las otras becas y ayudas gestionadas por 
el centro directivo.

En este contexto, y como consecuencia de la ausencia de personal necesario para dar trámite a los 
expedientes de referencia, el tiempo medio de resolución de los recursos por denegación de las becas 
y ayudas al estudio supera los dos años. (queja 23/1795, entre otras).

2.1.2.1.2.7. Formación Profesional

Además de la escasez de plazas en determinados ciclos formativos, durante 2023 hemos recibi-
mos un importante número de quejas referidas a la imposibilidad de la realización del módulo 
de formación en centro de trabajo de unas concretas titulaciones y en concretos centros do-
centes, debido a una errónea planificación, con las nefastas consecuencias que ello podría acarrear 
al alumnado afectado teniendo en cuenta que sin la realización y superación de ese módulo no se 
puede obtener el Título correspondiente.

Citamos un ejemplo. En el año 2021, la Consejería de Desarrollo Educativo ofertó 52 plazas del Grado 
Superior de Radioterapia y Dosimetría en un instituto de Sevilla, y llegado el mes de marzo -momento 
de que su alumnado debía comenzar a realizar el módulo de Formación en Centro de Trabajo obli-
gatorio para poder obtener el título- tan solo se habían ofertado plazas para 24 alumnos y alumnas, 
ofreciéndole a los restantes 28 que lo hicieran a partir del mes de septiembre, es decir, ya en otro 
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año académico. Esto implicaría la pérdida de las becas y de oportunidades para seguir formándose 
o comenzar a trabajar.

Para solucionar este problema, tras la tramitación de las quejas, la Secretaría General de Educación 
argumentó que en marzo de 2023 tuvo lugar una reunión con las personas responsables de forma-
ción de todos los hospitales universitarios de Sevilla, representantes de la administración educativa 
y sanitaria, y docentes del Ciclo Formativo de Grado Superior de Radioterapia y Dosimetría.

Fruto de estas reuniones, se firmó un acuerdo de colaboración con un centro hospitalario de Sevilla 
para que todo el alumnado afectado pudiera comenzar y concluir el módulo de prácticas en el pre-
sente curso académico (queja 23/2195, entre otras).

Idéntica situación se producía con el Ciclo Formativo de Grado Superior de Anatomía Patológica 
y Citodiagnóstico, siendo siete los alumnos y alumnas a que no se le había facilitado plaza para la 
realización del módulo correspondiente.

En este caso, desde la misma Secretaría General se nos informó de que teniendo conocimiento del 
problema planteado, se mantuvieron reuniones con los tutores del mencionado Ciclo Formativo en 
las que se detectaron las áreas de formación idóneas para la realización del módulo correspondiente. 
También, para solucionar el problema, se mantuvieron reuniones con personal investigador del Ins-
tituto Andaluz de Investigación y Formación Agraria, Pesquera, Alimentaria y de la Producción Eco-
lógicacentro (IFAPA), determinando la idoneidad del perfil del alumnado del Ciclo Formativo citado.

Como resultado de estas actuaciones, se estableció un acuerdo de colaboración en dicho centro de 
investigación para todo el alumnado que carecía de plaza para el módulo, garantizando por tanto 
su realización en el curso 2022-23 (queja 23/2103, entre otras).

La reserva de cupo de plazas para alumnado con discapacidad en las enseñanzas profesionales 
de Artes Plásticas y Diseño motivó la intervención de esta Institución. Ciertamente la normativa 
reguladora no contempla esta reserva, lo que sí ocurre en cambio para el resto de ciclos formativos.

La administración educativa reconoció la inexistencia de una norma autonómica que desarrolle la 
aplicación en la admisión de un cupo o porcentaje para este alumnado, si bien pretendían que es-
tuviera implementado para el curso 2024-2025.

Ante esta tesitura, nos interesamos por las actuaciones que se habían llevado a cabo para lograr el 
objetivo señalado, y todo ello para garantizar la igualdad de oportunidades y accesibilidad para las 
personas con discapacidad en el ámbito educativo. En respuesta se informó que se estaba analizando 
la modificación de la Orden de 24 de febrero de 2007, que regula el procedimiento de admisión del 
alumnado en los centros docentes públicos y privados concertados, excluyendo los universitarios, la 
cual fue modificada previamente por la Orden de la Consejería de Educación de 19 de febrero de 2008.

Estamos a la espera de que se nos informe de qué modificaciones concretas se realizarán -enten-
diendo que entre ellas se encuentra la de establecer el cupo de reserva ahora inexistente-, así como 
sobre si se han dado las instrucciones necesarias para que dichas modificaciones estén aprobadas 
para la próxima convocatoria 2024/25 (queja 23/4411).

2.1.2.2. Enseñanza Universitaria
En este ámbito de las enseñanzas universitarias, los asuntos más frecuentes inciden en los proce-
sos de admisión del alumnado en sus respectivas opciones educativas tras la superación de la 
prueba de la Evaluación para el acceso a la Universidad (EVAU).

Y así, las quejas más numerosas se reciben en los momentos previsibles del curso académico coinci-
diendo con los procesos de admisión y matriculación en los estudios universitarios. Podemos acreditar 
que la gestión de todo este proceso de registro de solicitudes, su prelación acorde a los baremos de 
valoración y la asignación de plazas implica un esfuerzo ingente que es afrontado por los respectivos 
servicios de admisión de las universidades y bajo la coordinación de la Comisión de Distrito Único.

https://defensordelmenordeandalucia.es/crean-28-plazas-para-la-realizacion-del-modulo-de-radioterapia-y-dosimetria
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Las quejas relatan los problemas durante el proceso de preinscripción y matriculación, ya sea por 
errores propios cometidos al cumplimentar los requerimientos del sistema informático utilizado a tal 
fin, bien por fallos del propio sistema, problemas de conexión o la variedad de incidencias técnicas 
posibles. Desde luego, observando estos procesos de decenas de miles de alumnos concurriendo 
casi en horas para optar a sus estudios preferidos, debemos reconocer los avances de gestión que 
se han producido en los últimos cursos gracias a las aplicaciones informáticas y de manejo de datos 
que se han elaborado para lograr agilizar y automatizar estos complejos y arduos procesos.

El resultado global es satisfactorio y se deduce de la muy mayoritaria gestión de estas matriculaciones 
en términos correctos y adecuados a la normativa reguladora. Como decimos, miles de aspirantes 
logran presentar sus solicitudes acompañadas de los datos, condicionantes y requisitos que se exigen 
para acreditar las peticiones de matrícula en unas breves fechas y así disponer de las asignaciones 
de los destinos académicos conforme a los requisitos de ordenación.

Pero aparecen, como es harto previsible, supuestos en los que estos procesos no concluyen con nor-
malidad, bien por un inadecuado tratamiento de los datos, o incluso por errores en el manejo de estas 
herramientas a cargo de las personas interesadas. Muchas veces se constatan circunstancias perfec-
tamente comprensibles para explicar una tramitación errónea de las solicitudes que se ven sometidas 
a todo tipo de incidencias personales y técnicas que resultan en ocasiones muy difíciles de corregir. 
Aunque la aplicación incluye unas instrucciones muy completas y ofrece continuas advertencias a 
los usuarios para ayudarles a no cometer errores, ni olvidar trámites o plazos obligatorios, lo cierto es 
que resulta inevitable que todos los años haya errores y olvidos que no siempre pueden solventarse.

Citamos algunos ejemplos de estas quejas surgidas en los procesos de matriculación, como las difi-
cultades para realizar los trámites tras un accidente (queja 23/5699), supuesta información confusa 
(queja 23/5952), o disconformidad con las baremaciones de estudios extranjeros (queja 21/3530).

Otro motivo recurrente de quejas que seguimos recibiendo trata de las peticiones para homologar 
titulaciones universitarias del extranjero. Hablamos de una función que compete a la Administra-
ción General del Estado, a través de la Secretaría General de Universidades. Estas quejas evidencian 
un grave problema de gestión afectado por la ingente movilidad de las personas y el incremento de 
las relaciones académicas en diferentes espacios internacionales, ya sea en el ámbito europeo o con 
los países hispanoamericanos.

Lo cierto que estas peticiones se acumulan en las dependencias del Ministerio y terminan por afec-
tar a las trayectorias académicas o profesionales de muchas personas que acuden a esta Institución 
para promover una solución. En estos casos debemos remitir las quejas ante el Defensor del Pueblo 
de España para su estudio; es la tramitación que ofrecimos en varios supuestos (quejas, 23/0174, 
23/0845 y 23/1879).

Este ejercicio también debemos relatar los casos que guardan relación con los intentos de cambiar 
de Universidad para continuar con los mismos estudios utilizando el procedimiento de los 
traslados de expediente. La mayoría de las quejas recibidas son casos fáciles de comprender y, a 
la vez, complejos de acreditar. Suelen exponer problemas personales con una trascendencia grave 
para justificar la petición de una plaza universitaria en un nuevo destino. El problema, y el riesgo 
ciertamente presente, es que esta vía de los traslados derive en una fórmula alternativa para quienes 
no pudieron acreditar méritos de acceso en los procesos ordinarios de inscripción.

Asumiendo la dificultad para encontrar un criterio justo, tratamos de hacer valer esta convicción ante 
la Universidad correspondiente en aquellos casos en que consideramos que ha quedado suficiente-
mente acreditada la razón aducida para solicitar el traslado.

Como vemos, existe una nota coincidente en muchas de las quejas que hemos reseñado y es la 
permanente tensión que existe entre la disponibilidad de plazas de estudios universitarios con 
las demandas que se generan desde el alumnado y el conjunto de la sociedad. El fracaso a la 
hora de acceder a la matrícula deseada suele traducirse en diferentes motivaciones para expresar 
críticas u opiniones divergentes con muchas de las pautas normativas en las que se fundamenta el 
sistema reglado de ordenación y asignación de plazas de estudio y matriculaciones universitarias. 
Esta polémica lleva a cuestionar los sistemas de selección por baremaciones de las calificaciones, 
expresadas en las “notas de corte” o en una permanente exigencia de plazas y recursos académicos 
a demanda del interés social por cursar unas enseñanzas frente a otras.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/tras-quedar-justificado-que-tuvo-un-accidente-le-admiten-su-solicitud-en-la-universidad-fuera-de
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-universidad-resuelve-que-se-pueda-contar-con-el-suplemento-europeo-al-titulo-de-modo-simultaneo-a


ÍNDICE

2.1. PERSONAS

104

Resulta difícil emitir un criterio definitivo en estas polémicas; lo que sí resulta evidente es que el sis-
tema universitario no dispone de la capacidad de reacción y respuesta para dotarse de estos recursos 
formativos en la medida en que las demandas sociales se generan o desaparecen según opciones 
sometidas a unas preferencias a veces volubles y siempre versátiles.

Sin embargo, también existen objetivas y acreditadas demandas sociales a la hora de disponer de 
recursos formativos académicos propios de determinados cuadros profesionales para atender ne-
cesidades sobradamente anheladas y que van a constituirse en severas carencias para los servicios 
y atenciones que esta sociedad necesita. Nos referimos a la dotación de profesionales sanitarios, 
en particular, de los estudios del Grado de Medicina.

No es lugar para reproducir los sólidos argumentos que, desde hace décadas, requieren un esfuerzo 
de dotación de profesionales de la Medicina para esta sociedad. Sin embargo, la reacción adecuada 
ante estas graves carencias no se ha convertido en la programación y anticipación imprescindibles 
para construir un elenco capacitado que exige tiempo y dedicación formativa que logre nutrir las 
demandas de este amplio y especializado grupo profesional.

Viene esta reflexión al hilo de la persistencia de numerosas quejas recibidas en 2023 cuando no se 
producen las coberturas de todas las plazas ofertadas en nuestras facultades de Medicina.

Los promotores de estas quejas consideraban que la no cobertura de estas vacantes contravenía el 
mandato incluido en el artículo 7.2 del Real Decreto 412/2014, de 6 de junio: «Ninguna Universidad 
pública podrá dejar vacantes plazas previamente ofertadas, mientras existan solicitudes para ellas que 
cumplan los requisitos y hayan sido formalizadas dentro los plazos establecidos por cada Universidad».

Las autoridades explicaban ante esta polémica que una vez finalizado el procedimiento en el Distrito 
Único Andaluz de acuerdo con las fechas previstas en la resolución antes mencionada, no es posi-
ble continuar realizando llamamientos particulares en una titulación específica de una universidad 
(como, por ejemplo, el grado de Medicina) según la lista de espera que tuviera, ya que al hacer un 
llamamiento al primero de la lista, podría darse el caso de que esta persona estuviera ya matriculada 
en otra titulación de menor preferencia dentro de ámbito del Distrito Único Andaluz. Su movimien-
to, por tanto, provocaría un hueco en otra titulación (que podría ser el grado de Medicina de otra 
universidad), con la consiguiente generación de un nuevo hueco en otra universidad, que volvería a 
activar otro llamamiento para cubrir este nuevo hueco, y así sucesivamente.

A juicio de las autoridades universitarias, en algún momento, el procedimiento debe darse por finaliza-
do en aras del correcto comienzo del curso en las universidades, la correcta asignación de estudiantes 
a los grupos de prácticas y la correcta asignación de recursos a cada grado. En el Acuerdo de 2 de 
diciembre de 2021 se establece que el procedimiento de admisión se da por cerrado a la finalización 
del plazo de matrícula de la última resulta. En el curso 2022/2023 se estableció el 28 de septiembre, 
sin que esté previsto en dicho acuerdo procedimiento adicional con posterioridad a ese plazo.

Los reclamantes entienden que con ello se vulnera el Real Decreto 412/2014 antes citado, mientras que 
Distrito Único defiende la necesidad de poner una fecha de fin al proceso por razones de seguridad 
jurídica y de organización del inicio de curso por las propias Universidades.

Esta Institución, tras valorar los argumentos de unos y otros, considera que no puede hablarse de un 
incumplimiento palmario del Real Decreto 412/2014, puesto que todas las plazas vacantes se ponen a 
disposición de todos los solicitantes durante el proceso de admisión. Correlativamente, entendemos 
justificadas las razones de seguridad jurídica y organizativas aducidas por Distrito Único para no 
abrir indefinidamente nuevas fases dentro del proceso de admisión y el proceso en un determinado 
momento debe darse por concluido.

Sin embargo, seguimos considerando oportuno estudiar algún procedimiento excepcional y extraor-
dinario de admisión en cada una de estas Universidades para dar cobertura a estas plazas, respetando 
siempre los criterios de prevalencia en el acceso de quienes decidan participar en los mismos y ex-
cluyendo la posibilidad de concurrencia simultánea a los procesos de otras Universidades andaluzas.

Al fin y al cabo, lo que resulta inaceptable es la existencia de plazas sin ocupar en nuestros centros 
de formación de Medicina.
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2.1.2.3. Actuaciones de oficio
Las quejas de oficio que se han iniciado en 2023 en materia de Educación han sido las siguientes:

	▷ Queja 23/1093, ante la Delegación Territorial de Desarrollo Educativo, Formación Profesional, 
Universidad, Investigación e Innovación en Granada, relativa al refuerzo de personal técnico de 
integración social (PTIS) para alumno con enfermedad rara del IES Villanueva del Mar en La He-
rradura (Granada).

	▷ Queja 23/1094, ante la Consejería de Desarrollo Educativo y Formación Profesional, relativa a 
los medios de apoyo para la participación del alumnado con necesidades especiales (NEE) en 
actividades extraescolares.

	▷ Queja 23/1531, ante la Delegación Territorial de Desarrollo Educativo, Formación Profesional, Uni-
versidad, Investigación e Innovación en Huelva y ante el Ayuntamiento de Cartaya, relativa a la 
investigación sobre el accidente provocado por unas obras en la proximidad del CEIP Virgen del 
Carmen en El Rompido, Cartaya (Huelva).

	▷ Queja 23/2834, ante la Dirección General de Ordenación, Inclusión, Participación y Evaluación 
Educativa, relativa a la no aplicación de exenciones y bonificaciones en la matrícula de las ense-
ñanzas artísticas superiores de arte dramático.

	▷ Queja 23/4455, ante la Consejería de Desarrollo Educativo y Formación Profesional, relativa al 
seguimiento de los programas y proyectos de adecuación climática de los centros educativos 
andaluces.

	▷ Queja 23/7758, ante la Delegación Territorial de Desarrollo Educativo, Formación Profesional, Uni-
versidad, Investigación e Innovación en Jaén, relativa a la necesidad de recursos profesionales para 
el alumnado de Necesidades Específicas de Apoyo Educativo (NEAE) en un colegio Colón de Jaén.

	▷ Queja 23/8102, ante la Delegaciones Territorial de Desarrollo Educativo, Formación Profesional, 
Universidad, Investigación e Innovación en Sevilla, relativa a la necesidad de contar con profeso-
rado de Audición y Lenguaje con Lenguaje de Signos (LSE) en el CEIP Ana María Matute.

	▷ Queja 23/8670, ante la Consejería de Desarrollo Educativo y Formación Profesional, relativa a la 
detención de un profesor acusado de abusos sexuales a dos menores de 8 y 9 años.

https://www.defensordelmenordeandalucia.es/amplian-el-horario-de-los-servicios-de-monitor-en-el-centro-educativo
https://defensordelmenordeandalucia.es/nos-explican-las-medidas-para-viajes-excursiones-y-giras-fin-de-curso-del-alumnado-con-necesidades-0
https://defensordelmenordeandalucia.es/nos-informan-de-las-medidas-de-prevencion-tras-un-accidente-en-las-proximidades-de-un-colegio-0
https://defensordelmenordeandalucia.es/acuerdan-fijar-el-precio-publico-de-las-ensenanzas-artisticas-superiores-de-arte-dramatico-con
https://defensordelmenordeandalucia.es/investigamos-los-programas-y-proyectos-de-adecuacion-climatica-de-los-centros-educativos-andaluces
https://defensordelmenordeandalucia.es/queremos-conocer-la-planificacion-de-recursos-profesionales-para-el-alumnado-con-necesidades
https://defensordelmenordeandalucia.es/investigamos-la-atencion-a-una-alumna-con-sordera-sin-el-profesor-de-audicion-y-lenguaje-previsto
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2.1.3 Infancia y adolescencia

2.1.3.1. Introducción
La Agenda 2030 ha situado por primera vez la dignidad de la infancia y su derecho a vivir sin 
temor ni violencia como una prioridad en la agenda internacional de desarrollo. La meta 2 del 
16 Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) señala el fin al maltrato, la explotación, la trata y todas 
las formas de violencia y tortura contra los niños como medida para promover sociedades justas, 
pacíficas e inclusivas.

Por otro lado, las normas sobre protección a la infancia y adolescencia de todos los territorios reco-
nocen el derecho del niño o niña a crecer en un entorno familiar adecuado para su desarrollo. 
Conforme a este principio, el interés superior del niño, niña o adolescente representa el criterio rec-
tor a seguir en cualquier decisión que pueda afectarle, prevaleciendo sobre cualquier otro interés 
legítimo que esté en juego, incluido el de padres y madres. Dicho principio se orienta, por tanto, al 
mantenimiento de la persona menor de edad en el medio familiar de origen, salvo que no sea con-
veniente para su interés.

Ocurre que, en ocasiones, las familias no garantizan los apoyos y atenciones que el niño o niña re-
quiere, lo que puede ocasionar un daño en su desarrollo o la limitación de las posibilidades del ejer-
cicio pleno de sus derechos. Se producen en tales casos unas situaciones de riesgo que requieren 
de intervenciones de las administraciones públicas. Intervenciones que permitan salvaguardar 
y restituir los derechos de las personas menores protegidas, mediante una actuación en su propio 
medio, haciendo posible disminuir los factores de riesgo y potenciar los de protección. Se persigue, 
en definitiva, que el niño pueda continuar en su entorno familiar sin menoscabo de su bienestar ni 
de su desarrollo.

Han sido muchas las actuaciones realizadas a lo largo de los 40 años de trabajo de esta Insti-
tución ante situaciones de riesgo de niños y niñas reflejadas en los informes que anualmente se 
han presentado ante el Parlamento de Andalucía. En dichos documentos se ha puesto de manifiesto 
la inseguridad jurídica existente en torno a la figura de la situación de riesgo debido a la ausencia 
de una regulación que diera cobertura a las diferentes intervenciones públicas; que contemplara el 
procedimiento a seguir; que estableciera los derechos y obligaciones de las familias; y que reconociera 
el derecho de la persona menor de edad a ser escuchada.

La reforma de la Ley de Protección Jurídica del Menor de 2015 puso término a este vacío legal al 
desarrollar de forma integral la figura de la situación de riesgo. Además, la Ley Orgánica 8/2021, de 4 
de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia (LOPIVI) completa 
dicha regulación al detallar los diferentes indicadores de riesgo a tener en cuenta.

Ante la existencia de alguno de los indicadores de riesgo se precisa de una intervención de las admi-
nistraciones públicas que debe ir dirigida a eliminar, reducir o compensar las dificultades que están 
afectando al niño o niña. Mediante esta intervención pública se ha de evitar que el problema 
se agrave o cronifique y, por tanto, se haga necesario adoptar decisiones mucho más traumáticas 
y de mayor coste individual, familiar y social como es la declaración de desamparo y, por tanto, la 
separación de la persona menor de edad de su entorno familiar.

Nos enfrentamos a un fenómeno de suma complejidad derivado de la pluralidad de factores 
que pueden tener incidencia en la situación de riesgo, por la especial vulnerabilidad en la que se 
encuentran sus protagonistas, por la pluralidad de administraciones con competencia en la materia; 
y, también, por las extraordinarias consecuencias que una negligente o inadecuada intervención 
puede acarrear en la vida del niño o la niña.

En los últimos tiempos se han realizado significativos avances para proteger a la infancia y adolescen-
cia en riesgo. Sin embargo dichos esfuerzos aún resultan insuficientes. El trabajo de esta Defen-
soría permite comprobar que se precisan de mayores medidas preventivas para evitar que el riesgo 
llegue a producirse. También somos testigos de cómo las medidas no llegan a todas las personas 
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que las necesitan, de manera singular a las familias en situación de vulnerabilidad social. Y es que las 
intervenciones públicas ante el riesgo se producen en muchas ocasiones de forma tardía, cuando el 
problema se ha agravado o cronificado, y no es posible ya su reversión.

Por otro lado, nuestro trabajo nos permite constatar también la escasez de recursos personales para 
atender el riesgo. Este déficit se manifiesta con especial intensidad en los servicios sociales a los 
que se les encomienda el trabajo con la familia y el niño o niña en riesgo. La presión asistencial por 
la sobrecarga de trabajo dificulta un modelo eficaz de acompañamiento a padres y madres en el 
desempeño adecuado de sus funciones parentales ante situaciones de riesgo.

Asistimos a problemas de coordinación y colaboración entre todas las administraciones que han de 
intervenir en este delicado proceso, especialmente entre los servicios sociales y la Entidad Pública. 
La pluralidad de administraciones que intervienen en estos procesos provoca en muchas ocasiones 
la fragmentación en la intervención.

Hemos de lamentar la carencia de datos objetivos que permitan conocer con rigor y exactitud el 
número de niños y niñas que se encuentran en situación de riesgo en nuestra comunidad autóno-
ma. La dificultad para conocer estos antecedentes así como los recursos humanos y económicos 
implicados y los resultados obtenidos tras la intervención de las administraciones públicas dificulta 
-cuando no hace inviable- el establecimiento de unas políticas públicas en materia de infancia que 
haga posible la planificación y diseño del sistema de atención a la infancia y adolescencia, evaluar 
dichas políticas, y formular propuestas de mejora.

En una materia tan delicada, y atendiendo a la fragilidad y vulnerabilidad de las personas afectadas, 
los poderes públicos deben seguir aunando esfuerzos para proteger y salvaguarda los derechos de 
la infancia en situación de riesgo.

2.1.3.2. Análisis de las quejas admitidas a 
trámite

Una vez expuestos los principales hitos que han marcado la intervención de esta Defensoría en ma-
teria de infancia, adolescencia y juventud, a continuación efectuamos un desglose de algunas de las 
actuaciones más significativas al hilo de las quejas tramitadas a lo largo del año. Baste recordar que 
el desarrollo pormenorizado de estas intervenciones así como algunas otras agrupadas en función 
del derecho que ha podido ser vulnerado, se contendrán en el informe que, en cumplimiento de lo 
establecido en el artículo 25 de la Ley 4/ 2021, de la infancia y adolescencia de Andalucía, presenta-
remos al Parlamento.

2.1.3.2.1. Situaciones de riesgo de la infancia y 
adolescencia

La Ley 4/2021 de infancia y adolescencia de Andalucía, regula la institución jurídica de la declaración 
de riesgo, la cual conlleva la obligación de la familia del menor a someterse al control e intervención 
propuesta por los servicios sociales comunitarios, asumiendo la obligación de colaborar para alcan-
zar los objetivos previstos en el plan de intervención. Dicha regulación legal responde a la previsión 
establecida en la Ley 26/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia 
y adolescencia.

El artículo 25 de la aludida Ley de infancia y adolescencia atribuye a esta Defensoría las competencias 
para recibir y tramitar denuncias sobre posibles situaciones de riesgo de los derechos de las personas 
menores de edad, trasladando estas situaciones a las correspondientes administraciones públicas 
de Andalucía para que adopten medidas destinadas a su protección.

En este ámbito suele ser frecuente que recibamos denuncias que relatan la situación de riesgo 
de algún menor, solicitando la intervención directa de esta Defensoría para solventar el pro-
blema. A tales efectos, por carecer esta institución de competencias y medios para realizar dichas 
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actuaciones de forma directa, nuestra intervención se centra, tal como prevé la Ley, en derivar de 
forma urgente el caso a las administraciones públicas competentes para ello, efectuando un segui-
miento de las actuaciones que al respecto hubieran podido realizar.

Algunas de estas denuncias vienen referidas a menores que se encuentran en riesgo por residir 
en barriadas marginales, infradotadas de recursos sociales, o en asentamientos chabolistas cuyas 
viviendas no reúnen los requisitos mínimos de habitabilidad, en muchos casos en condiciones de 
hacinamiento, circunstancias éstas que por lo general van unidas a la situación de desempleo de 
los progenitores, que a su vez carecen de habilidades y pautas de comportamiento idóneas para la 
crianza de los hijos.

Tras recibir estas denuncias y dar traslado de las mismas a los servicios sociales de zona, lo usual 
es que recibamos información de los antecedentes de la familia y las prestaciones que ésta viene 
recibiendo. No siempre intervenimos con el éxito deseado, como aconteció tras sernos denunciada 
la situación de riesgo de un menor, de aproximadamente 7 años de edad, al que se solía ver con 
escasa ropa y descalzo, paseando a su perro, en una barriada del extrarradio de Sevilla. En este caso 
los servicios sociales municipales ni siquiera pudieron llegar a localizar al citado menor, ello a pesar 
de haber solicitado incluso la ayuda de asociaciones que colaboran en la zona y conocedoras de la 
problemática allí existente (queja 22/6747).

En ocasiones la situación de riesgo es detectada por algún profesional que, tras dirigirse a varias 
instituciones y no encontrar, respuesta, decide denunciar la situación del concreto menor ante esta 
Defensoría solicitando nuestra intervención. Así aconteció con una docente que nos relataba la situa-
ción de riesgo en que pudiera encontrarse una alumna cuya familia residía en una vivienda ocupada 
sin autorización de la propiedad, pendiente de desahucio. Los padres carecían de recursos econó-
micos y empleo, con falta de formación y habilidades sociales para solventar su precaria situación, lo 
cual hacía que la menor estuviese triste y apática, con una evolución muy negativa a nivel curricular 
y conductual.

Tras nuestra intervención los servicios sociales municipales nos informaron de la intervención que se 
venía realizando con la familia, destacando las gestiones para el ingreso de la menor en una residen-
cia escolar y su congruente matriculación en el colegio adscrito a dicho recurso, con la expectativa 
de que la incorporación de la menor a la dinámica del nuevo recurso educativo repercutiera en su 
desarrollo personal y en la mejora de su rendimiento académico.

De esta información dimos traslado a la docente que nos informó que sólo había tenido conocimiento 
del traslado de centro de la menor a resultas de la información proporcionada por esta Defensoría, 
siendo así que a continuación había contactado con el nuevo equipo educativo para dar traslado de 
información relevante sobre la alumna y de este modo garantizar la continuidad de la intervención 
educativa que se venía realizando con ella.

Así las cosas, aun lamentando la descoordinación producida entre los servicios sociales y la Adminis-
tración educativa, finalizamos nuestra intervención en el caso. Nos congratulamos por los avances 
logrados gracias a la intervención de los servicios sociales municipales con la familia, quedando ga-
rantizada la atención y supervisión de la menor tras a su ingreso en la citada residencia escolar y su 
matriculación en el centro de referencia (queja 23/2294).

En otras ocasiones las denuncias ante la Defensoría relatan situaciones de malos tratos físicos, 
psíquicos o sexuales, la drogodependencia de los progenitores con abandono absoluto de 
los deberes respecto de los hijos, la instrumentalización de menores para mendicidad u otras 
situaciones de grave vulneración de derechos.

Estas denuncias propician la correspondiente investigación de la Administración local, que en muchos 
casos viene a rebajar la gravedad del relato inicial: suele ser frecuente que ya se dispongan de ante-
cedentes de la situación de la familia, sobre la cual los servicios sociales vienen interviniendo desde 
hace años, siendo sus carencias conocidas pero compensadas con las ayudas sociales y controles 
sobre su evolución, lo cual hace valorar que su situación puede seguir siendo objeto de intervención 
por parte de los servicios sociales municipales sin que los menores tengan que ser separados de su 
familia y de su entorno social.



ÍNDICE

Informe Anual dPA 2023

109

En otras ocasiones la denuncia recibida por esta De-
fensoría pone en evidencia una situación de maltrato 
no conocida, que tras la correspondiente investigación 
motiva el inicio de actuaciones por la Administración 
local, en unos casos orientada a prestar ayuda para sol-
ventar la problemática familiar y en otras para alejar al 
menor de la situación de riesgo, recabando para ello la 
colaboración de los servicios de protección de menores 
de la Junta de Andalucía (queja 23/4988).

Es el niño o la niña quien alguna vez requiere la inter-
vención de la Defensoría. Como ejemplo el caso de una 
niña, de 10 años de edad, que se mostraba muy angus-
tiada por el caos familiar que producía la convivencia 
con su abuelo, diagnosticado de demencia por cuerpos 
de Lewy. Se trata de una grave enfermedad degenera-
tiva que conduce a la demencia grave y su total depen-
dencia de las personas cuidadoras.

Lamentablemente, recibimos una nueva carta de la me-
nor comunicándonos que la enfermedad padecida por 
el abuelo había tenido una rápida y tórrida evolución, 
siendo causa finalmente de su fallecimiento (22/8037).

En ejercicio de nuestra labor de supervisión de las actuaciones realizadas por las Administraciones 
locales de Andalucía para intervenir ante situaciones de riesgo, hemos dirigidos varias resoluciones 
dirigidas a los correspondientes Ayuntamientos en las que exponíamos que a pesar de los indicadores 
de riesgo detectados en los correspondientes casos, los cuales sin duda tenían incidencia negativa 
en los menores integrantes del núcleo familiar, y aun reconociendo que no se contaba con suficiente 
implicación de las personas responsables directas de los menores para solventar su problemática, 
los servicios sociales municipales no consideraron que existieran motivos para una medida 
radical que motivara la intervención del Ente Público separando a los menores de su familia. 
La decisión adoptada en tales casos fue proseguir una intervención dirigida a paliar y corregir las 
carencias detectadas en la familia; facilitarles el acceso a las prestaciones sociales de las que pudiera 
resultar beneficiaria; y también efectuar un seguimiento de su evolución.

En estos expedientes de queja, una vez hecho un encuadre de las circunstancias que acontecen en el 
caso concreto, y desde nuestra obligada perspectiva garantista, no consideramos procedente entrar 
a valorar el grado de acierto en las decisiones adoptadas por los servicios sociales que han intervenido 
con la familia, a cuyo criterio técnico hemos de estar.

No obstante, sí consideramos oportuno resaltar la gravedad de los indicadores de riesgo detectados 
y contrastados por los servicios sociales municipales, al estar estos indicadores situados en la frontera 
entre las posibilidades de intervención en el propio medio social y familiar, y las que determinarían 
la separación de los menores de su familia. Resulta a nuestro juicio contradictorio que, encontrán-
donos en esta situación, y ante la falta de actitud decidida de la familia para solventar sus problemas 
y los escasos resultados obtenidos, no se hubiera dado un paso más promoviendo una resolución 
administrativa que formalizase su “situación de riesgo” y dotase de garantías procedimentales y se-
guridad jurídica a las intervenciones de las distintas partes implicadas (profesionales de los servicios 
sociales, familia y menores).

Y es que, atendiendo a las previsiones legales, en tales casos quizás hubiera resultado procedente que 
la autoridad administrativa municipal competente emitiera una resolución declarativa de la situa-
ción de riesgo de los menores. El especial estatus legal derivado de esta resolución dotaría de rigor 
jurídico a la intervención de los servicios sociales, dando formalidad a los compromisos que asumía 
la familia, al tiempo que les proporcionaba garantías sobre sus derechos en esta especial situación.

Es por ello que en los expedientes de afectados hemos emitido Resoluciones recomendando a las 
Administraciones locales implicadas que de persistir la situación de grave riesgo para las personas 
menores de edad, sin suficiente compromiso o colaboración de la familia para solventar su problemá-
tica, se acometan los trámites conducentes a la emisión de una resolución declarativa de la situación 
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de riesgo, la cual deberá incluir el específico plan de intervención familiar, con los compromisos y 
objetivos pertinentes (queja 22/2259, 22/4923 y 23/0129).

2.1.3.2.2. Intervención del Ente Público de Protección 
de Menores

Nuestra labor de supervisión de las Administraciones competentes para evitar o paliar situaciones 
de vulneración de derechos de menores de edad ha de centrarse también, por razones obvias, en 
el Ente Público de Protección de Menores (Delegaciones territoriales de Inclusión Social, Juventud, 
Familias e Igualdad de la Junta de Andalucía), por tratarse del garante principal de dicha protección 
y al que la legislación otorga la competencia para la declaración de la situación de desamparo (a 
través de la Comisión Provincial de Medidas de Protección) y la consecuente asunción de la tutela 
pública de menores en dicha situación.

La intervención del Ente público no siempre llega a producirse con la agilidad que requiere la 
situación del menor. Se trata de un momento crítico en el que el Ente público valora la conveniencia 
de que el menor permanezca en su entorno familiar y social a pesar de los indicadores de desprotec-
ción detectados o, si por el contrario, resulta procedente una medida más contundente que conlleva 
la separación del menor de su familia, con las ventajas e inconvenientes inherentes a esta medida. 
Sea como fuere, el interés del menor siempre ha de prevalecer.

Traemos a colación un ejemplo. La madre de un menor tutelado por el Ente público nos decía que le 
fue notificada su resolución de desamparo cuando este hijo llevaba tiempo ingresado en un centro 
de protección y se quejaba de que estuviese en esos momentos fugado del centro y conviviendo 
con su padre, de quien ella se tuvo que separar al ser víctima de violencia de género e influir negati-
vamente en sus hijos, a los que introdujo en el consumo de drogas, llegando uno de ellos a fallecer 
como consecuencia de sus problemas de conducta derivados de sus adicciones.

El Ente Publicó informó de que el ingreso del menor en el centro se produjo a instancias de la Fiscalía, 
lo cual requirió de una intervención urgente en tal sentido. También fuimos informados de que en 
esos momentos se encontraba en trámite el procedimiento de desamparo incoado respecto de este 
menor y de su hermana, estando pendiente una cita con la madre de los menores para que pudiera 
aportar alegaciones y ser informada de los derechos que le asisten en dicho procedimiento.

A finales de 2023 se emitió la resolución por la que se declaraba la situación de desamparo del menor, 
acordando su ingreso en un centro residencial específico para menores con trastorno de conducta. 
Asimismo, se estableció un régimen de relaciones personales con la progenitora y su hermana con-
sistentes en visitas quincenales supervisadas y de una hora de duración.

Y respecto de la hermana la Delegación Territorial vino a precisar que en agosto de 2023 se apreció 
en ella una situación de desprotección grave, pero se estimó que aún podía ser contrarrestada en el 
entorno familiar, siendo derivado su caso al correspondiente equipo de tratamiento familiar. Se dio la 
circunstancia de que al poco tiempo se recepcionó un acta de no aceptación del caso por este equipo, 
ello debido a los múltiples factores de riesgo asociados a los progenitores, los cuales no habían variado 
a pesar de las reiteradas intervenciones realizadas por los distintos equipos con la unidad familiar.

En este caso concreto valoramos la incongruencia de los indicadores de desprotección detectados en 
el expediente con el buen hacer que sería exigible del Ente Público de Protección de Menores. Y es 
que la intervención del Ente Público tendría que dar respuesta a tales indicadores de desprotección, 
los cuales fueron analizados con el instrumento de valoración de la gravedad de riesgo, desprotección 
y desamparo (Valórame), concluyendo la existencia de una situación de desprotección grave.

En esta tesitura, ante los contrastados indicios de desprotección de la menor, la actuación congruente 
de la Administración habría de primar su seguridad y protección, adoptando de forma urgente deci-
siones que garantizaran sus necesidades básicas, así como su integridad física y seguridad personal.

Es por ello que, ante la gravedad de los hechos relatados, reprochamos que hubieran transcurrido 
más de diez meses desde que expusimos al inicio del expediente de queja la situación de riesgo de 
ambos hermanos, sin que respecto de la menor se hubiera llegado a adoptar ninguna medida de 
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protección que la alejase de la situación de grave riesgo en que se encontraba, permaneciendo en 
dicha situación.

Remitimos una Recomendación para que se fuesen revisadas las actuaciones realizadas en el expe-
diente de protección de la menor y, en congruencia se adoptasen con urgencia las medidas de pro-
tección que fueran necesarias para solventar los citados indicadores de riesgo grave (queja 23/1334).

Por otro lado, se ha presentado un conjunto significativo de quejas presentadas por las familias 
(progenitores y resto de familia extensa) de menores que han sido retirados del domicilio fami-
liar al haber sido declarados en desamparo y pasar a ser tutelados por la Administración Pública.

En la mayoría de los casos se trata de menores que se encuentran en situación de desprotección 
debido a la problemática social que presentan sus progenitores, tanto en lo relativo a las condiciones 
materiales de la vivienda familiar, los recursos económicos con que atender sus necesidades básicas 
y las habilidades parentales para la crianza, problemática que es especialmente grave cuando está 
cronificada sin visos de mejora.

Unido a estos factores que normalmente retratan situaciones de pobreza, precariedad y exclusión 
social, no en pocas ocasiones nos encontramos otros factores tales como el ingreso en prisión de uno 
o los dos progenitores, drogadicción, enfermedades, etc. También situaciones de violencia de género 
o pautas de relación intrafamiliar con componentes de violencia. La suma de tales circunstancias 
son la causa de que los derechos de hijos e hijas sean vulnerados y obliga a la Entidad Pública a 
intervenir, llegando a la retirada de estos de su núcleo familiar de convivencia, asumiendo su tutela 
conforme a la Ley.

Cuando esto ocurre los progenitores suelen dirigirse a esta Defensoría manifestando su desacuerdo 
y solicitando ayuda para recuperar a sus hijos e hijas. Estas quejas, previa instrucción del expediente, 
suelen concluir con una declaración de la regularidad o, en su caso, irregularidad administrativa que 
pudiéramos haber constatado, o bien suspendiendo la tramitación del expediente de queja por en-
contrarse el asunto pendiente de resolución judicial ante la sustanciación de la oposición a la medida 
acordada por el Ente público en el Juzgado de Familia (queja 23/5117 y queja 23/8487).

Es de destacar que no siempre son los progenitores quienes se dirigen a la Defensoría; en ocasiones 
lo hacen las abuelas, tíos o hermanos para denunciar la falta de respuesta por parte de la Ad-
ministración a la solicitud de acogimiento de los niños y niñas en desamparo y al derecho de 
visitas (queja 22/6785 y queja 23/1334).

Sobre el posible retorno con la familia de origen solemos recibir quejas presentadas por progeni-
tores que reclaman la reversión de las medidas de protección, todo ello argumentando una 
modificación positiva de sus circunstancias que harían posible el retorno del menor. Y lamenta-
blemente no siempre es así, como constatamos con una joven ex tutelada que temía que su hija fuese 
a ser propuesta para acogimiento familiar con fines de adopción. Nos decía que sus circunstancias 
personales habían mejorado sustancialmente, que en estos momentos podía hacerse responsable 
con total garantía del cuidado de su hija, y que por ello la decisión de promover el acogimiento fa-
miliar preadoptivo carecía de fundamento.

En el informe que sobre esta cuestión recibimos de la Entidad Pública se exponían detalladamente los 
argumentos que motivaron la resolución de desamparo de la menor, así como la posterior propuesta 
de acogimiento familiar con fines de adopción, todo ello cumpliendo con las garantías y trámites 
establecidos en el Decreto 42/2002, regulador del régimen de desamparo, tutela y guarda adminis-
trativa; y también en el Decreto 282/2002, de 12 de noviembre, de Acogimiento Familiar y Adopción.

Las citadas medidas de protección venían motivadas por los antecedentes personales, familiares 
y sociales de ambos progenitores; los datos relativos a su evolución y los intentos realizados para 
reconducir sus carencias personales con resultado no suficientemente satisfactorio, incompatible 
con los cuidados requeridos por la menor, ello unido a la cronicidad de tales problemas y las escasas 
perspectivas de mejora (queja 22/7494).

Una cuestión sobre la que es frecuente que recibamos quejas es sobre el mantenimiento de la 
relación del menor o la menor tutelado con su familia biológica, en congruencia con las previsio-

https://defensordelmenordeandalucia.es/el-equipo-de-tratamiento-familiar-trabajara-junto-a-la-madre-en-una-posible-reunificacion-familiar
https://defensordelmenordeandalucia.es/valoraran-la-idoneidad-para-el-acogimiento-familiar-de-su-sobrina
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nes legales, siendo así que la privación de tales contactos debería estar fundamentada en razones 
debidamente justificadas, siempre en interés del menor.

En el ejercicio del mencionado derecho de visitas se ha de propiciar la audiencia del niño o niña, res-
petando siempre que ello fuera posible y beneficioso para los menores. Sirva como ejemplo la queja 
del padre de un menor, de 13 años de edad, que solicita al Ente Público que se le permita visitar a su 
hijo, el cual está bajo tutela pública desde hace 2 años. En este caso la información proporcionada 
por la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad justifica la limitación 
de los contactos del padre con el menor en base a la negativa del propio niño, teniendo además 
en consideración la más que probable desestabilización emocional que sufriría de producirse tales 
contactos, así como la actitud desafiante y oposicionista del padre hacia los profesionales del centro 
al argumentar sus pretensiones (queja 22/7136).

2.1.3.2.2.1. Maltrato a personas menores de edad

En los casos de maltrato a personas menores de edad se producen de forma simultánea inter-
venciones de distintas Administraciones públicas, en un caso orientadas a depurar las eventuales 
responsabilidades penales y civiles, en otros a garantizar la atención social y sanitaria a la víctima, y 
también para garantizar la protección efectiva de los derechos de ésta.

Al producirse estas actuaciones es deseable una actuación coordinada entre Administraciones 
y también que su intervención tenga siempre presente la condición de menor de edad de la 
víctima, evitando en lo posible añadir daño al ya sufrido por el contexto policial, judicial, de 
servicios sociales o sanitario en que se producen las distintas intervenciones.

En este ámbito, traemos a colación la situación que padecen niños y niñas víctimas de violencia sexual 
que han de comparecer en las instalaciones judiciales de Torremolinos. Una persona reclamante, 
madre de la víctima de abusos sexuales, denunció que no se proporcionó a su hija la atención integral 
prevista en el artículo 12 de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia 
y la adolescencia frente a la violencia (LOPIVI), ya que no obtuvo asesoramiento jurídico adecuado, 
ni acompañamiento psicológico y social.

También se lamentaba de manera especial de que no se hubiera evitado la confrontación visual de 
la menor con la persona inculpada, con la consecuente victimización secundaria y también de que la 
actuación coordinada de policía, fiscalía, oficina judicial y órgano judicial no se hubiera desarrollado, 
teniendo a la menor como eje central de todas las actuaciones.

De estos hechos dimos traslado al Ministerio Fiscal quien, en respuesta, señaló que los funcionarios 
de policía de la Unidad de Familia y Mujer, en este caso, actuaron correctamente. Añadieron que ese 
“acompañamiento y asesoramiento” a la menor víctima se garantiza por la Ley en los supuestos en que 
“fuera necesario”. Compareciendo la menor, de diecisiete años, asistida por su madre y no habiendo 
querido ésta personarse en el proceso, no parece que se dieran indicios de los que pudiera colegirse 
que, pese a todo, en este caso era necesario proporcionar ese acompañamiento y asesoramiento.

Interesante planteamiento formuló también la Fiscalía: quizá debería establecerse un protocolo que 
garantice el “acompañamiento y asesoramiento en los procedimientos judiciales en los que deba 
intervenir [el menor]”, sin perjuicio de la decisión que, hecho el ofrecimiento de acciones, pueda 
tomar el representante del menor.

También la Fiscalía comparte la preocupación sobre la necesidad de estancias diferentes para vícti-
mas e investigados, de modo que no coincidan unas y otros, si bien esta es sólo una de las muchas 
carencias de las instalaciones judiciales de Torremolinos. Es imperativo contar con instalaciones que 
garanticen la intimidad, paz y tranquilidad de las víctimas, así como la no confrontación visual entre 
estas y los investigados; sean víctimas de violencia de género o no, pues las que no lo son no pueden 
y no deben, ser consideradas de peor condición. Y las precauciones han de extremarse cuando las 
víctimas son personas menores de edad, incluso aunque se trate de adolescentes que rozan la ma-
yoría de edad, como en el presente caso.

Se nos aportaba el informe elaborado por la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación que 
venía a señalar que en materia de atención a las víctimas se encuentra vigente el Convenio de co-
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laboración firmado entre la Consejería de Justicia y la Fiscalía Superior de Andalucía para coordinar 
la ejecución del estatuto de la víctima del delito, de 23 de octubre de 2018, cuyo objeto principal es 
establecer el marco de colaboración y cooperación entre el Servicio de Asistencia a las Víctimas en 
Andalucía (en adelante, SAVA) y las Fiscalías Provinciales, con el fin de mejorar la protección de las 
víctimas de especial vulnerabilidad, en quienes concurran alguna de las circunstancias especialmen-
te destacadas en el artículo 23.2 del Estatuto de la Víctima del delito, prestándoles una atención y/o 
asistencia integral, especializada y acorde a sus necesidades especificas.

En este contexto, la Defensoría lamentó las vivencias sufridas por la menor, toda vez que por diversas 
circunstancias el trato que recibió no se corresponde con las previsiones normativas, ni en cuanto 
a confortabilidad y funcionalidad de las instalaciones judiciales, ni en cuanto a la disponibilidad de 
información adaptada a la menor sobre el procedimiento y trámites consecuentes a su denuncia, y 
las prestaciones a las que podría tener acceso como víctima de delito.

En lo relativo a las dependencias judiciales hemos de recalcar la referencia existente en la Memoria del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía del año 2022 que en relación a infraestructuras judiciales 
se destaca que los juzgados de Torremolinos están desperdigados en distintos edificios, adoleciendo 
estos de evidentes carencias, por lo que que desde el año 2006 existe un proyecto para crear una 
nueva sede judicial, el cual a la fecha actual sigue sin ejecutarse.

Es por ello que, al tratarse de un asunto de gran calado, en el que se han de conjugar las disponibi-
lidades presupuestarias con el expediente de contratación pública del proyecto, dirección técnica y 
ejecución material del mismo, esta Defensoría tiene intención de incoar, de oficio, en el ejercicio 2024, 
un expediente de queja para recabar información sobre el estado de tramitación de dicho proyecto 
de nueva sede judicial, el cual vendría a solventar las graves carencias que se señalan en el propio 
informe de la Fiscalía, en especial tras conocer el anuncio de inversiones en nuevas sedes judiciales 
realizadas por el consejero de Justicia.

De otro lado, respecto de la necesidad de que se establezca un protocolo que garantice el acompa-
ñamiento y asesoramiento en los procedimientos judiciales en los que deba intervenir la persona 
menor de edad, sin perjuicio de la decisión que, hecho el ofrecimiento de acciones, pueda tomar el 
representante del menor, hemos remitido una Recomendación a la Viceconsejería de Justicia para 
que se promueva la elaboración de un protocolo que coordine la intervención en las distintas pro-
vincias de Andalucía del SAVA, policía, fiscalía y juzgados para garantizar a las víctimas, menores de 
edad, el acompañamiento, atención psicológica y social, y asesoramiento jurídico que precisen en 
los procedimientos judiciales en los que hayan de intervenir (queja 22/6935).

2.1.3.2.2.2. Acogimiento Familiar

En relación al acogimiento familiar, destacamos la problemática asociada a la valoración de ido-
neidad. En los primeros meses del año 2023 recibimos respuesta a la resolución que emitimos en la 
que hubimos de incidir en las mismas consideraciones que efectuamos en una anterior Resolución 
e insistir en que desde el punto de vista de esta Defensoría no se puede considerar carente de funda-
mento la petición que se realiza por los familiares de una menor para que se diera respuesta expresa 
a su solicitud para tenerla en acogimiento familiar. Estimamos que, atendiendo al interés superior de 
la niña, la petición debió ser objeto de estudio, valoración y ser respondida mediante una resolución, 
suficientemente motivada, en la que se analizaran los pros y los contras de un posible cambio en la 
medida de protección, resolviendo lo procedente.

Además puntualizamos que desde el punto de vista del procedimiento administrativo se trata de 
una obligación que incumbe a la Administración, que ha de dar respuesta expresa a las solicitudes 
que le sean formuladas, cuya omisión provoca una vulneración de derechos.

Es por ello que emitimos una nueva Resolución con el Recordatorio de los deberes legales incumpli-
dos y la Recomendación de adoptar las medidas precisas para evitar que en el futuro el Este Público 
se aparte de lo previsto en la normativa vigente y los procedimientos se dilaten en el tiempo, dictando 
la resolución correspondiente en la forma, con el contenido y en el plazo previsto en la normativa 
(queja 22/6919).

https://defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-a-la-administracion-que-responda-en-plazo-a-las-solicitudes-sobre-acogimiento-familiar


ÍNDICE

2.1. PERSONAS

114

Otras quejas han versado sobre retrasos en la resolución de los expedientes conducentes a la 
valoración de idoneidad como familia acogedora, o con retrasos en el abono de la prestación 
económica que viene a compensar los gastos de la familia por el acogimiento familiar de me-
nores, circunstancia que repercute de forma negativa en la economía familiar y, por consiguiente 
en el niño o niña acogido.

Ante esta problemática nos interesamos por las cuestiones que pudieran estar incidiendo en el retra-
so en el abono de dicha prestación económica. La respuesta de la administración se centró en que, 
con frecuencia, en los primeros meses del año se producen retrasos debido a los procedimientos 
de revalorización de la cuantía de las prestaciones, priorizándose las resoluciones de revaloración 
de prestaciones sobre la activación de los pagos correspondientes frente a las nuevas prestaciones 
reconocidas.

Por ello -se justificaba- las prestaciones vigentes correspondientes al mes de enero, debido al proceso 
de revaloración de las prestaciones, se abonaron durante el mes de marzo de 2023. Y a continuación 
se procedió con las nuevas prestaciones, por lo que los abonos correspondientes se hicieron efec-
tivos en el mes de mayo de 2023. A partir de aquí los abonos tienen cadencia mensual, por lo que 
el pago correspondiente al mes de mayo se abonaría en el mes de junio y así sucesivamente. Otro 
argumento esgrimido para justificar la anomalía han sido las sucesivas vicisitudes en el personal que 
presta servicios en la Entidad Pública.

En todo caso, desde la administración se estaban realizando esfuerzos para mejorar los sistemas 
informáticos y evitar las disfunciones denunciadas (queja 23/1734,).

2.1.3.2.2.3. Acogimiento Residencial

Muchas de las reclamaciones recibidas en este ámbito centran su atención en el funcionamiento 
ordinario de los recursos residenciales. Como ejemplo de esta problemática traemos a colación la 
denuncia por el escaso control del comportamiento de las menores internas en el centro de protec-
ción en el que estaban tuteladas sus dos hijas. Una de ellas, de 15 años, se había quedado embarazada 
y había decidido abortar. Se argumentaba también la frecuencia con la que las menores consumen 
alcohol y fuman sin ninguna supervisión.

Tras nuestra investigación fuimos informados de que la conducta de la menor en el centro y su 
evolución en el mismo había estado muy condicionada por las vivencias sufridas, ello añadido a la 
sintomatología de su problema de salud mental por el que venía siendo atendida en el dispositivo 
sanitario público. En lo relativo al consumo de tabaco de la menor, el personal del centro reconoce 
su problema de tabaquismo, sobre el cual vienen interviniendo con programas y actividades que 
vendrían a disuadir del consumo, aunque con escaso éxito. Y en lo relativo al posible consumo de 
alcohol se negaba que la menor hubiera manifestado algún síntoma que pudiera motivar la adop-
ción de medidas al respecto.

Respecto al embarazo de la menor, el informe relata los pormenores de la intervención realizada del 
siguiente modo: desde la toma de decisión de la interrupción del embarazo por parte de la menor 
se mantiene una actitud con ella, por parte del equipo educativo y técnico, en la que no se juzga o 
culpabiliza de su embarazo, entendiendo que estas circunstancias pueden ocurrir en el desarrollo de 
una adolescente. Sí se insiste a la menor en educar las relaciones afectivas con jóvenes de su edad, 
y en la necesidad de iniciar tratamiento anticonceptivo de forma definitiva. De hecho, en los meses 
de verano previos al embarazo, se le ofreció esta posibilidad por parte de la trabajadora social del 
centro, aunque ella negó de forma rotunda mantener relaciones sexuales completas, considerando 
innecesario las pastillas anticonceptivas.

Nos enfrentamos a un asunto muy complejo por la especial dificultad que conlleva la atención, 
cuidado y vigilancia de una menor en edad adolescente, especialmente si ésta presenta problemas 
de comportamiento, con inestabilidad emocional y falta de adherencia a las indicaciones dadas por 
el personal educativo encargado de su custodia. Y en cuanto al embarazo de la menor, tuvimos en 
cuenta además del complicado perfil de comportamiento de la menor, la circunstancia añadida de 
su voluntad, libremente manifestada, de proceder a su interrupción, estando en este proceso asis-
tida por personal sanitario que siguió los protocolos establecidos para ello, con acompañamiento y 
asistencia del personal educativo y psicológico del centro residencial (queja 22/8470).

https://defensordelmenordeandalucia.es/por-fin-recibio-la-prestacion-economica-por-acogimiento-que-le-debian-desde-hacia-varios-meses
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Una cuestión que también suscita controversias es la 
relativa a la regularización de la relación de menores 
internos en centros de protección con familias que 
colabora con dichos centros para que que puedan 
realizar salidas y actividades en el exterior en un con-
texto favorable.

Hemos de señalar la existencia de una serie de premisas 
que han de aceptar las familias colaboradoras con cen-
tros de protección, como es el hecho de ser conscientes 
de que su labor es complementaria a la del recurso y 
que deben tener disposición a seguir las indicaciones 
que reciban por parte del personal técnico y educativo. 
Si no se aceptan estas premisas, dicha actitud puede 
repercutir de forma negativa en la dinámica y funciona-
miento del centro, así como en la estabilidad emocional 
del menor (queja 23/5479).

2.1.3.2.3. Infancia 
especialmente vulnerable

De las quejas tramitadas durante el año relativas a per-
sonas migrantes debemos resaltar las relacionadas 
con la obtención de documentación y, conexas con 
éstas, las relativas a los procedimientos para la de-
terminación de la edad de menores sobre los que exis-
tieran indicios que hicieran sospechar que la edad real 
no coincide con la reflejada en los expedientes.

Ejemplo de ello es la reclamación que presentó un mi-
grante costamarfileño relatando que fue tratado como 
menor extranjero no acompañado e ingresado en un 
centro de protección de menores, siendo así que tras 
ordenar la Fiscalía que se realizaran pruebas para deter-
minar su edad finalmente decretó su mayoría de edad. 
Después su embajada le hizo entrega de un pasaporte 
del que se deducía su minoría de edad, por lo que había 
presentado un recurso contra el anterior decreto de la 
Fiscalía para que se reconociera formalmente que llegó 
a nuestro país siendo menor de edad y de este modo 
obtener la correspondiente documentación.

Solicitaba la intervención de esta Defensoría ante la desestimación de su recurso con el argumento 
de que las pruebas de determinación de la edad prevalecen sobre la documentación oficial de Costa 
de Marfil, dudando del rigor con que se habían recabado los datos para confeccionar dicho pasaporte, 
por lo cual se considera de escasa fiabilidad.

En este caso actuamos de forma coordinada con el Defensor del Pueblo de España, ya que el pro-
blema planteado implicaba a la Fiscalía y a competencias de la Delegación del Gobierno en materia 
de extranjería. En consecuencia derivamos el caso a dicha Defensoría ya que se trataba de un asunto 
-discordancia entre decreto de fiscalía y pasaporte emitido por el país de procedencia del inmigran-
te- en el que venía realizando actuaciones dicho Defensor de las Cortes Generales (queja 23/1440).

Asimismo, un menor migrante tutelado se quejaba de la notificación que le había remitido la Fisca-
lía para que se sometiera voluntariamente a una prueba radiológica en el hospital y a un posterior 
examen por médico forense en el Instituto de Medicina Legal (IML) con la finalidad de corroborar la 
veracidad de la edad que figuraba en su pasaporte, el cual hasta el momento había sido admitido 
como válido por todas las administraciones públicas con las que se había relacionado. Temía que 
dichas pruebas arrojasen resultado desfavorable para él y que ello pudiera implicar que declarasen 
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su mayoría de edad, con lo cual tendría que abandonar el centro de protección de menores en el 
que se encontraba.

Solicitada la colaboración de la Fiscalía, recibimos informe señalando que aunque el pasaporte del 
interesado no presentaba indicios de falsificación o de que hubiera sido manipulado, se albergaban 
dudas de que este hubiera sido correctamente emitido conforme a su edad real. Es por ello que se 
inició un procedimiento para la determinación de su edad el cual concluyó -tras prueba radiológica 
y estudio en el IML- con el dictado de una resolución de fiscalía acordando su mayoría de edad.

Habida cuenta que el procedimiento se había desarrollado en congruencia con las competencias 
asignadas en esta materia a la Fiscalía dimos por concluida nuestra intervención en la queja, ello sin 
perjuicio de comunicar nuestra preocupación por las garantías jurídicas inherentes a los actuales 
procedimientos para la determinación de la edad, sobre los cuales viene emitiendo propuestas de 
modificación tanto esta Defensoría como el Defensor del Pueblo de España (queja 23/7510).

Hemos continuado prestando una singular atención a los problemas de personas menores de 
edad con necesidades especiales por problemas de salud o discapacidad.

Comenzamos por aquellos niños y niñas afectados por dolencias que les hacen especialmente 
vulnerables a ruidos sorpresivos y extremos. Algunos ciudadanos demandan una regulación más 
rigurosa por parte del Ayuntamiento de Sevilla del uso de material pirotécnico para que no perjudi-
case la salud de estos menores.

Nos enfrentamos a una cuestión polémica con dos posturas antagónicas. De un lado, proclive a una 
prohibición absoluta del uso de material pirotécnico y, de otra, la de las autoridades municipales que 
consideraban suficiente la actual regulación que limita la tolerancia de las molestias sonoras aso-
ciadas al uso de pirotecnia sólo a fechas concretas y en tramos horarios determinados, coincidentes 
con celebraciones populares muy asentadas.

La posición de esta Defensoría siempre ha de estar del lado de las personas más vulnerables, como 
lo son aquellas que por sus características personales son especialmente sensibles a los ruidos, más 
aún tratándose de menores de edad, cuyos derechos han de ser objeto de especial tutela y protec-
ción, y por ello nos decantamos porque aun en un contexto festivo se procuren evitar, o al menos 
reducir al mínimo, aquellas molestias provocadas por ruidos que causan de forma innecesaria daños 
a personas o animales.

Se trata de una cuestión con la que incluso se vienen mostrando sensibles centros comerciales pri-
vados, que reducen la música ambiente del recinto comercial en determinadas franjas horarias para 
que puedan realizar sus compras aquellas personas o familias afectadas por este problema, lo cual 
pone en cuestión la efectividad de las medidas adoptadas por las distintas administraciones públicas 
en el sentido en el que vienen avanzando incluso entes privados.

Abordamos además por un mayor control de la utilización de artificios pirotécnicos, especialmente 
en las fechas en que es frecuente su uso, mediante campañas de sensibilización social del daño que 
producen y también mediante planes o protocolos a ejecutar por la policía local para el control del 
uso abusivo o fuera de los tramos horarios permitidos. Y es por ello ello que emitimos una Resolución 
al Ayuntamiento de Sevilla para que inicie los trámites para la elaboración de unas Ordenanzas espe-
cíficas reguladoras del uso de material pirotécnico en el término municipal de Sevilla garantizando 
de este modo una mayor protección de las personas especialmente sensibles a ruidos extremos 
(queja 22/3274).

Una problemática que es recurrente en las quejas que año a año tramita esta Defensoría es la relativa 
a la atención de los problemas de comportamiento de las personas menores de edad, especial-
mente durante la adolescencia.

Citemos un ejemplo. El padre de un adolescente se mostraba disconforme con la intervención de la 
administración educativa ante las reiteradas sanciones impuestas a su hijo sin tener en considera-
ción sus especiales circunstancias personales, afectado por un trastorno del comportamiento diag-
nosticado en la unidad de salud mental infanto juvenil, y por el que venía siendo tratado en dicho 
dispositivo sanitario público.

https://defensordelmenordeandalucia.es/sugerimos-al-ayuntamiento-que-inice-los-tramites-para-elaborar-unas-ordenanzas-sobre-el-uso-de
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En este caso la administración educativa alude a la conflictividad familiar que vive el menor, la cual 
repercute en su comportamiento. Estas circunstancias han sido tenidas en cuenta por el instituto en el 
que está matriculado velando por su interés superior al considerar que se encuentra en una situación 
de especial riesgo socio-educativo. Para ello, se le ha preservado, en lo posible, de los desencuentros 
entre ambos progenitores, se ha dado traslado de la situación del alumno tanto a los correspondentes 
servicios de la Delegación de Educación, como a los demás organismos que intervienen en el caso 
y se ha abierto un protocolo de maltrato (queja 23/0785).

2.1.3.2.4. Responsabilidad penal de menores

El artículo 45 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de 
los Menores, atribuye a las Comunidades Autónomas la ejecución de las medidas adoptadas por 
los Juzgados de Menores en sus sentencias firmes. En el caso de Andalucía, dicha competencia es 
ejercida por la Consejería de Justicia, Administración Local y Función Pública por mediación de su 
Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación. Dicha Dirección General, con la correspondiente 
dotación de medios a nivel provincial, gestiona la ejecución de las medidas impuestas a los menores 
y jóvenes responsables.

Coherentemente a su función institucional, esta Institución presta una especial atención a las cues-
tiones que afectan a las personas menores de edad que están sujetas al sistema penal especializado 
en el ámbito juvenil. Chicos y chicas que han sido encontrados responsables por las autoridades 
judiciales y que tienen asignadas determinadas medidas dictadas con un claro objetivo educativo, 
a la vez que implican la reprobación legal y social por los actos cometidos.

Podemos desglosar una doble orientación en las materias recibidas. De un lado, son frecuentes las 
quejas que se pueden englobar en los aspectos ligados a la ejecución de alguna de las medidas 
impuestas por los Juzgados de Menores, mostrando su disconformidad o bien relatando posibles 
deficiencias en la organización o funcionamiento de los centros en los que estos menores 
permanecen internados. Se trata de los Centros de Internamiento de Menores Infractores (CIMI) 
que están adscritos a la Dirección General competente de la Junta de Andalucía y que asumen la 
gestión de este servicio dirigido a cumplir con las previsiones fijadas por los tribunales de tratamiento 
y aplicación de las medidas correctivas y educativas que se han establecido en las respectivas reso-
luciones judiciales.

De otro lado, se suelen recibir quejas que expresan la discrepancia o disconformidad con las me-
didas adoptadas por los Juzgados a la hora de enjuiciar los hechos y las consecuencias deri-
vadas de la responsabilidad de las personas menores de edad infractoras. En estas ocasiones, 
acostumbramos a sugerir la intervención de profesionales de la abogacía para hacer valer los inte-
reses o derechos de estos chicos y chicas en las actuaciones judiciales en las que deben plantear las 
cuestiones discrepantes sometidas a los respectivos procesos de responsabilidad penal.

Además de lo anterior, procuramos explicar a los jóvenes afectados y sus familias que estas decisiones 
son propias de la función jurisdiccional exclusiva de los Juzgados de Menores, sin que esta Institución 
pueda supervisar o corregir tales decisiones adoptadas por estos Juzgados, en respeto de la inde-
pendencia de aquellos órganos integrantes del Poder Judicial que ejercen su labor jurisdiccional, tal 
como predica el artículo 117 de la Constitución.

El ejercicio de 2023 ha permitido continuar con nuestra labor de tutela y garantía de los derechos de 
las personas menores infractoras desde un enfoque específico analizando y atendiendo las queja 
individualmente recibidas y, a la vez, procurando abarcar un ámbito más general sobre el conjunto 
del Sistema de Justicia Juvenil.

Precisamente este enfoque global cuenta con sólidos antecedentes gracias al estudio realizado en 
2014 sobre estos CIMI, recorriendo todos estos recursos repartidos por toda Andalucía. El resultado 
fue la presentación ante el Parlamento de un Informe Especial que contenía una interesante relación 
de propuestas y medidas de mejora que fueron recibidas con un claro ánimo colaborador desde la 
administración responsable.

https://defensordelmenordeandalucia.es/sites/default/files/informe_atencion_a_menores_infractores_xs_0.pdf
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Nueve años después hemos considerado oportuno 
realizar un seguimiento de estas medidas aceptadas 
tras la presentación del Informe Especial a través de 
una serie de quejas de oficio dirigidas a comprobar los 
procesos de mejora que se anunciaron referidos a varios 
aspectos muy importantes: atención en salud mental 
(queja 23/5510), asistencia jurídica a los menores (Queja 
23/5511) o recursos adaptados de formación profesional 
(Queja 23/7752).

Por cuanto respecta a la atención a la salud mental, he-
mos solicitado a las Consejerías responsables en materia 
de Justicia y de Salud la puesta al día de los sistemas 
de atención ante las necesidades de estos jóvenes que 
presentan, en gran medida, carencias de salud mental 
en un amplio espectro, sobre todo por problemas de-
rivados de adicciones, incidentes de conducta o han 
desarrollado propiamente enfermedades mentales.

La asistencia jurídica a cargo de profesionales de la abo-
gacía ha sido motivo también de un completo análisis 
contando con la participación de todos los Colegios Pro-
fesionales en Andalucía. Hemos destacado variados as-
pectos que se hace necesario abordar de manera con-
junta y que merecen una actuación conveniada entre 
los agentes responsables de este esencial servicio de 
apoyo y garantía para los menores infractores.

Y, por otra parte, hemos querido indagar en el aprove-
chamiento durante estas estancias de los jóvenes para 
continuar con sus procesos educativos, muchos de ellos 
truncados, y enfocar sus trayectorias en los contenidos 
más adecuados a sus preferencias y capacidades. So-
bre todo, esta actividad formativa está especialmente 
orientada a la Formación Profesional, donde los CIMI 
disponen de recursos, profesorado y talleres idóneos 
para incorporar este horizonte para su educación y ca-
pacitación.

Confiamos que en próximas ediciones podamos concluir sendos expedientes de oficio a través de las 
aportaciones de las Consejerías responsables, de cuyos resultado daremos cumplida cuenta.

Como decíamos, más allá de estas actuaciones de oficio inspiradas en el Informe Especial de 2014, 
también continuamos atendiendo las cuestiones que se expresan en las quejas individuales que 
hacen mención al régimen interno de estos CIMI y afectan a las cuestiones más variadas de 
la vida cotidiana de estos centros. Son quejas variopintas, como pueden ser los permisos de visita 
o salida, convivencia entre iguales, trabajo de los técnicos que asisten a los internos, etc. Nuestro 
interlocutor principal es la Dirección General de Cooperación y Justicia Juvenil, si bien el origen de 
la información parte de los propios gestores de los CIMI que, en estos momentos, se encuentran en 
su totalidad concertados con entidades colaboradoras.

Por tanto la inmediatez y la accesibilidad a estos CIMI ocupa un lugar habitual en los trabajos de la 
Defensoría, desplegados también en colaboración con el Mecanismo Nacional de Prevención de 
la Tortura (MNPT). En concreto, este ejercicio hemos realizado una visita singular a los CIMI Sierra 
Morena y Medina Azahara en Córdoba, encauzada a través de la queja de oficio 23/2836.

Como decíamos, las cuestiones que se expresan en este tipo concreto de quejas hacen mención al 
régimen interno de estos CIMI y afectan a las cuestiones variadas de la vida cotidiana de estos centros. 
Son quejas que expresan una amplia casuística y que incluyen relatos de incidencias o, en ocasiones, 
conflictos de mayor trascendencia que resultan, por su propia naturaleza, difíciles de acreditar.

El ejercicio de 
2023 ha permitido 

continuar con 
nuestra labor de 

tutela y garantía de 
los derechos de las 
personas menores 

infractoras desde un 
enfoque específico 

analizando y 
atendiendo las queja 

individualmente 
recibidas

https://defensordelmenordeandalucia.es/queremos-conocer-las-medidas-propuestas-en-salud-mental-para-la-atencion-de-menores-infractores
https://defensordelmenordeandalucia.es/preguntamos-sobre-la-asistencia-profesional-juridica-a-los-menores-infractores
https://defensordelmenordeandalucia.es/preguntamos-sobre-la-asistencia-profesional-juridica-a-los-menores-infractores
https://www.defensordelmenordeandalucia.es/queremos-conocer-las-actividades-de-formacion-ocupacional-en-los-centros-de-menores-infractores
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Podemos citar algunos ejemplos. Un interno del CIMI Medina Azahara discrepaba de la intervención 
recibida por parte del equipo de educadores. Pudimos conocer la posición de la dirección de centro y 
de las actividades y programas aplicados al menor sin que pudiéramos deducir un comportamiento 
inadecuado (queja 23/0320). Otras quejas afectan a la atención sanitaria que los internos demandan 
y cuya prestación se atiende a través de los recursos del sistema sanitario público, incluso, reforzado 
con otras prestaciones concertadas por los centros (quejas 23/0319, 23/1140 y 23/1241).

Con motivo de nuestras actuaciones podemos conocer los detalles de atención y seguimiento que 
recibían los internos desde los servicios de salud y solemos concluir que la asistencia sanitaria se 
facilita con normalidad, si bien sometida al lógico criterio de profesionales médicos que evalúan en 
cada caso el tratamiento oportuno aun a pesar de despertar opiniones contrarias de los pacientes. 
Del mismo modo, comprobamos que la interrelación de las necesidades de los internos de los CIMI 
con sus recursos sanitarios de zona se desenvuelven con normalidad.

Otros motivos de reclamación relatan problemas con permisos de salida denegados. Afortunada-
mente contamos con los informes que atendían motivadamente todos y cada uno de los aspectos 
recogidos en las quejas. Una vez que fueron analizados con detalle, pudimos concluir que no se 
apreciaba irregularidad en las actuaciones del centro (queja 23/6419 y 23/6538).

Ciertamente algunas quejas, las menos, expresan incidentes que resultan sumamente difíciles de 
adverar. Desde luego ofrecemos una actitud acogedora, promoviendo la investigación de la queja 
y trasladando los casos a las autoridades responsables para reclamar las informaciones necesarias 
desde los servicios técnicos de cada CIMI.

También se reciben quejas que relataban supuestos comportamientos de desatención o trato inco-
rrecto hacia los internos a cargo de determinados profesionales. En sendos casos los relatos apenas 
ofrecían referencias inconcretas e incluso expresadas por terceras personas ajenas a centro. Aunque 
la información solicitada suele ser aportada con diligencia y con detalle, en ocasiones carecemos de 
otras fuentes que ayuden a concretar o ratificar esas vías internas de información (queja 23/4329 y 
23/5700).

2.1.3.3. Actuaciones de oficio
Las quejas de oficio que se han iniciado en 2023 en materia de Infancia, Adolescencia y Juventud 
han sido las siguientes:

	▷ Queja 23/2831, ante los servicios de Asuntos Sociales del Ayuntamiento de Linares (Jaén), relativa 
a una denuncia anónima sobre la posible situación de riesgo de 3 hermanas de Linares.

	▷ Queja 23/3760, ante Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad en 
Sevilla, relativa a la alerta de la Inspección Educativa de las ideas suicidas de un alumno que llegó 
a estar tutelado por el Ente Público y que padece problemas de comportamiento.

	▷ Queja 23/3768, ante la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad 
en Sevilla, la Dirección General de Asistencia Sanitaria y Resultados en Salud del Servicio Andaluz 
de Salud y el Ayuntamiento de Dos Hermanas (Sevilla) relativa a la situación de vulnerabilidad 
de una persona menor de edad autista severo de 13 años que no recibe suficiente ni adecuada 
atención socio sanitaria.

	▷ Queja 23/3893, ante el Ayuntamiento de Bollullos de la Mitación (Sevilla), relativa a la posible 
situación de maltrato que sufre un niño, de 9 años, por parte de su familia.

	▷ Queja 23/4988, ante el Área de Derechos Sociales de la Diputación Provincial de Málaga, relativa 
a la posible situación de absentismo de un menor de 7 años.

	▷ Queja 23/5510, ante la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación y la Consejería de Salud 
y Consumo, relativa a las medidas propuestas sobre salud mental para menores infractores que 
cumplen medidas de internamiento en CIMI.

https://defensordelmenordeandalucia.es/queremos-conocer-la-intervencion-realizada-tras-la-alerta-por-un-menor-con-ideaciones-suicidas
https://defensordelmenordeandalucia.es/investigamos-la-atencion-socio-sanitaria-a-familia-con-autista-severo-de-13-anos
https://defensordelmenordeandalucia.es/queremos-conocer-las-medidas-propuestas-en-salud-mental-para-la-atencion-de-menores-infractores


ÍNDICE

2.1. PERSONAS

120

	▷ Queja 23/5511, ante Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación, Colegio de Abogados 
de Almería, Colegio de Abogados de Cádiz, Colegio de Abogados de Jerez de la Frontera, Colegio 
de Abogados de Córdoba, Colegio de Abogados de Lucena (Córdoba), Colegio de Abogados de 
Granada, Colegio de Abogados de Huelva, Colegio de Abogados de Jaén, Colegio de Abogados 
de Málaga, Colegio de Abogados de Antequera, Colegio de Abogados de Sevilla relativa a las 
medidas de colaboración con los Colegios de Abogados para la atención a menores infractores 
que cumplen medidas de internamiento en CIMI.

	▷ Queja 23/5512, ante el Área de Hábitat Urbano y Cohesión Social del Ayuntamiento de Sevilla, 
relativa a la posible situación de riesgo de chico de 12 años residente en Sevilla Este.

	▷ Queja 23/5771, ante el Ayuntamiento de Ojén (Málaga), relativa a la posible situación de riesgo 
de un menor residente en Ojén.

	▷ Queja 23/6095, ante el Ayuntamiento de Bormujos (Sevilla) relativa a la posible situación de riesgo 
de un menor con varios intentos de autolisis.

	▷ Queja 23/6096, ante el Ayuntamiento de Marbella (Málaga), relativa a la posible posible situación 
de riesgo de una menor residente en Marbella.

	▷ Queja 23/6141, ante el Ayuntamiento de Camas (Sevilla), tras el relato de un padre por una apa-
rente situación de riesgo de su hijo durante una visita a la Oficina de Información y atención 
ciudadana (OIAC) de esta Institución.

	▷ Queja 23/6242, ante el Ayuntamiento de San Fernando (Cádiz), relativa a una solicitud judicial 
de antecedentes en una situación de riesgo para menores en San Fernando.

	▷ Queja 23/7318, ante la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad, Fundación 
Emet Arco Iris, relativa a los protocolos frente a acoso sexual en centros de protección de menores 
con problemas de comportamiento.

	▷ Queja 23/7320, ante el Ayuntamiento de Níjar (Almería), relativa a una denuncia sobre una menor 
que trabaja de camarera en un bar de Nijar donde supuestamente se sirven bebidas alcohólicas 
a personas menores de edad.

	▷ Queja 23/7408, ante el Ayuntamiento de Villaviciosa de Córdoba, relativa a la Intervención ante 
una situación aparente de riesgo para un menor.

	▷ Queja 23/7523, ante el Ayuntamiento de San Roque (Cádiz), relativa a la posible situación de 
riesgo en que pudiera encontrarse una niña como consecuencia de la drogadicción del padre y 
su conducta violenta.

	▷ Queja 23/7752, ante la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación, Consejería de Desa-
rrollo Educativo y Formación Profesional, relativa al seguimiento de medidas de apoyo a la For-
mación Profesional de los menores infractores que cumplen medidas de internamiento en CIMI.

	▷ Queja 23/8478, ante la Diputación Provincial de Almería, relativa a la posible situación de riesgo 
de una menor derivada de los problemas de drogadicción de su madre.

	▷ Queja 23/8480, ante el Ayuntamiento de Mijas (Málaga) por la posible situación de riesgo en que 
pudiera encontrarse un menor residente en dicho municipio.

	▷ Queja 23/9155, ante la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación relativa a la denuncia 
de la posible situación de maltrato de niña transexual en el CIMI Los Molinos.

	▷ Queja 23/9573, ante Secretaría General de Servicios Judiciales, relativa a problemas de gestión 
de los Equipos Psicosociales de la provincia de Cádiz.

	▷ Queja 23/9574, ante el Ayuntamiento de Lora del Río (Sevilla), relativa a unos padres que ponen 
en riesgo a su hija, de 9 años.

https://defensordelmenordeandalucia.es/preguntamos-sobre-la-asistencia-profesional-juridica-a-los-menores-infractores
https://defensordelmenordeandalucia.es/preguntamos-por-los-protocolos-frente-a-acoso-sexual-en-centros-de-proteccion-de-menores
https://www.defensordelmenordeandalucia.es/queremos-conocer-las-actividades-de-formacion-ocupacional-en-los-centros-de-menores-infractores
https://defensordelmenordeandalucia.es/investigamos-los-problemas-de-gestion-de-los-equipos-psicosociales-de-la-provincia-de-cadiz
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2.1.4. Personas en situación y/o 
riesgo de vulnerabilidad

2.1.4.1. Introducción 
El paso de la vulnerabilidad a la exclusión es más frecuente de lo que imaginamos y en ello inter-
seccionan varios factores como el nivel educativo, el cultural, la empleabilidad o la salud. 

Las dificultades para el acceso a algunos de estos derechos limita de manera inmediata o en el futuro 
a los individuos o grupos afectados su bienestar y calidad de vida. La “noción de grupo social” incide 
también en la vulnerabilidad de muchas personas, de tal manera que, por ejemplo, por el mero hecho 
de ser migrante o pertenecer al pueblo gitano tienen más dificultades para satisfacer sus derechos. 

Investigaciones del trabajo social consideran la vulnerabilidad como “la situación de desamparo 
que produce que una persona en un momento determinado se vea afectada o indefensa para 
enfrentar o reaccionar a alguna situación ese momento determinado”. Hablamos de personas con 
escasos recursos económicos, de quienes se encuentran en situación de calle, personas en prisión, 
migrantes, población gitana, además de todas aquellas en las que el género incide en su situación 
de precariedad. 

De otra parte, nos referimos a situaciones de exclusión cuando un grupo de personas o un individuo, 
vive en una situación al margen de la sociedad. 

Por tanto, la situación de vulnerabilidad y/o exclusión en  la que se encuentren las personas, determina 
que hablemos de “personas vulnerables”, refiriéndonos a quienes aún no se han incorporado a ese 
grupo de exclusión, pero que tienen unas condiciones de fragilidad que les aproxima a los primeros; 
y de “personas vulneradas”, que son quienes padecen situaciones de pobreza que les impide su 
propio sostenimiento. 
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Es por ello que atajar la vulnerabilidad requiere orientar las políticas públicas hacia ese objetivo, 
superando el asistencialismo y poniendo el acento en la formación, la educación y el fomento 
de los valores democráticos. 

Es el Derecho y la norma jurídica la que ha de servir para superar el estado actual en el que nos 
encontramos, donde se ha cronificado la pobreza y la desesperanza. Se trata de poner los medios 
necesarios para que quienes se han quedado atrás alcancen la justicia social y para ello el análisis de 
los efectos producidos por la distintas políticas públicas es más que conveniente. 

Son muchas las entidades y organismos que realizan año tras año un análisis concienzudo de la vul-
nerabilidad, analizando distintos indicadores que nos aproximan a la realidad de muchas personas 
que bien por causas estructurales o por pertenecer a un grupo social tienen dificultades para alcanzar 
sus derechos.  	

Tanto el Informe FOESA 2022 sobre la exclusión y el desarrollo social en Andalucía  como el V Informe 
del Observatorio de la Desigualdad en Andalucía referido a 2023, arrojan datos sobre la desigualdad 
en nuestra región. Un sustrato en el que se sustenta muchas de las situaciones que nos ha trasladado 
la ciudadanía a través de sus quejas y  reuniones, contrastadas por las actuaciones de oficio que se 
han gestionado.  

En el Informe sobre exclusión y desarrollo social en Andalucía 2022, (FOESA)  una de las principales 
conclusiones es que “aunque durante las crisis se producen un rápido incremento de la exclu-
sión, la posterior llegada de periodos de recuperación y crecimiento económico no suponen 
un descenso de dichos niveles de exclusión al mismo ritmo.” 

Entre los principales factores que inciden en los procesos de exclusión está el empleo precario 
o la ausencia del mismo.

Así, el desempleo de larga duración sin acceso a ofertas formativas ha sido el que más ha influido 
en las situaciones de vulnerabilidad económica. Según resultados recientes el 12,1%  de los hogares 
andaluces está afectado por situaciones de pobreza severa, el 4,1% de los hogares sufren problemas 
de sobre endeudamiento y el 0,6% padecen situaciones de privación material grave. 

La falta de recursos económicos tiene su reflejo inmediato en la exclusión residencial a la que se 
enfrentan quienes han perdido la vivienda por problemas económicos, o quienes no disponen de 
ingresos para acceder a las disponibles en el mercado. También familias que tienen vivienda, pero 
en condiciones no adecuadas de habitabilidad para poder organizar su vida. 

Distintas realidades respaldan los datos: como son los hogares en chabolas, hacinamientos graves, 
tenencias de viviendas en precario, viviendas no adaptadas a los problemas de movilidad o en en-
tornos muy degradados. 

A modo de ejemplo, los datos de vivienda insegura afectan en Andalucía a 147.500 hogares y a 457.500 
personas mientras que las de vivienda inadecuada repercutirían sobre 201.800 hogares y 800.200 
personas. Una situación que en ocasiones incide por igual en las redes de apoyo familiar, repercutien-
do en la salud de sus miembros y en  quienes tienen alguna discapacidad, restándoles autonomía.

Estas situaciones de falta de recursos económicos se ha visto paliada por la incidencia del Ingreso 
Mínimo Vital, que no ha llegado en Andalucía a todas las personas en situación de pobreza severa, 
además de por la Renta Mínima de Inserción Social de Andalucía (RMISA) que conforma otra parte 
de la red de seguridad frente a la pobreza.

La brecha digital, aparece en estos contextos como un nuevo elemento que incide en la inclusión 
social. Recoge el informe que alcanza al 35,2% del conjunto de los hogares en Andalucía, aumentando 
hasta el 57,2% en el caso de los que se encuentran en situación de exclusión severa.

La cita previa se ha convertido en obligatoria y la tramitación de los procedimientos administrativos 
requiere que los administrados dispongan de medios electrónicos para realizar multitud de procesos 
que son imprescindibles para su día a día. Y todo ello sin tener en consideración que existen diferen-
tes capacitaciones en las personas usuarias, personas que no disponen de ordenador o  de internet 
con la velocidad adecuada y que incide en la pérdida de oportunidades a nivel social, laboral, etc.

https://www.foessa.es/main-files/uploads/sites/16/2022/02/Informes-Territoriales-2022__Andalucia.pdf
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Situaciones que varían en función del territorio en el que se resida. Así, en el V Informe del Observa-
torio de Desigualdad de Andalucía 2023, se analizan aquellas áreas donde se concentran los mayores 
contrastes económicos y por tanto donde existen mayores desigualdades sociales.

Se han analizado los efectos de la desigualdad en las 12 ciudades con una población superior a los 
100 habitantes, (8 capitales de provincia más Jerez de la Frontera y Algeciras  en Cádiz, Marbella  en 
Málaga y Dos Hermanas en Sevilla) utilizando indicadores como la renta media por hogar, la tasa 
de desempleo, la población con estudios superiores y el porcentaje de población mayor de 65 años. 

Las diferencias de cada uno de estos territorios es una consecuencia de los recursos del municipio, 
de las formas de administrarlos, y de “la capacidad de sus instituciones, organizaciones y empresas 
para cooperar y resolver colectivamente las disfunciones y problemas que les afectan”

Un análisis que ha permitido extraer datos que avalan que determinados procesos de producción 
social han generado distanciamientos entre los grupos sociales reflejado en los distintos ám-
bitos espaciales de las ciudades. 

Así en algunos barrios “se concentran personas con escasos recursos económicos, bajo nivel educa-
tivo, desempleada o con empleos precarizados, cuyas viviendas son inadecuadas y en mal estado 
de conservación. Se trata de barrios urbanísticamente deteriorados y con servicios deficientes cuya 
población -especialmente la más joven- tiene pocos estímulos y expectativas de futuro”

Una realidad que requiere políticas públicas diferenciadas y adaptadas a las características de 
cada ámbito, dado que las existentes se han revelado ineficaces para sacar del estado en el que se 
encuentran muchos de los territorios antes mencionados. 

La distribución de la renta, la educación, el empleo o la salud se “han proyectado” de forma desigual 
en el territorio. Hay municipios que no alcanzan los 10.000€ por hogar, mientras otros, como las 
capitales de provincia y áreas metropolitanas, están por encima de los 25.000€, siendo éstos donde 
están los mejores índices de formación y de renta familiar, incidiendo dichos factores en la salud y 
en los índices de la mortalidad. Llama la atención que sea en las ciudades de más renta donde se 
sitúan mayores niveles de desigualdad territorial. 

2.1.4.2. Análisis de las quejas admitidas a 
trámite

Procederemos en este apartado a dar cuenta de las actuaciones tramitadas por la Defensoría, sobre 
las situaciones que nos trasladan quienes aún disponiendo de rentas económicas precarias que les 
permiten asumir sus necesidades personales y familiares, la incidencia de un factor de riesgo les 
desestabiliza, necesitando que se  revierta en el más corto tiempo posible a fin de evitar situaciones 
de exclusión. 

También de quienes ya se encuentran en situaciones de vulnerabilidad extrema y nos trasladan 
problemas íntimamente relacionados como son: la falta de recursos económicos, la imposibilidad de 
asumir gastos de vivienda, de suministros, las dificultad para ser atendidos por los servicios sociales 
comunitarios o para tener acceso al estado de sus expedientes en las distintas administraciones, etc. 

Todos ellos casos donde, tras una mirada poliédrica, se constata la intersección de distintas pro-
blemáticas en las mismas personas o grupos sociales que requieren la concurrencia de varias 
políticas públicas para superarlas. 

Hablamos en estos casos de exclusión y no ya de vulnerabilidad o de riesgo de exclusión, tal y como 
apuntábamos al inicio de este capítulo.	

https://observatoriodesigualdadandalucia.org/sites/default/files/v_informe_observatorio_de_desigualdad_de_andalucia_2023_1.pdf
https://observatoriodesigualdadandalucia.org/sites/default/files/v_informe_observatorio_de_desigualdad_de_andalucia_2023_1.pdf
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2.1.4.2.1. Personas vulneradas (en exclusión)

2.1.4.2.1.1. Prestaciones económicas

Entre las causas que inciden en la cronificación de la vulnerabilidad está el empleo temporal e intermi-
tente y los bajos salarios. El informe FOESA pone de manifiesto que “La mayor parte de los sectores 
excluidos se emplea en puestos de trabajo «normalizados», aunque no por ello de calidad”. 

Esto motiva que muchas personas, aun siendo los principales sustentadores/as de sus economías 
nos trasladen las dificultades que tienen para subsistir en su día a día, con menores a su cargo y, en 
muchas ocasiones, siendo mujer y familia monoparental. 

Personas que tienen trabajos muy precarios, discontinuos, muchas veces procedentes de la economía 
sumergida y que garantizan al menos la cobertura de sus necesidades básicas, a través de recursos 
proceden de prestaciones económicas no contributivas como es el Ingreso Mínimo Vital (IMV), la 
Renta Mínima de Inserción (RMISA) o la Prestación No Contributiva (PNC). 

En informes anteriores de esta Defensoría se ha venido dando cuenta de estas situaciones y de los 
desafíos a los que se enfrenta la población vulnerable para superarlas. 

Analizamos a continuación las quejas remitidas relacionadas con el impacto en la población de  las  
distintas políticas públicas que provén de recursos económicos a las familias más vulnerables, 
con situaciones cronificadas de precariedad económica, que si bien están destinadas a paliar su 
situación, no siempre alcanzan los objetivos perseguidos. 

2.1.4.2.1.1.1. Ingreso Mínimo Vital: una renta básica garantizada (IMV)

En las reuniones mantenidas a lo largo de este año con profesionales de los Servicios Sociales Comu-
nitarios nos trasladan que el Ingreso Mínimo Vital (IMV) puesto en marcha a través del Real Decreto 
Ley 20/2020, de 29 de mayo, y la posterior aprobación de la Ley 19/2021 de 20 de diciembre por la que 
se establece el ingreso mínimo vital, ha propiciado aportaciones económicas a muchas familias 
que les permite afrontar su día a día. 

Según datos publicados, esta prestación ha alcanzado a finales de 2023 a 228.678 hogares andaluces 
en los que viven 691.955 beneficiarios.

Un recurso económico, tramitado por el Instituto Nacional de Seguridad Social, que a través de sus 
distintas modificaciones permite la compatibilidad con otros ingresos procedentes de las rentas 
de trabajo o de las actividades económicas por cuenta propia con el fin de mejorar las oportu-
nidades reales de inclusión social y laboral de las personas beneficiarias. 

Si bien siendo éste un recurso fundamental para facilitar la inclusión de la población destinataria, no 
está exento de dificultades.

Las quejas remitidas a esta Defensoría, al ser competencia su tramitación de una administración es-
tatal como es la Seguridad Social, son enviadas al Defensor del Pueblo de España (DPE). Una lectura 
de las mismas nos permite conocer algunos de los problemas trasladados, y prestar asesoramiento 
a quienes, por cuestiones territoriales, consideran a esta Defensoría una institución cercana a sus 
pretensiones. 

Quejas que están relacionadas en la mayoría de los casos con los retrasos en la concesión de las 
ayudas como es el caso de la 23/2163 en la que nos informan que en octubre de 2022 solicitó el IMV, 
llegándole la resolución un año después. Muy tarde para una persona que necesitaba una resolución 
urgente ya que “tengo minusvalía sin posibilidad de trabajar y tengo a dos menores a mi cargo”.

La devoluciones de cobros indebidos es otro de los problemas de los y las solicitantes. Es el caso 
de la queja 23/3735 en la que la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad, había 
procedido a resolver el reintegro de la pensión no contributiva (PNC) al haber percibido el IMV de 

https://www.boe.es/buscar/pdf/2021/BOE-A-2021-21007-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/2021/BOE-A-2021-21007-consolidado.pdf
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forma errónea, ocasionándole perjuicios económicos en su precaria situación. Una actuación que, 
tras la intervención de la Defensoría estatal, ha requerido la coordinación entre el Instituto Nacional 
de la Seguridad Social y la Delegación Territorial de la mencionada administración regional a fin de 
solucionar el problema y restituirle la PNC. 

En otras quejas se puede ver cómo en determinadas situaciones interseccionan distintos proble-
mas, como el género y la falta de recursos económicos, que agravan la situación de vulnerabilidad 
de una persona.

Es el caso de lo expuesto en la 23/0483, madre soltera, con tres hijos a cargo, y por lo tanto familia 
numerosa, empleada de hogar y en paro que solicitó el IMV en junio del 2022 y que en febrero de 
2023 se lo denegaron por no quedar acreditada la representación, cuestión que dice no entender. 

2.1.4.2.1.1.2. La Renta Mínima de Inserción Social en Andalucía (RMISA)

La Renta Mínima de Inserción Social en Andalucía (RMISA) tiene como objetivo, tal y como se recoge 
en el artículo 2 del Decreto-Ley 3/2017 de 19 de diciembre, garantizar la atención a las situaciones de 
pobreza, exclusión social o riesgo de estarlo de las personas y promover su inclusión e integración 
socio laboral. 

Las quejas recibidas en esta Institución suelen estar relacionadas con la dilación en notificar la resolu-
ción de las solicitudes de RMISA, siendo también significativos los retrasos en emitir las resoluciones 
de los recursos interpuestos. 

Es necesario tener en cuenta que conforme al artículo 32 de esta Ley, el plazo para resolver los 
expedientes de RMISA es de dos meses a contar desde el día primero del mes siguiente a la fecha 
de entrada de la solicitud en el órgano competente para resolver y los recursos de alzada se han 
de contestar en un mes desde su interposición. 

Desde que entrara en vigor esta nueva prestación se 
han ido acumulando importantes retrasos en la trami-
tación de estos expedientes que causan graves perjui-
cios a sus solicitantes, que no pueden atender al pago 
de recursos básicos para su subsistencia, como por 
ejemplo el alquiler de sus viviendas o cubrir necesida-
des tan elementales como el abono de suministros o 
los propios gastos de alimentación. Una realidad que 
se ha ido dando cuenta en anteriores informes de esta 
Defensoría. 

Si bien el número de quejas relacionadas con estos 
retrasos ha disminuido respecto a años anteriores, se-
guimos tramitando expedientes en los que se puede 
observar una dilación en la resolución de los mismos.

La promotora de la queja 23/5358 nos informó que en 
junio del año 2021 había solicitado la RMISA sin haber 
recibido respuesta casi dos años después. Constatada 
la reincidencia de situaciones similares, en la tramita-
ción del expediente de queja 22/0730, se emitió una 
Recomendación General dirigida a los órganos de la 
Consejería competente en la materia, para que, entren 
otras cuestiones, se procediera a dotar el órgano admi-
nistrativo de referencia de los medios personales nece-
sarios para resolver en un plazo razonable y respetando 
los establecidos por su normativa reguladora.

Como respuesta a dicha Recomendación nos traslada-
ron en su informe que desde la Consejería se estaba 
trabajando para adoptar las medidas necesarias, tanto 
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https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOJA-b-2017-90529
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/deben-contestar-al-recurso-que-deniega-la-ampliacion-de-la-renta-minima
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personales como materiales, con el objetivo de agilizar la tramitación de todos los procedimientos, 
así como en la búsqueda de herramientas informáticas que permitan incrementar la capacidad de 
resolución de los expedientes afectados (..). 

De otra parte, analizados los informes remitidos en las distintas quejas, observamos que en el trá-
mite hasta la resolución de los recursos interpuestos existen importantes retrasos imputados a las 
Delegaciones Territoriales, que aunque no son competentes para dictar resolución sí preparan el 
expediente para su remisión a la Dirección General. 

Ilustra esta situación la queja 23/1289 en la que el promotor, migrante en paro y con dificultades 
económicas, sufre un retraso en la resolución del recurso interpuesto de más de un año. Decía que 
no recibía ninguna prestación económica en los últimos 3 años teniendo que recibir ayudas del 
ayuntamiento para el pago del alquiler y suministros. 

Solicitado informe a la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad de su 
provincia nos informaron que el 4 de enero, casi un año después de interponer el recurso, se había 
remitido al organismos competente para su resolución, en este caso la Dirección General Protec-
ción Social y Barriadas de Actuación Preferente, el informe y copia del expediente para que emitan 
resolución, estando a la espera nos remitan la resolución para efectuar la oportuna notificación de 
la misma al interesado. 

En estos casos es necesario detenernos en el procedimiento, que tal y como antes se indicaba, quizá 
requieran un análisis para su simplificación.

Y por último, traemos a colación una queja en la que nos pone en conocimiento que es madre di-
vorciada por violencia de género, con ejecución de sentencia y “a la espera de todo con tan solo 420 
euro de ayuda familiar que se me agota este verano”. Decía que en 2019 había solicitado la RMISA 
y que por no entender lo de la carpeta ciudadana, necesitar ayuda de los servicios sociales pero “no 
me cogen el teléfono o sino me dicen que ya llamarán así llevo más de un año”. 

Una situación agravada por la denominada brecha digital a la que se enfrentan muchas personas 
que tienen dificultades para acceder a su documentación a través de aplicaciones informáticas. 

Se han recibido otras quejas en las que junto a situaciones similares a las descritas, concurren otras 
como la enfermedad mental, bien como consecuencia o como causa de la situación de vulnerabi-
lidad. 

Es el caso de la queja 23/8392 en la que nos trasladan que su hermana de 60 años vive “una situación 
más que precaria”, tiene una enfermedad mental crónica y hace años le concedieron al mismo tiem-
po el IMV y la RMISA, y que debido a las deudas que mantenía para el sustento de su hogar no pudo 
devolver ésta última, aumentando la cuantía con los correspondientes intereses que hace inviable 
poder hacer frente a esta obligación. 

La devolución de ingresos indebidos provoca en la mayoría de las ocasiones perjuicios en las eco-
nomías de las personas, lo que ha llevado a la administración andaluza a modificar la normativa de 
la Renta Mínima de Inserción “declarando la incompatibilidad de la prestación autonómica con la 
estatal, evitando generar futuros procedimientos de reintegros por pagos indebidos a personas y 
familias que luchan contra la pobreza en su hogar”. 

Una modificación que, si bien facilita que no se tenga que reintegrar la prestación de RMISA, demora 
en el tiempo la solución a la vulnerabilidad económica extrema con el consiguiente malestar 
de la ciudadanía.

2.1.4.2.1.1.3. Prestaciones no contributivas por jubilación e incapacidad (PNC)

Las prestaciones no contributivas, reguladas en el Real Decreto 357/1991, de 15 de marzo, establece 
en su artículo primero que tendrán derecho a la pensión de invalidez de la Seguridad Social, en su 
modalidad no contributiva, las personas que sean mayores de dieciocho años y menor de sesenta y 
cinco años de edad, en la fecha de la solicitud, teniendo que residir legalmente en territorio español 
y haberlo hecho durante cinco años, de los cuales dos deberán ser inmediatamente anteriores a la 

https://www.boe.es/boe/dias/1991/03/21/pdfs/A08958-08963.pdf
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fecha de la solicitud, estar afectadas por una minusvalía o por una enfermedad crónica, en un grado 
igual o superior al 65 por 100 y carecer de rentas o ingresos suficientes en los términos señalados en 
el artículo 11. 

A estos efectos se considerará que existen rentas o ingresos insuficientes, “cuando los que disponga 
o se prevea va a disponer el interesado, en cómputo anual, de enero a diciembre, sean inferiores a 
la cuantía, también en cómputo anual, de las pensiones no contributivas de la Seguridad Social 
que se fije en la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado”. 

En 2023 se registraron en esta Institución numerosos escritos de queja en los que se trasladaban los 
retrasos que se acumulaban en la resolución de estas prestaciones orientadas, como decíamos, a 
personas en situación de necesidad.

Así, en la queja 23/0905 la promotora decía haber presentado solicitud de PNC por jubilación en 
septiembre de 2022. Tras los informes recibidos se constató que fue dictada resolución favorable en 
julio de 2023, casi un año después. 

En la 23/3732, la Delegación Territorial de Sevilla reconoce el retraso en la tramitación de este tipo de 
expedientes debido a la falta de personal que tenían en el servicio de gestión económica de pensiones. 

En otras ocasiones la falta de diligencia de las administraciones ha conllevado el retraso de esta pres-
tación. Es el caso de la queja 23/0070 en la que se nos pedía nuestra intervención dado que había 
solicitado una PNC en julio de 2022 “que le ayude a paliar su día a día dada la cuenta de los escasos 
ingresos que percibía su unidad familiar y el retraso en su resolución” que le estaba ocasionando 
serios perjuicios. 

Una escrito que dice haber presentado en la Diputación Provincial de Córdoba y que por falta de 
remisión a la Delegación Provincial de Jaén no pudo ser contestado ni  recibido asesoramiento, todo 
ello sin tener en cuenta las características de la persona remitente. 

En la gestión de estos expedientes desde las Delegaciones competentes nos han informado de 
la adopción de distintas medidas para agiliza la resolución de estas prestaciones tales como la ro-
botización de su gestión,  pero lo cierto es que el plazo medio de resolución supera en ocasiones 
notablemente el establecido en la legislación de referencia. Estamos hablando de personas que 
se encuentran en una situación de precariedad económica y por lo tanto las dilaciones en la 
resolución de las PNC la agrava y cronifica.

2.1.4.2.1.2. La vivienda: un derecho difícil de alcanzar

La sucesiva normativa andaluza ha ido incidiendo en la necesidad de dotar de instrumentos jurídicos 
el derecho a la vivienda, como soporte del elenco de derechos antes mencionados, construyendo a 
su vez el armazón para la gestión de los parques públicos de viviendas en alquiler. Y es que sin un 
techo digno donde desarrollarse no se pueden ejercer el resto de derechos - salud, la educación 
o el desarrollo de la vida personal- con plenitud.

Es por tanto un derecho de una gran relevancia social que ha sido objeto de reconocimiento en or-
ganismos nacionales e internacionales a través de la distinta normativa dictada a tal efecto. 

Así, traemos a colación la Ley 13/2005, de 11 de noviembre, de medidas para la vivienda protegida y 
el suelo cuyo objetivo principal fue vincular la construcción de vivienda protegida y la promoción de 
suelo, enfocando ésta, fundamentalmente, a aumentar la oferta de la primera. Una Ley que abordó 
el régimen jurídico de la vivienda protegida con el fin de reforzar la acción pública para garantizar 
su función social. 

Hacer mención también al decreto 149/2006, de 25 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de 
Viviendas Protegidas de la Comunidad Autónoma de Andalucía y se desarrollan determinadas dispo-
siciones de la Ley 13/2005, de 11 de noviembre, de medidas en materia de Vivienda Protegida y el Suelo. 

Los rasgos fundamentales y denominadores comunes del mencionado Reglamento de Viviendas 
Protegidas son los que han caracterizado el régimen jurídico de la vivienda protegida: “a) El bene-

https://www.boe.es/buscar/pdf/2005/BOE-A-2005-20662-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/2005/BOE-A-2005-20662-consolidado.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2006/153/d2.pdf
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ficiario de una vivienda protegida, tanto en régimen 
de propiedad como en régimen de alquiler, debe des-
tinarla a residencia habitual y permanente. b) Para 
determinar el derecho a la vivienda, en función del 
programa, la familia ha de tener unos ingresos limi-
tados para poder acceder a ella y percibir ayudas. 
c) El precio máximo de venta o la renta máxima del 
alquiler siempre han de estar fijados por la Adminis-
tración”.

La Ley 1/2010, de 8 de marzo, Reguladora del Derecho 
a la Vivienda en Andalucía se establece la obligación 
de crear los «Registros Públicos Municipales de De-
mandantes de Vivienda Protegida», con el objetivo 
de conocer las necesidades reales de vivienda prote-
gida en Andalucía, todo ello, respetando el ámbito 
compentencial de la administración local. 

La existencia de estos registros y su coordinación per-
mitirán a los ayuntamientos anticipar las previsiones 
de la demanda de vivienda protegida en cada munici-
pio, y ordenarlas en los planes municipales de vivienda 
y suelo. 

Se reconocen y regulan los planes autonómicos y 
los planes municipales de vivienda y suelo, a la vez 
que se procura la coherencia de los planes municipa-
les de vivienda y suelo con el planeamiento urbanístico 
municipal. 

Por su parte en el Decreto 1/2012 de 10 de enero, se 
aprueba el Reglamento Regulador de los Registros 
Públicos Municipales de Demandantes de Vivienda 
Protegida y se modifica el Reglamento de Viviendas 
Protegidas de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía, modificando algunos artículos del Reglamento 
de Viviendas Protegidas de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, aprobado por Decreto 149/2006, de 25 
de julio. 

El artículo 13 regula las excepciones a la obligación 
de adjudicación mediante el Registro Público Muni-
cipal de Demandantes de Vivienda Protegida, por ser 
adjudicaciones destinadas a atender situaciones 
en el marco de las prestaciones de los servicios de 
asistencia y bienestar social. 

Se recogen situaciones como las que tienen por objeto el realojo permanente o transitorio motivado 
por actuaciones urbanísticas de rehabilitación o renovación urbana; la adjudicación de viviendas y 
alojamiento a unidades familiares en riesgo de exclusión social cuando se justifique su carácter de 
urgencia por los servicios sociales del ayuntamiento y las adjudicaciones de viviendas calificadas en 
programas de alquiler a entidades sin ánimo de lucro para destinarlas al alojamiento de personas 
sin recursos o en riesgo de exclusión social. 

Por su parte la reciente Ley 12/2023 por el Derecho a la Vivienda, de ámbito estatal, tiene como ob-
jetivo blindar la función social que debe cumplir la vivienda y dar un especial impulso a la vivienda 
protegida en alquiler a precio asequible. 

La norma establece una reserva obligatoria del 30 %, tanto de nuevas promociones como grandes 
reformas, para vivienda protegida, incluyendo un 15% destinado específicamente a alquiler social, 
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con el fin de generar progresivamente un parque de vivienda social que sitúe a España en niveles 
equiparables a los de otros países europeos.

Entre los aspectos clave desatacamos la mejora de la regulación del procedimiento de desahu-
cio en situaciones de vulnerabilidad, contemplando garantías en el procedimiento que puedan 
afectar a la vivienda habitual de hogares en situación de vulnerabilidad, de tal forma que se 
asegure una comunicación efectiva y rápida entre el órgano judicial y los servicios sociales a través 
de un requerimiento para que estos evalúen la situación y, en su caso, se garantice una alternativa 
habitacional digna que evite situaciones de desamparo. Se refuerza, por tanto, la protección frente 
a los desahucios.

Prevé que los servicios sociales puedan ofrecer soluciones habitacionales a los afectados, para evitar 
situaciones de desamparo como consecuencia del desalojo. A todo ello debe añadirse que se incre-
mentan los plazos de suspensión de los lanzamientos en estas situaciones de vulnerabilidad, de uno 
a dos meses cuando el propietario es persona física, y de tres a cuatro cuando es persona jurídica, 
introduciéndose en el procedimiento criterios objetivos para definir las situaciones de vulnerabilidad 
económica.

En referencia a la importancia de los parques públicos de viviendas en alquiler, la Ley recoge que 
son del todo insuficientes para atender la necesidad de aquellas personas y hogares que tienen 
más dificultades para acceder al mercado por sus escasos medios económicos.

También hace referencia a la calidad de este parque público que se encuentra, en la mayor parte, 
desfasado frente a las exigencias y requisitos legales que afectan a la “funcionalidad, la seguridad y 
la habitabilidad de las viviendas”.

Por último hacer mención al Decreto 91/2020, de 30 de junio, por el que se regula el Plan Vive en 
Andalucía, de vivienda, rehabilitación y regeneración urbana de Andalucía 2020-2030, vigente en la 
actualidad y referente para la implementación de las distintas medidas relacionadas con el derecho 
a la vivienda. 

En el preámbulo del texto se hace un análisis de los objetivos conseguidos por el anterior Plan de 
Vivienda y Rehabilitación de Andalucía 2016-2020, que manifiesta “se han revelado insuficientes para 
alcanzar los objetivos de garantizar el acceso a la vivienda a quienes solicitan protección para el 
alquiler o la compra de una vivienda a precio asequible”.

Pone también el acento en las personas que han perdido la vivienda en la que residían, debido a un 
procedimiento de ejecución hipotecaria o de desahucio por falta de pago de las rentas del alquiler. 

En 2023 hemos conocido situaciones que ilustran las dificultades para disfrutar de un techo 
digno que permita satisfacer los derechos constitucionales antes mencionados, a pesar de las 
medidas adoptadas en los textos legales aprobados a tal efecto.

Las principales causas que concurren para materializar este derecho está relacionado con una falta 
de adecuación entre el precio del alquiler y los recursos económicos de las familias sin un parque re-
sidencial que cubra las necesidades de las familias más vulnerables y el déficit existente de viviendas 
gestionadas por promotores públicos. 

2.1.4.2.1.2.1. Falta de adecuación entre el precio del alquiler y los recursos económicos 
de las familias

Los escasos recursos económicos de las familias y el precio de la vivienda en el mercado libre, o in-
cluso en el protegido, dificultan el alquiler o adquisición de una vivienda. Una situación que hemos 
conocido a través de algunas quejas como en la 23/3922 donde nos trasladaba la promotora que 
como consecuencia de una separación matrimonial tuvo que dejar el hogar en el que vivían dado 
que era de los padres de su pareja, y trasladarse a casa de los suyos con su hija.

Aún teniendo la suerte de haber encontrado un trabajo de 6 meses como limpiadora en el Ayunta-
miento, no encuentra un alquiler dado que las rentas son muy altas y le piden un aval y un contrato 
indefinido. 

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2020/127/BOJA20-127-00076-7023-01_00174393.pdf
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En la queja 23/3313, una mujer de 55 años cobrando la ayuda de mayores de 52 años “sin casa, sin 
trabajo” lleva más de 4 años  buscando un piso de alquiler social. Dice estar desesperada dado que 
va quedándose “de casa en casa”.

En otras ocasiones el retraso en la resolución de las ayudas para sufragar el alquiler de la vivienda, 
contribuye a cronificar cada uno de los problemas de las personas solicitantes. Es el caso de la pro-
motora de la queja 23/7671 nos pide ayuda dado que había solicitado en 2020 una ayuda al alquiler 
de la denominada Línea 1 para personas vulnerables y que tres años después no le había llegado. 

En principio le dijeron que estaban resolviendo “muy despacio” y con posterioridad que necesitaban 
más presupuesto para continuar tramitando. Pasado el tiempo le informan que esta convocatoria ya 
está cerrada y que tendría que haber solicitado las nuevas.	

2.1.4.2.1.2.2. Existencia de un parque residencial que no cubre las necesidades de las 
personas destinatarias

Hemos recibido quejas de quienes teniendo la suerte de disponer de un techo, las malas condicio-
nes del inmueble o del edificio donde residen y/o la mala convivencia entre vecinos, les impide 
disfrutar del derecho que le asiste. 

Traemos a colación la queja 23/3635 en la que nos pone de manifiesto las condiciones de la vivienda 
en la que reside con carencias que puede sobrellevar gracias a la proximidad que tiene con su ma-
dre, transportando cubos de agua de manera continúa a su casa. La promotora de la queja es una 
persona con problemas de pulmón, aconsejándole su médico de cabecera el cambio de vivienda. 

2.1.4.2.1.2.3. Déficit de viviendas de promoción pública

El parque público de viviendas en alquiler es un recurso fundamental para quienes disponen 
de pocos ingresos económicos. Las precarias condiciones económicas de muchas personas resi-
dentes en Andalucía conlleva que sean demandantes de una vivienda protegida, solicitándolo en 
sus Ayuntamientos, que no pueden dar respuestas dado que en unas ocasiones no cuentan con un 
parque público y en otras es insuficiente, a pesar de tener una demanda que lo requiere.

Es el caso de la promotora de la queja 23/0378, de 57 años con una discapacidad del 33% y una inca-
pacidad total para profesional habitual, percibe una pensión de 570 euros mensuales. Manifiesta que 
su marido le impide el acceso a su vivienda y por lo tanto se encuentra en la calle. Refiere que está 
inscrita en el Registro Municipal de Demandantes de Vivienda Protegida del municipio donde residía 
desde hacía años y que tiene dificultades para ser adjudicataria. Solicitado informe al ayuntamiento 
nos traslada que el municipio carece de viviendas sociales.

Así, en la queja 23/1866 nos trasladan que la falta de recursos económicos y los conflictos familiares 
existentes llevó a la promotora a residir junto a su hija, en un recurso compartido con otras familias, 
que le ocasionó un grave desconcierto por los desacuerdos entre el grupo de convivencia. Conoce la 
existencia de viviendas vacías en promociones de la ciudad y nos pide ayuda para acceder a un alquiler 
social y poder ir construyendo paso a paso su vida y la de su hija en un ambiente tranquilo y estable. 

En otras ocasiones nos informan que las escasas viviendas existentes en los municipios están adju-
dicadas y tienen poca rotación.

Esta falta de viviendas protegidas a precios asequibles nos ha sido trasladadas por distintos responsa-
bles municipales. A modo de ejemplo en la queja 22/7720 nos comunica el Ayuntamiento requerido 
que en los últimos años se ha incrementado la demanda en el municipio en un 20% aproximada-
mente sin haberse construido viviendas protegidas desde 2008.

Por lo tanto como consecuencia de esta falta de viviendas de nueva construcción y de las pocas que 
salen en segunda adjudicación, no es posible conocer el tiempo de espera para ser adjudicatario/a 
de una vivienda protegida.  
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Como hemos podido ver, la escasez de viviendas gestionadas por promotores públicos genera la 
sensación de falta de utilidad de los Registros Municipales de Demandantes de vivienda Prote-
gida (RMDVP). El elevado número de personas inscritas frente a la pocas ofertas de adjudicación de 
los promotores públicos es una constante en los informes recibidos por los gestores de estos Registros. 

A modo de ejemplo, en la queja 23/4114 se pone de manifiesto que en el pasado fue desahuciada 
de una vivienda libre con la que tenía suscrito un contrato en régimen de alquiler, pero que la falta 
de pago de las mensualidades provocó la demanda por reclamación de rentas y el abandono de la 
vivienda por su parte. Nos explica la situación en la que se encuentra compartiendo el domicilio de 
su madre, en condiciones bastante difíciles para todos los miembros de esta familia. 

En la información aportada en el expediente se constata que hay “multitud de familias a las que, 
aún teniendo realizados todos los trámites de información, asesoramiento, gestión y/o derivación 
de recursos por parte de los servicios sociales, continúen sin vivienda protegida puesto que no hay 
apenas ofertas de ellas”. 

Un parque público de viviendas, que además de escaso, está conformado por viviendas antiguas de 
mala calidad y sin accesibilidad, que necesitan actuaciones de rehabilitación. 

En la queja 22/5999, tramitada en este año 2023, nos pusieron de manifiesto que es titular de una 
vivienda pública que tiene numerosos problemas en el baño en las ventanas y con humedades en 
varias habitaciones sin que el operador público titular de la vivienda acceda a solucionar estos des-
perfectos. Que carece de recursos económicos para hacerlo con sus propios medios, estando enferma 
y con una discapacidad, por lo que esta situación le afecta en su vida diaria.  

Por su parte, en la queja  23/2231 nos trasladaba problemas de accesibilidad. La promotora, reside 
en una séptima planta sin ascensor de un edificio de viviendas protegidas desde hace más de 30 
años, está enferma, vive sola y no puede realizar tareas diarias como subir la compra. Una situación 
que que también dificulta que la atiendan cuando llama a la ambulancia por lo que nos pide ayuda 
para un cambio de vivienda o una solución para sus problemas de aislamiento y facilitar su salud. 

A las distintas dificultades antes expuestas se le suma los problemas derivados por no respetar nor-
mas básicas de convivencia o por situaciones de violencia no resueltas. 

Ilustra algunas de estas situaciones la expuesta en la queja 23/4010 que nos relata los ruidos que oca-
sionan los vecinos del piso colindante a su vivienda, impidiendo el descanso a su familia y en especial 
a sus dos hijas pequeñas. Una situación que ha desencadenado un grave problema de convivencia y 
que a pesar de haber requerido la intervención del Ayuntamiento como propietario de las viviendas, 
no solo no se ha resuelto sino que ha empeorado. 

En otras ocasiones, cuando las viviendas gestionadas por un operador público se encuentran en 
edificios mixtos requiere intervenciones eficaces a los efectos de minimizar los efectos sobre el resto 
de propietarios e impedir situaciones de rechazo a familias vulnerables. 

Es el caso de lo expuesto en la queja 23/3677 en la que una vecina de un bloque en el que reside nos 
trasladaba que desde que una administración adquirió uno de los pisos para destinarlo al alquiler, 
la familia adjudicataria les ha ocasionado una serie de perjuicios que ha transformado sus modelos 
de vida. 

Un piso situado en una comunidad de vecinos pequeña, en el que ha aumentado la suciedad, en-
ganches en los contadores de agua, impagos de cuotas de comunidad, ruidos permanentes, etc. Si-
tuaciones que les tienen agotados, habiendo perdido la esperanza en normalizar la convivencia. 	    

2.1.4.2.1.2.4. Las órdenes de lanzamiento: el último recurso al que acudir

Pero quizá lo que más impotencia ha generado a esta Defensoría han sido las quejas en las que 
se nos pedía ayuda ante lanzamientos de familias con una gran precariedad económica y en 
ocasiones con hijos a cargo o afectando también a personas mayores. 
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Así en la queja 23/7664, nos traslada que reside en un municipio costero de la provincia de Málaga, 
que desde hace meses se le ha ejecutado el lanzamiento de la vivienda en la que residía, “relata vivir 
con unos ingresos de menos de 400 euros mensuales, provenientes de unas clases on-line, que 
proporciona de precaria manera” y padecer un cáncer por el que necesita cuidados”. Manifestaba 
sentirse impotente ante la situación en la que se encuentra, sin recibir respuestas desde los servicios 
sociales comunitarios de su municipio. Se le ha pedido informe al Ayuntamiento.

En la queja 23/1896 la interesada, de 77 años de edad, nos traslada su preocupación por el procedi-
miento judicial de desahucio, por ocupación en precario de una vivienda de la entidad Sareb. Refiere 
que no dispone de ingresos suficientes para acceder a una vivienda de alquiler por su propia cuenta, 
que está inscrita en el Registro Municipal de Demandantes de Vivienda Protegida y que los servicios 
sociales comunitarios conocen su situación y han emitido informe de vulnerabilidad dirigido al juz-
gado, si bien no cuentan con alternativa habitacional para cuando se ejecute el lanzamiento. 

Solicitado información al Ayuntamiento donde reside nos trasladó que se ha emitido Informe Social 
al Juzgado evidenciando su situación de vulnerabilidad y que de “forma paralela y/o transversal 
a lo anteriormente referido, se ha remitido a la familia a la Oficina de Defensa de la Vivienda, a 
la Oficina de Intermediación Hipotecaria, a la Oficina de Vivienda Municipal para su inscripción 
como demandante de Vivienda Protegida, requisito indispensable para poder acceder a viviendas 
sociales..”. Unas actuaciones que propiciaron la suspensión del lanzamiento de su vivienda, prevista 
para el mes de mayo, estando su expediente en proceso de revisión por SAREB. 

En otras ocasiones, la precariedad económica suele verse agravada por situaciones que pueden 
llevar a la vulnerabilidad extrema.

Es el caso de la situación puesta en conocimiento por la promotora de la queja 23/5246 en la que 
manifiesta que antes de la crisis de 2008 tenían un piso en propiedad con préstamo hipotecario y 
que como consecuencia de la pérdida del trabajo dejaron de pagar. Que una vez embargado se les 
ofreció en la entidad bancaria quedarse en alquiler, cuestión que pudieron hacer dado que contaban 
con el salario social. La pérdida de esta prestación y la enfermedad del marido les impide encontrar 
empleo, por lo que están en una situación complicada dado que siguen teniendo un hijo a cargo. 
Han acudido a los distintos recursos públicos de la ciudad de Córdoba sin que se les haya dado res-
puesta a su situación. 

Quejas que nos trasladan problemas enquistados en largos procedimientos judiciales, que requieren 
intervenciones con los Servicios Sociales Comunitarios en relación a conocer las prestaciones de las 
que pueden ser objeto estas familias y la disponibilidad de vivienda protegida de las que dispone el 
municipio en cuestión.  

2.1.4.2.1.3. Segregación residencial 

2.1.4.2.1.3.1. Barriadas de promoción pública

Como Institución garante de derechos, venimos analizando la desigualdad social entre personas que 
tienen diferentes niveles de renta, a las que se unen otras causas que pueden ponerlas en situación 
de  riesgo. Una realidad que se proyecta a nivel socio-espacial en muchas ciudades de Andalucía, 
especialmente en las capitales de provincia y que se ha radiografiado cartografiando estas variables 
que traducen “el comportamiento espacial dentro de Andalucía”. 

Hablamos de ciudades como Almería, Granada o Sevilla donde se encuentran grandes dificultades 
en función de las zonas donde se resida, teniendo los peores indicadores barrios como el Puche en Al-
mería, la Zona Norte en Granada o el Polígono Sur en Sevilla, entre otros de las mismas características.  

Todos ellos conformados por viviendas de promoción pública cuyo origen responde a la necesidad de 
dar respuestas a una población empobrecida que como consecuencia de distintos factores necesi-
taba una vivienda con carácter de urgencia. Todas ellas se situaron en el extrarradio de las ciudades, 
rodeadas por barreras físicas que las aislaban de la ciudad, vías rápidas, ferrocarril, polígonos indus-
triales, etc. Una situación geográfica que contribuye a aumentar los factores de exclusión. Además 
de otras carencias de equipamientos públicos, servicios básicos y seguridad.
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Con el paso del tiempo, la Junta de Andalucía, cons-
ciente de esta situación, articuló un conjunto de sub-
venciones dirigidas a los ayuntamientos y tercer sector, 
que englobaban una serie de medidas  que de forma 
integrada e interrelacionada, actuara en lo local “de ma-
nera justa, solidaria, equilibrada y sostenible bajo un 
modelo de bienestar social”.

Así por citar uno, el Plan Andaluz de Vivienda y Suelo 
2003-2007, aprobado por Decreto 180/2005, apuesta por 
una política de rehabilitación en los centros históricos y 
en las barriadas andaluzas afectadas por graves proble-
mas habitacionales y sociales y contempla la figura de 
la Rehabilitación Integral de Barriadas, como instru-
mento clave a través del cual se pretende mejorar 
las condiciones de las viviendas que integran estas 
barriadas. 

A partir de 2010, la denominada “crisis del ladrillo” inci-
dió en estas intervenciones de manera significativa. Se 
minoraron los equipos de intervención, se paralizaron 
obras como consecuencia de la quiebra de muchas 
empresas de la construcción y se dejaron de licitar pro-
yectos ya programados por la merma del presupuesto 
público disponible.

Esta situación de catarsis, aunque afectó a la sociedad 
en general, ocasionó en los barrios una pérdida de 
confianza en lo público. Una vez más lo prometido y 
aprobado en las máximas instancias, como es el Con-
sejo de Gobierno, se quedó sin ejecutar y sin ofrecer 
explicaciones públicas al mismo nivel que cuando se 
dieron a conocer.  

Para equilibrar los efectos de la crisis económica en 
la población más vulnerable la entonces Consejería 
de Igualdad y Políticas Sociales aprobó la “Estrategia 
Regional Andaluza para la cohesión e inclusión social. 
Intervención en zonas desfavorecidas” (ERACIS, en ade-
lante) para actuar “sobre las zonas de los pueblos y ciu-
dades donde se registran situaciones graves de exclu-
sión social y/o donde existen factores de riesgo (…) a fin 
de transformar la visión que se tiene sobre estas zonas 
y viceversa, de forma que se promueva la eliminación 
de la territorialidad como un factor de exclusión”.

Basado en el análisis que se hace en la ERASCIS, en An-
dalucía se han identificado 187 áreas, localizadas en 97 
municipios, que presentan un mayor riesgo de padecer 
situaciones de pobreza y exclusión social, coincidiendo 
éstas con las anteriores zonas de transformación social 
que a su vez fueron tomadas como referencia para la 
declaración de áreas de rehabilitación integral. 

La ERASCIS, prevé que sean los planes de Intervención 
Local los que, tras un estudio pormenorizado sobre las 
causas de exclusión de cada territorio, propongan áreas 
de intervención. Unos documentos programáticos que, 
con un enfoque comunitario, sitúan la gobernanza en 

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2005/152/d1.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2005/152/d1.pdf
https://www.teleprensa.com/articulo/capital/almeria-noticia-131827-almeria-sale-del-consejo-de-gobierno-con-247-millones-mas-de-inversion-publica/20080603175156593739.html
https://www.teleprensa.com/articulo/capital/almeria-noticia-131827-almeria-sale-del-consejo-de-gobierno-con-247-millones-mas-de-inversion-publica/20080603175156593739.html
https://www.juntadeandalucia.es/servicios/publicaciones/detalle/78556.html
https://www.juntadeandalucia.es/servicios/publicaciones/detalle/78556.html
https://www.juntadeandalucia.es/servicios/publicaciones/detalle/78556.html
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las Entidades locales (Ayuntamientos y Diputaciones Provinciales) como vertebradoras del desa-
rrollo comunitario.

Una vez evaluados los resultados de la Estrategia, con cargo al Fondo Social Europeo Plus, se han 
convocado subvenciones destinadas a las entidades locales que permitan dar continuidad a los ob-
jetivos de los Planes locales ya aprobados.

La ERASCIS PLUS, es una nueva oportunidad que ofrece dar continuidad a las intervenciones pú-
blicas, aportando nuevos recursos y métodos de trabajo, al mismo tiempo que se ha de corregir los 
obstáculos que impidieron transformaciones reales. En la Defensoría somos muy conscientes de esta 
realidad que hemos ido contando en sucesivos informes anuales. 

En este año 2023, en la visita realizada a Linares (Jaén) a través de la Oficina de Información del Defen-
sor a la comarca Sierra Morena se contactó con personas y recursos públicos del barrio de Arrayanes. 

Entre los problemas trasladados a la Oficina de Información estaban las dificultades de las familias 
residentes en el barrio para empadronarse en el domicilio donde realmente residen, que a su vez 
les dificulta, cuando no les impide acceder a un contrato de agua o a las ayudas sociales, necesarias 
para paliar su situación de precariedad económica.

Analizadas las medidas contempladas en el Plan local de Intervención en Zonas Desfavorecidas de 
Linares, se consideró mantener una reunión con los representantes de todas las administraciones 
implicadas para que, a través de una actuación de intermediación, se analizaran los dificultades con 
las que se encontraban los distintos organismos para impedir el acceso a estos servicios públicos que 
a su vez vulneraban derechos de las personas residentes en el barrio. 

Tras exponer cada una de las partes las distintas causas invocadas, se concluyó que tanto para apor-
tar soluciones a la falta de regularización administrativa, como para facilitar el empadronamiento o 
poder contratar el agua en las viviendas, era necesario la colaboración entre las administraciones. 

Se acordó trabajar conjuntamente para avanzar en la normalización de administrativa de estas fa-
milias, en consonancia con la metodología recogida en el Plan de Acción Local, dado que en este 
documento se planteaba la creación de una comisión permanente de vivienda que tuviese como 
objetivos la normalización de la situación de titularidad y pago de las viviendas a través de itinerarios 
de inserción sociolaboral. 

También en Granada, hemos intervenido en este año en el barrio de Almanjayar, en el Distrito 
Norte de la ciudad. 

En el Plan de Inclusión Local en Zonas Desfavorecidas, en el que se incluye el barrio de Almanjayar, 
se recoge que reside en la zona un buen número de población gitana que se ve afectada de una 
forma especial por los efectos de las distintas crisis económica que conllevan destrucción de empleo 
y condiciones económicas precarias. Esta situación de desventaja social les afecta principalmente a 
los ámbitos del empleo y de la educación. 

Una cuestión que quedó reflejada en las quejas 23/6056 y 23/6084, ambas relacionadas con las pu-
blicaciones en redes del concejal de juventud de Granada contra la étnia gitana del Distrito Norte. 
En esta última, la Federación de Mujeres Gitanas FAKALI trasladó que estando entre sus objetivos 
la promoción integral en sus niveles social, cultural y humano del pueblo gitano, denunciaban el 
contenido del hilo de Twitter de este concejal, de marcado carácter racista y xenófogo de un claro 
carácter denigratorio y discriminatorio. 

Continuaba exponiendo que “describe a las personas de etnia gitana que acudían a ejercer su 
derecho de sufragio activo, en un alarde de exposición pública de las características comunes de 
sus miembros, como analfabetos, ridiculizando las supuestas expresiones utilizadas, insultando a 
nuestra cultura…”.

Unas declaraciones que, aún habiendo pedido disculpas con posterioridad, tienen unos límites mar-
cados en la Ley 15/2022 de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación. Una ley 
de garantías que no pretende tanto reconocer nuevos derechos como garantizar los que ya existen, 

https://www.juntadeandalucia.es/servicios/sede/tramites/procedimientos/detalle/25433.html
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-oficina-de-atencion-ciudadana-del-defensor-del-pueblo-andaluz-estuvo-en-la-comarca-de-sierra
https://www.granada.org/obj.nsf/in/PKLKKJJ/$file/PLIZD-DEFINITIVO.pdf
https://www.elindependientedegranada.es/politica/concejal-juventud-presidente-nngg-granada-ridiculiza-colectivo-gitano-que-voto-colegio
https://www.elindependientedegranada.es/politica/concejal-juventud-presidente-nngg-granada-ridiculiza-colectivo-gitano-que-voto-colegio
https://www.boe.es/buscar/pdf/2022/BOE-A-2022-11589-consolidado.pdf
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desarrollando el artículo 14 de la Constitución e incorporando una amplia jurisprudencia constitu-
cional al respecto. 

Con respecto a la problemática descrita, se ha aperturado una actuación de oficio, queja 23/8095, 
dirigida entre otros Ayuntamientos al de Granada, para conocer las actuaciones realizadas en los 
ámbitos que más afectan y generan mayor desprotección y desigualdad en la población gitana. 
Concretamente, se le ha requerido para que nos traslade las actuaciones implementadas o proyec-
tadas encaminadas a garantizar la igualdad de trato y la no discriminación, indicando, en su caso, las 
entidades colaboradoras y los ámbitos de implementación”. 

En la provincia de Almería se encuentra el barrio de El Puche. Conforme se recoge en el Plan Local 
de Intervención en las zonas desfavorecidas de Almería, este barrio tiene su origen en las inundaciones 
de 1969 que produjeron el derrumbe de viviendas y cuevas en La Chanca y alrededores de La Alcazaba.  

A pesar de ser El Puche un barrio que, como todos los demás, han sido objeto de intervenciones 
sectoriales de las distintas administraciones, la población residente sigue careciendo de las mismas 
oportunidades que otros de la ciudad. 

Por las actuaciones de esta Defensoría en años anteriores, pudimos constatar la realidad del barrio, 
detectándose una ausencia de equipamientos y servicios públicos. Una situación que ha sido puesta 
de manifiesto por la Asociación Ítaca, que trasladaba el estado de abandono en el que se encontraba 
el barrio. También se refería a lo poca incidencia de la ERASCIS. 

Otro de los barrios objeto de nuestra intervención ha sido el Polígono Sur en Sevilla, que sigue siendo 
referente en Andalucía por la vulnerabilidad de sus residentes. 

En las distintas reuniones mantenidas con asociaciones del barrio se ha puesto de manifiesto las 
deficitarias instalaciones eléctricas como uno de los principales problemas. 

Una situación que genera una problemática que ha sido trasladada en la queja 23/3635. Su promotora 
nos pone de manifiesto que reside en un bloque sin luz y sin agua. Que se pasan los cables de unos 
bloques a otros y esto les ocasiona problemas en su vida diaria. A este problema se añaden otros 
como las malas condiciones de la vivienda, con humedades, sin ascensor y suciedad en los elementos 
comunes. Nos traslada que trabaja todos los días y que su situación económica no le permite buscar 
otra vivienda. 

Una queja que refleja la acumulación de problemas que inciden en las familias residentes en el 
barrio que requiere la intervención de todas las administraciones implicadas a través de políticas 
adaptadas al territorio.

A través de las distintas situaciones descritas en los barrios antes mencionados podemos ver las 
carencias que siguen teniendo, a pesar de las sucesivas políticas públicas implementadas, 
en algunas ocasiones a través de intervenciones integrales como es el caso del Polígono Sur. 

En todos ellos se observa la mala calidad de los espacios públicos, la ausencia de espacios verdes y 
zonas de esparcimiento. La reticencia de las administraciones a instalar equipamientos de referen-
cia a nivel ciudad es una muestra de la desconfianza que se tienen los responsables políticos en la 
recuperación de estos barrios. Llama también la atención, que concurriendo tantos problemas no se 
tengan registros significativos de quejas, ni individuales ni colectivas. Un indicador de la extrema vul-
nerabilidad de la población y del descrédito en las distintas instancias para la solución a sus problemas. 

2.1.4.2.1.3.2. Asentamientos humanos informales

Cuando se habla de vulnerabilidad extrema no es posible no tratar el tema de personas que residen 
en los asentamientos, ámbitos no aceptables para el desarrollo de la vida personal y familiar. 
Lugares donde el derecho a la vivienda no suele ser ni tan siquiera un referente a alcanzar.

Es necesario incidir en que solo desde la posesión de una vivienda o alojamiento digno es posible 
disfrutar del libre ejercicio de otros derechos constitucionales, como son el de la intimidad personal, 
la protección de la familia o el libre desarrollo de la personalidad. 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/queremos-conocer-las-medidas-encaminadas-a-la-inclusion-de-la-poblacion-gitana-en-la-provincia-de-1
https://almeriaciudad.es/familia/wp-content/archivos/sites/9/2018/11/DOCUMENTO-PLAN-LOCAL-DE-INTERVENCIÓN-EN-ZONAS-DESFAVORECIDAS-2018-RGE.pdf
https://almeriaciudad.es/familia/wp-content/archivos/sites/9/2018/11/DOCUMENTO-PLAN-LOCAL-DE-INTERVENCIÓN-EN-ZONAS-DESFAVORECIDAS-2018-RGE.pdf
https://www.lavozdealmeria.com/noticia/12/almeria/245316/la-postura-del-ayuntamiento-hacia-el-puche-es-la-inoperancia-no-hacer
https://www.lavozdealmeria.com/noticia/12/almeria/245316/la-postura-del-ayuntamiento-hacia-el-puche-es-la-inoperancia-no-hacer


ÍNDICE

2.1. PERSONAS

136

Podríamos partir de una aproximación al concepto de asentamientos irregulares, definiéndolos como 
aquellos que se sitúan en lugares de titularidad pública o privada, donde personas ajenas a estos 
terrenos instalan alojamientos precarios para utilizarlos como residencia habitual, al margen de la 
normativa urbanística vigente. La Organización de Naciones Unidas define a un asentamiento por una 
serie de indicadores como es el acceso inadecuado a agua potable, a infraestructuras y saneamiento, 
o a la calidad estructural de la vivienda que genera un estatus residencial inseguro. 

En Andalucía siguen existiendo asentamientos chabolistas, algunos como el del Vacie considerado 
el más antiguo de España, otros de una conformación más reciente como los poblados chabolis-
tas de personas migrantes, procedentes de terceros países, principalmente del Magreb y de África 
Subsahariana. Provincias como Almería, Huelva y Granada son por este orden lugares de destino de 
personas que o bien encontraron trabajo en labores del campo o bien acudían a la expectativa de 
ser contratados. 

La dificultad para encontrar una vivienda adecuada a sus salarios, junto a otros factores como el 
rechazo de la población autóctona a lo desconocido o un clima amable, ha propiciado la agrupación 
de chabolas en solares o fincas de titularidad pública o privada. 

El chabolismo es una realidad a la que la Defensoría presta una especial atención, habiendo redac-
tado cuatro informes especiales que analizaron la situación de quienes tienen más dificultad para la 
búsqueda de una solución habitacional adecuada a sus necesidades.

Trataremos en este apartado del informe los problemas que hemos conocido de asentamientos 
como El Vacie en Sevilla y Las Casillas en Vélez Málaga, por ser los ámbitos a los que se han referido 
las quejas recibidas en 2023. La realidad de los asentamientos de personas migrantes, por sus carac-
terísticas especiales lo abordaremos en el apartado de “personas migrantes”. 

Conforme se recoge en el Plan de Acción Local del 
Ayuntamiento de Sevilla, El Vacie “es un conglomerado 
de infraviviendas divididas en categorías de chabolas 
y prefabricadas. Las personas residentes se encuentran 
en una situación de exclusión social severa, “perpetua-
da por valores rígidos de índole cultural y recursos mal 
gestionados”. Existen problemas asociados a la salud, 
a los hábitos de vida poco saludables en menores, ado-
lescentes y jóvenes, escasa planificación familiar que 
deriva en prácticas de riesgo, alto nivel en adicciones, 
consumo de alcohol y otras drogas. 

Desde el punto de vista residencial, se destacan situa-
ciones de infravivienda, hacinamiento, ocupaciones ile-
gales, condiciones de insalubridad y baja accesibilidad. 

A lo largo de los años se reciben quejas en esta Defen-
soría relacionadas con los distintos problemas del barrio 
como son la falta de limpieza, las deficientes econo-
mías del barrio que les impiden acceder a una vivienda, 
cuestiones relacionadas con centros educativos e inclu-
so con la situación en la que se encuentran los niños 
residentes en el asentamiento. 

Pero han sido los temas relacionados con la necesidad 
de vivienda y los procesos de realojamiento los más re-
currentes. 

La queja 23/5968 ilustra algunos de los problemas sur-
gidos durante este proceso y las incertidumbres de sus 
destinatarios. Nos relatan que en el año 2014  más de 
30 familias se acogieron al proceso de realojo desde la 
barriada de El Vacie a otras viviendas de la ciudad de 
Sevilla. Muchas de ella con escasos recursos y siendo 

La dificultad para 
encontrar una 

vivienda adecuada a 
sus salarios, junto a 
otros factores como 

el rechazo de la 
población autóctona 

a lo desconocido o 
un clima amable, 

ha propiciado la 
agrupación de 

chabolas en solares o 
fincas de titularidad 

pública o privada

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actuaciones_informes_especiales?materia=153
https://www.sevilla.org/servicios/servicios-sociales/publicaciones/plan-local-de-intervencion-en-zonas-desfavorecidas/plan-local-de-intervencion-en-zonas-desfavorecidas.pdf
https://www.sevilla.org/servicios/servicios-sociales/publicaciones/plan-local-de-intervencion-en-zonas-desfavorecidas/plan-local-de-intervencion-en-zonas-desfavorecidas.pdf
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incluso analfabetas. Manifiesta que esto incidió en que no entendieran con suficiente claridad el 
régimen de titularidad de las viviendas lo que ha traído consigo múltiples deudas en concepto de 
alquiler y pago de suministros. 

Ante esta situación demandan el apoyo de los servicios sociales comunitarios para que les emitiera el 
certificado de vulnerabilidad y otras ayudas a las que no pueden acceder. Se quejaba igualmente de la 
falta de respuesta del ayuntamiento ante las peticiones de reuniones para solucionar este problema. 

En la queja 23/6060, manifestaba que había solicitado el informe que la Mesa Estratégica de El Va-
cie había elaborado sobre el conjunto de actuaciones que las distintas administraciones debía de 
acometer para su desalojo, sin que a esa fecha se lo hubiesen facilitado ni dado respuesta alguna.

Una Mesa Estratégica que se reúne con carácter bimensual, y que según nos trasladó el Ayuntamiento 
sigue atendiendo a las familias afectadas por los realojos. 

A pesar de la atención prestada a los procesos de realojo del Vacie, se producen algunas situaciones 
que desequilibran a sus destinatarios. Así, la promotora de la queja 22/2390 nos trasladaba que esta-
ba pendiente del desahucio de la vivienda en la que residía desde hace una década con motivo del 
Plan de Realojo de familias de El Vacie. Un inmueble adquirido por una entidad que había firmado 
convenio para facilitar los realojos y que la quiebra de la misma tuvo como consecuencia que acabara 
en manos de un tercero.

A la fecha de la interposición de su escrito estaba inmersa en un procedimiento judicial para defender 
su derecho a estar en la mencionada vivienda, sin empadronamiento por haber sido dado de baja 
a instancia del nuevo propietario   y sin que desde los servicios sociales se le diera una respuesta a 
su problema.

Tras la información aportada en las comunicaciones con el Ayuntamiento constaba que esta situación 
estaba siendo atendida por los servicios sociales y trabajando directamente con la Oficina Municipal 
del Derecho a la Vivienda para poder adjudicarle una vivienda en el plazo temporal más corto posible. 

Durante 2023 tuvimos conocimiento de la situación en la que residían las familias del asentamiento 
denominado “Las Casillas en Torre del Mar (Vélez Málaga).

Se habían recibido quejas que nos solicitaban nos interesáramos por el plan de desalojo de este 
asentamiento que se había dejado estar a través de los años, sin  conocer las intervenciones previstas 
para su erradicación. 

Tras las indagaciones realizadas pudimos constatar a través de los vídeos publicados en plataformas 
audiovisuales el nivel de insalubridad del lugar, consecuencia de la acumulación de residuos y de 
la ausencia de recogida de basura. Un entorno carente de servicios urbanos, en infraviviendas, sin 
servicios básicos, ni condiciones de habitabilidad, espacios no adecuados para la vida de las personas 
donde además hay un buen número de menores.

En el citado informe sobre el chabolismo en Andalucía de 2005, se recogía ya las difíciles condiciones 
de vida de este asentamiento, sin servicios públicos obligatorios, “por cuanto se abastecen de agua 
de pozo, no tienen alcantarillado ni, por supuesto, alumbrado público, y el suministro eléctrico lo 
obtienen a través de enganches directos a la red general”.

Se recogía en este trabajo de campo que las principales dificultades para suprimir el asentamiento 
al amparo del Plan de Erradicación del Chabolismo en Andalucía, fue encontrar vivienda al precio 
que estaba dispuesto a financiar su compra la Junta de Andalucía, muy por debajo del referente de 
mercado.

Transcurrido casi más de 20 años, no solo no se ha erradicado, sino que al parecer ha empeorado la 
situación en la que se encuentran las personas residentes y los niños que con estas familias conviven. 

Si bien, en nuestra condición de garantes de los derechos de la infancia y adolescencia en Andalucía, 
nos preocupa especialmente la situación de riesgo en la que se encuentran las personas menores de 
edad que habitan en el asentamiento debido, como ya se ha expuesto, a las deficientes condiciones 
higiénico-sanitarias de la zona y su insalubridad.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/chabolismo-en-andalucia
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Una situación que aconsejó que la incoación de la actuación de oficio 23/7319 [queja 23/7319 bopa], 
con el propósito de que desde el Ayuntamiento de Vélez Málaga nos informara, entre otras cuestiones, 
sobre las características de las personas residentes, especificando el número de unidades familiares 
y de menores y mayores dependientes. 

Sobre los proyectos de intervención Social que se hubiesen diseñado e implementado teniendo 
en cuenta las características socioeconómicas de estas familias, así como su contexto cultural, es-
pecificando si en los mismos se ha involucrado a las personas objeto de intervención así como a su 
entorno más próximo. 

Igualmente se solicitó información sobre las alternativas residenciales que se están analizando y 
la coordinación con los servicios públicos de vivienda para analizar los recursos existentes para dar 
respuesta a las necesidades detectadas, así como la información a las personas interesadas sobre la 
inscripción en el Registro de Demandantes de Vivienda Protegida.

Se ha de tener en cuenta que las personas residentes en estos asentamientos conforman una pobla-
ción estigmatizada que dificulta los procesos de realojamiento en los pueblos y ciudades.

2.1.4.2.1.3.3. Sinhogarismo: Un problema sin resolver y un reto para la sociedad

La Encuesta sobre las Personas Sin Hogar, elaborada por el Instituto Nacional de Estadística (INE), 
arroja datos sobre el número de personas usuarias de centros asistenciales de alojamiento y/o res-
tauración en el año 2022. De los 28.552 personas, 7.277 han pernoctado en espacios públicos o “alo-
jamientos de fortuna”, refiriéndose a otros espacios como los hall de los inmuebles, los cajeros, los 
portales o los coches. 

En su mayor proporción hombres, aunque crece el número de mujeres en los últimos años. El 40,5% 
llevan más de tres años sin alojamiento, y el 32,5% menos de un año. Un indicador que pone de ma-
nifiesto la cronificación de esta realidad por diferentes motivos como el inicio de una nueva vida en el 
caso de las personas de otros países, la pérdida de trabajo, el desahucio de la vivienda o la incapacidad 
para pagar el alquiler, separaciones de parejas, violencia por parte de las mujeres y/o los hijos, salida 
de la prisión sin recurso residencial, o el abandono de los centros de menores. 

Las condiciones de vida de estas personas se resumen en la encuesta en función del tipo de aloja-
miento en el que pernoctan. La mayor parte de ellas suelen recurrir al mismo lugar cada noche. Otro 
dato significativo es el que pone de manifiesto la carencia de necesidades básicas, siendo que el 14,5% 
de estas personas se han quedado sin comer o cenar algún día de la semana. 

El estado de salud de estas personas es un factor relevante dado que solo atendiendo a la salud men-
tal, “el 59,6% presenta algún síntoma depresivo, porcentaje que asciende al 67,8% en las mujeres”. 
Porcentajes más elevado que en la población en general. 

Como hemos podido constatar por los datos antes expuestos, el sinhogarismo es una problemática 
multicausal que se ha visto incrementado por las crisis económicas y sociales que han afectado a 
España y a Europa desde 2008. 

Una situación que persiste a pesar de que desde 2014 a 2020 se ha producido un incremento ge-
neralizado del número de centros que ofrecen pernoctación y comedores sociales y en el gasto y el 
personal ocupado en los centros para personas sin hogar.

Conscientes de la importancia de la financiación pública para el sostenimiento de estos equipa-
mientos, tanto la Unión Europea como los Estados miembros han desarrollado marcos normativos 
y orientaciones para prever y erradicar el sinhogarismo a largo plazo. 

Así la Estrategia Nacional para la lucha contra el sinhogarismo en España 2023-2030 refuerza la cola-
boración necesaria entre todos los actores claves para conseguir abordar las situaciones de exclusión 
residencial y erradicar el sinhogarismo de calle en España en el año 2030, como la principal meta 
que se persigue. Entre las propuestas de intervención de la Estrategia se encuentran el Acuerdo 
Marco para dar solución al sinhogarismo en el seno del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del 
Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia. Un Acuerdo que facilitará la coordinación 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-la-situacion-para-familias-y-menores-del-asentamiento-de-las-casillas-en-torre-del
https://www.ine.es/prensa/epsh_2022.pdf
https://www.mdsocialesa2030.gob.es/derechos-sociales/servicios-sociales/Personas-sin-hogar/docs/EstrategiaPSH20232030.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2023/02/06/pdfs/BOE-A-2023-3092.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2023/02/06/pdfs/BOE-A-2023-3092.pdf
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y la coherencia de las políticas de sinhogarismo a nivel nacional y autonómico y la elaboración de 
planes municipales de prevención y abordaje del sinhogarismo. 

Se pretende abandonar el enfoque asistencialista, incidir en la vivienda como elemento verte-
brador y transformador, apostando por medidas preventivas a través de ejes, objetivos y medidas. 

La Junta de Andalucía, mediante acuerdo de 27 de diciembre de 2023, del Consejo de Gobierno, ha 
aprobado la I Estrategia de Atención a Personas sin Hogar en Andalucía 2023-2026. Con la finalidad 
de “reducir el número de personas en situación de sinhogarismo en Andalucía a través de un nuevo 
sistema de atención y prevención. Para el logro de esta finalidad se han establecido siete objetivos 
estratégicos y se proponen 20 programas en los que se agrupan 100 medidas de actuación que 
surgen para hacer frente a los principales retos sociales en la atención a las personas sin hogar”

Mediante Orden de 7 de julio de 2023 se publicó la convocatoria de ayudas destinadas a Entidades 
Locales andaluzas para la adquisición de inmuebles, construcción, reforma o equipamiento de nue-
vos recursos públicos de carácter comunitario para la atención residencial a personas sin hogar y 
que fomenten la autonomía y la desinstitucionalización, dentro del marco del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia (PRTR) –financiado por la Unión Europea-Next GenerationEU– y se efec-
túa su convocatoria en el año 2023. 

Una línea de subvenciones establece un crédito presupuestario de 10.000.000 de euros distribuidos al 
50% para personas sin hogar en zonas urbanas y para personas inmigrantes sin hogar en municipios 
con actividades agrícolas, cuyo plazo para resolver y notificar el procedimiento de concesión será de 
tres meses a partir del día siguiente al de la finalización del plazo para la presentación de solicitudes. 

Una vez que se ha hecho referencia a algunas de las políticas públicas necesarias para dar solución 
a quienes se encuentran en situación de calle, procedemos a dar cuenta de las situaciones que 
nos trasladan en las quejas recibidas. 

Muchas de los escritos los envían familiares que, debido a los problemas mentales con los que cuenta 
la persona sin hogar, son incapaces de hacerse cargo de sus necesidades. 

En la queja 23/1288, nos trasladan que su hermano, “sin capacidad de autogobierno” tienen una 
situación de emergecia socio-sanitaria que presenta carácter urgente. Informa que desde mediado 
de 2022 vive en la calle, presenta un cuadro depresivo, acompañado de incongruencias en el com-
portamiento, mostrando obsesividad o excesiva fijación combinada con delirios, y con rechazo a 
cualquier intervención médica.

La familia nos ha informado del temor que tienen por la integridad física de su hermano, e incluso 
por la de terceros, y solicitaba la intervención de esta Institución del Defensor del Pueblo Andaluz 
en la salvaguarda de derechos constitucionalmente reconocidos al interesado. Solicitado informe al 
Ayuntamiento de su municipio nos traslada que es su intención asesorar a la familia para avanzar 
en soluciones a los problemas planteados pero que ante la falta de localización de su hermano no 
pueden activar ninguna actuación que no sea la alerta a la Polícía Local para su localización. 

Como se desprende de esta queja, cuyo caso puede extrapolarse a otras situaciones similares, muchas 
de estas personas, además de encontrarse sin hogar, sufren otro tipo de problemas. Así, la precaria 
salud mental, como las situaciones de discapacidad y/o movilidad reducida les impide realizar su 
vida con normalidad.

También se dirigen a la Defensoría terceras personas que, si bien no tienen interés legítimo en el caso 
concreto, manifiestan preocupación por personas que “residen” en las calles cercanas a su residencia, 
denunciando que se encuentren en una situación deplorable. 

En la queja 22/4863 se ha puesto en contacto con esta Institución un conjunto de ciudadanos ponien-
do de manifiesto la situación de uno de sus vecinos, persona sin hogar que pernocta habitualmente 
en las calles de la ciudad y se encuentra en situación de extrema vulnerabilidad. 

Se trata de una persona mayor, discapacitada, y enfermo crónico. Carece de movilidad, de red familiar 
de apoyo; lleva meses deambulando por la calle y padeciendo dolores producto de la falta de atención 

https://www.juntadeandalucia.es/sites/default/files/2023-12/Extraordinario%20núm.%2027%20-%20Miércoles%2C%2027%20de%20diciembre%20de%202023.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/sites/default/files/2023-12/I%20Estrategia%20de%20atención%20a%20Personas%20sin%20Hogar%20Andalucía_DEF.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/137/BOJA23-137-00074-12185-01_00287207.pdf


ÍNDICE

2.1. PERSONAS

140

que precisa. Los comparecientes describen que tanto Policía Local, la parroquia, así como los propios 
vecinos, han tenido que llamar en determinadas ocasiones al servicio de emergencias sanitarias. 

Tras solicitar la colaboración del Ayuntamiento pudimos conocer que muchas de las dificultades 
para la intervención con esta persona era la falta de colaboración para documentar su identidad, 
dado que es extranjero y no está interesado en colaborar con los equipos municipales para ello. Una 
documentación que pudiera abrirle las puertas a una plaza asistencial pública. 

A pesar de ello se había mantenido reunión, en la que pudo participar la persona promotora de la 
queja, en la que le informaron de las actuaciones realizadas en favor del interesado desde el año 2015 
y de la posibilidad de que pudiera pernoctar en el Centro de Acogida Municipal (CAM) para, desde 
allí, en un proceso de trabajo a medio y largo plazo, gestionar su documentación. Una cuestión que 
no ha dado resultado en otras ocasiones. 

La principal problemática encontrada esta relacionada con las personas que requieren de una inter-
vención coordinada de distintos organismos de la  Administración Pública.

En relación a esta cuestión esta Defensoría ha podido comprobar la falta de recursos y de soluciones 
permanentes que se ponen a disposición de estas personas pues, la pernocta en los distintos alber-
gues es de carácter temporal y, en muchas ocasiones, ni siquiera le ofrecen un sitio donde poder 
dejar sus enseres o pertenencias a lo largo del día, por lo que, finalmente, acaban en  mitad de la vía 
pública con todo su “equipaje”.

En distintas quejas se han trasladado las dificultades para acceder a equipamientos residenciales. 
Situaciones trasladadas en las quejas 23/7896, y 22/8076, en las que residentes en estos municipios nos 
ponen en conocimiento la falta de equipamientos que conlleva el incumplimiento de las “competen-
cias, obligaciones y responsabilidades” que desde los ayuntamientos deben ofrecerse a la ciudadanía

2.1.4.2.2. Personas vulnerables o en riesgo de 
exclusión

Como exponíamos en la introducción de este capítulo, determinadas circunstancias por si solas no 
son factores de vulnerabilidad extrema, si bien, producen desajustes que han de ser solucionados 
en un tiempo razonable.

2.1.4.2.2.1. Desequilibrios relacionados con el derecho a la vivienda

Muchas de estas dificultades están relacionadas con el acceso a la vivienda y la mejora de las exis-
tentes. Así, a través de los años la administración ha regulado ayudas a quienes disponen de escasos 
recursos económicos y necesitan el apoyo de lo público.

A modo de ejemplo y desde el punto de vista estatal, la Ley 12/2023 por el Derecho a la Vivienda, tiene 
como objetivo blindar la función social que debe cumplir la vivienda y dar un especial impulso a la 
protegida en alquiler a precio asequible.

Con el fin de facilitar el acceso a una vivienda, la norma establece una reserva obligatoria del 30%, 
tanto de nuevas promociones como grandes reformas, para vivienda protegida, incluyendo un 15% 
destinado específicamente a alquiler social, con el fin de generar progresivamente un parque de 
vivienda social que sitúe a España en niveles equiparables a los de otros países europeos.

Se establece un mecanismo de aplicación por parte de las Comunidades Autónomas de con-
tención de los precios del alquiler con el fin de garantizar el acceso a la vivienda. A estos efec-
tos la norma posibilita que las administraciones competentes puedan declarar zonas de mercado 
tensionado y establecer medidas que limiten el precio de los alquileres, mediante la instauración, 
asimismo, de incentivos fiscales para que los pequeños propietarios reduzcan el precio del alquiler. 

https://www.boe.es/buscar/pdf/2023/BOE-A-2023-12203-consolidado.pdf
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A su vez, se contempla que los ayuntamientos puedan aplicar un recargo de hasta el 150 % en 
el Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI) sobre aquellos inmuebles que lleven más de dos años 
vacíos sin causa justificada, con el fin de incentivar su entrada en el mercado de alquiler o venta.

Por su parte el Plan Vive en Andalucía, de Vivienda, Rehabilitación y Regeneración Urbana de Anda-
lucía 2020-2030, entre otros objetivos contempla aquellos encaminados a garantizar el acceso de la 
ciudadanía a un alquiler asequible, mediante la adopción de medidas dirigidas al incremento de la 
oferta del parque de viviendas en alquiler, así como a la recuperación de viviendas desocupadas, etc.

En 2023 se han recibido quejas relacionadas con algunos de estos objetivos que por su significado 
reseñamos en este informe anual. Nos referimos a los jóvenes que han visto dificultada su emanci-
pación por la distintas problemática en la gestión del bono joven y a residentes en barrios obreros 
que se han sentido abandonados por la administración en sus procesos de rehabilitación.

2.1.4.2.2.1.1. Dificultades para la emancipación, bono joven

La Consejería de Fomento, Articulación del Territorio y Vivienda, “con el fin de facilitar a las personas 
jóvenes con escasos recursos económicos el acceso a su residencia habitual en régimen de alquiler 
y favorecer su emancipación y desarrollo vital”, convocó las ayudas en régimen de concurrencia no 
competitiva del Bono Alquiler Joven, que les permita a este sector de población hacer frente al 
pago de su correspondiente cuota de la renta arrendaticia para el disfrute de su vivienda o habita-
ción habituales.

Unas ayudas que se financian con cargo a los fondos transferidos por el Ministerio de Transportes, 
Movilidad y Agenda Urbana, regulados en el Real Decreto 42/2022, de 18 de enero, por el que se regula 
el Bono Alquiler Joven y el Plan Estatal para el acceso a la vivienda 2022-2025.

Tras constatar el retraso en su publicación se inició la actuación de oficio 22/6541 en la que nos inte-
resábamos por las causas que lo provocaron. Si bien se insertó en el boletín pocos días después de la 
mencionada queja de oficio, inmediatamente se recibieron numerosas quejas que detectaban una 
serie de dificultades para poder materializar la solicitud. 

Entre los principales problemas trasladados se encontraba el carácter obligatorio del uso de medios 
electrónicos, requisito imprescindible para optar a la misma, sin tener en cuenta la incidencia de la 
brecha digital en la población joven, que no tienen la misma capacitación ni recursos para relacio-
narse con la administración y el retraso en la resolución de las solicitudes.

Tras el análisis de los distintos informes remitidos por la Consejería y considerando el alto impacto de la 
ayuda objeto de la convocatoria, se concluyó en el cierre de esta actuación de oficio transmitiendo a la 
administración distintas sugerencias encaminadas a favorecer la efectividad del derecho a la vivienda.  

Así, se le requiere para que se evalúe el procedimiento llevado a cabo hasta la fecha, se analicen los 
obstáculos que han impedido el acceso a la convocatoria con fluidez y en condiciones de igualdad; se 
subsanen las situaciones de desigualdad provocadas por la existencia de una brecha digital que afecta 
de manera directa incluso a este sector de población joven y que ha sido puesta de manifiesto en 
los distintos informes anuales de esta Defensoría;  y se estudie y estime la población potencialmente 
beneficiaria de esta ayuda al alquiler en Andalucía, a fin de poder planificar de forma adecuada las 
siguientes convocatorias.

Dado que se continuaban recibiendo quejas donde se nos ponía de manifiesto el retraso en la re-
solución de las convocatorias y la inseguridad sobre estar o no incluido se aperturó nueva queja de 
oficio 23/8477 con el objetivo de hacer el seguimiento a las dilaciones puestas de manifiesto.

Nos narraban en los distintos escritos de queja que sus expedientes han dejado de estar disponibles 
para consulta en la web de la Consejería, sin haber recibido ningún requerimiento de subsanación 
que pudiera sustentar carencia de documentos o situaciones de inseguridad propiciadas por la falta 
de información sobre el orden establecido de esta relación de personas, o sobre los criterios que han 
sido utilizado para su elaboración.

https://www.juntadeandalucia.es/organismos/fomentoarticulaciondelterritorioyvivienda/areas/vivienda-rehabilitacion/planes-instrumentos/paginas/plan-vive-disposiciones-generales.html
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/cerramos-la-actuacion-sobre-el-bono-joven-en-la-confianza-de-que-se-atiendan-las-cuestiones-0
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/cerramos-la-actuacion-sobre-el-bono-joven-en-la-confianza-de-que-se-atiendan-las-cuestiones-0
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/dilaciones-muy-acusadas-en-las-solicitudes-del-bono-joven-andalucia-lo-preguntamos
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/dilaciones-muy-acusadas-en-las-solicitudes-del-bono-joven-andalucia-lo-preguntamos
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En el informe aportado por la Consejería, que se encuentra en fase de análisis, se nos transmite los 
datos solicitados a 30 de noviembre de 2023, y que se está haciendo el esfuerzo por agilizar la trami-
tación de estas ayudas, reconociendo la disparidad de gestión en las distintas provincias. 

Nos trasladan las medidas implementadas para dar celeridad a estos expedientes y la falta de apo-
yos de la Administración Estatal para con estas ayudas. Unas dificultades que si bien son tenidas en 
cuenta no son contrarestadas con medidas que permitan minorar los plazos de resolución, tal y como 
se constata de las quejas que remiten personas que, a la fecha de redacción de este informe anual, 
siguen sin tener resolución a su expediente. 

Por último, sin perjuicio de un análisis más minucioso del contenido aportado, reseñamos la mani-
festación expresada en el informe de que “ha quedado patente en convocatorias anteriores, que el 
periodo medio de gestión de este tipo de subvenciones alcanza los dos años, por lo que se pretende 
acortar al máximo posible los tiempos”. 

En este sentido incidir que desde esta Defensoría no se está abordando un análisis comparativo de 
ninguna convocatoria similar, sino de la existente conforme al contenido de la misma, y por lo tanto 
reconocer que el que no se puedan cumplir los términos publicados, en este caso los 6 meses 
para resolver, es frustrar de antemano la confianza en la población destinataria y por ende en 
las políticas públicas como medio de resolución de los problemas de las personas. 

2.1.4.2.2.1.2. Oportunidades de la rehabilitación del parque residencial

Las subvenciones destinadas a mejorar las condiciones de habitabilidad de quienes residen en barria-
das obreras cuyos inmuebles presentan carencias que inciden en su calidad de vida y que no pueden 
ser acometidas con recursos propios, son un instrumento necesario para este perfil de población. 

Así ha quedado reflejado en el barrio del Milagro en el Puerto de Santa María donde los vecinos y 
vecinas pusieron de relieve las incidencias positivas sobre las familias residentes. En la jornada deno-
minada “comunidad, participación y desarrollo” organizada por la asociación de vecinos del barrio y 
celebrada en el mes de septiembre se pudo reflexionar  sobre la incidencia positiva que este tipo de 
ayudas tiene en barrios de similares características y la importancia de la participación ciudadana 
para apoyar estos procesos que  redunda en una mejor gobernanza de lo público.

La participación de la Defensoría en esta jornada permitió conocer a través de quienes residen en el 
barrio de la oportunidad que brindó a las comunidades de propietarios para aunar esfuerzos y superar 
las dificultades existentes con anterioridad, al mismo tiempo que reconocen los retos pendientes 
para con las diferentes culturas existentes.

No está siendo igual de satisfactoria la intervención en el barrio de La Asunción en Jerez de la Frontera. 
Declarado Área de Rehabilitación Integral mediante Orden de 27 de marzo de 2020, se suscribió con-
venio de colaboración entre la Consejería de Fomento, Infraestructura y Ordenación del Territorio y el 
Ayuntamiento como entidad colaboradora, para regular las condiciones y obligaciones de las partes.

Así el Ayuntamiento se compromete a actuar con diligencia y conforme a lo  establecido en la Ley 
39/2015 de 1 de octubre del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Púbicas 
en los diferentes momentos en los que se establece en la estipulación tercera del propio convenio. 
A modo de resumen se puede decir que es el intermediario entre las personas destinatarias de las 
subvenciones y la Consejería en lo que a aportación y justificación de documentación se refiere. 

En el mes de julio se recibieron numerosas quejas que ponían de manifiesto que algunos de los edifi-
cios incluidos en la subvención se encontraban muy retrasados en las obras programadas, temiendo 
sus propietarios que pasara el tiempo sin concluirlos y con el temor del consiguiente reintegro de 
las subvenciones, dado que estaban imputadas al programa operativo FEDER que no permite más 
prórrogas. 

Entre las causas de esta situación estaba lo que denominaban una “falta de información y transpa-
rencia” sobre los términos de la subvención y las obligaciones contraídas, un exceso de confianza en 
la asociación de vecinos que se ofreció a ser mediadora con la administración de cuanta documen-
tación tuvieron que tramitar para la contratación, y gestión de las obras.

https://www.elpuertodesantamaria.es/la-jornada-comunidad-participacion-y-desarrollo-ahonda-en-el-compromiso-de-los-vecinos-de-los-milagros-con-la-mejora-de-su-entorno
https://www.elpuertodesantamaria.es/la-jornada-comunidad-participacion-y-desarrollo-ahonda-en-el-compromiso-de-los-vecinos-de-los-milagros-con-la-mejora-de-su-entorno
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Ante los perjuicios que estimábamos en la Defensoría que se les podía causar a estas familias, en el 
contexto de la queja 23/5576, se solicitó información a ambas administraciones sobre su conocimiento 
de la situación detectada y las posibles actuaciones para solucionar esta problemática.

En el informe remitido por el Ayuntamiento de Jerez, en fase de análisis, no se aporta con suficiente 
claridad las actuaciones que como entidad colaboradora hubiesen sido necesarias para solucionar 
algunos de los problemas detectados con el tiempo suficiente para evitar llegar al final de la subven-
ción sin que todos los edificios pudieran justificar la totalidad de las obras.

Se detectó la ausencia de personal del ayuntamiento en el barrio y solo al final del periodo se abrió 
una oficina que según los vecinos/as carecía de competencias técnicas para asesorarles.

Por su parte la Delegación Territorial manifestó la disponibilidad de todo el equipo técnico para revertir 
la incidencia de la falta de ejecución de las subvenciones concedidas a cada una de las comunidades 
del barrio, estando en permanente contacto con las personas afectadas, si bien tampoco adoptaron 
medidas en coordinación con el Ayuntamiento para la misma finalidad.

Tras visitar el barrio con vecinos y vecinas se pudo constatar que estas obras no concluirían en el tiem-
po estipulado, teniendo además repercusión el estado inconcluso a nivel de fachada o instalaciones 
que la llegada del invierno y las lluvias que pudieran acaecer, incidieran en el interior de las viviendas. 

Desde la Delegación Territorial nos transmitieron que estaban buscando soluciones a través de un 
presupuesto adicional que permitiera finalizar las obras proyectadas.

2.1.4.2.2.2. Retrasos en la valoración de la discapacidad 

Como se puede observar, desequilibrios puntuales provocados por incidencias en la ejecución de las 
políticas públicas repercuten en quienes sin estar en situación de vulnerabilidad ven tambalearse los 
débiles cimientos de sus economías.

Es el caso de quienes necesitan acudir a la administración para que les sea reconocido un grado de 
discapacidad que les permita acceder en igualdad de oportunidades a los derechos contenidos en 
la legislación general y sectorial. 

Son muchas las personas que se encuentran sin poder conseguir cita en los Centros de Valoración 
y Orientación de cada provincia y sin obtener la resolución correspondiente que puedan hacer valer 
en las distintas administraciones. 

Detrás de cada uno de los expedientes de reconocimiento del grado de discapacidad se encuentran 
situaciones personales que requieren la mencionada resolución para acceder a determinados ser-
vicios públicos como son las prestación no contributiva de invalidez del sistema de seguridad social, 
prestación familiar por hijo o descendiente a cargo, desgravaciones fiscales, exención o bonificación 
en impuestos, complementos salariales, cualificación en el acceso al sistema de garantía de ingresos 
mínimos, estatal o autonómico, acceso a puestos de trabajo con reserva específica o cupo reservado 
para participar en procesos selectivos en el ámbito del empleo público, entre otras.

Numerosas quejas vienen recibiéndose en los últimos años detectando los graves retrasos para la 
obtención de cita con los equipos de valoración, que propició un análisis detallado en los anteriores 
informes anuales donde se hacía mención de las actuaciones de esta Defensoría en defensa de los 
derechos de estas personas. 

Así, de los informes recibidos en la queja 21/7579 se constataban las demoras de reconocimiento 
del grado de discapacidad, desde que una persona solicita la valoración hasta que recibe la no-
tificación de la Resolución que pone fin a este procedimiento, observándose diferencias de unas 
provincias a otras. 

Como respuesta a la Resolución emitida se esgrimían una serie de justificaciones con las que esta 
Defensoría discrepaba. En uno de los escritos remitidos la Dirección General de Personas con Disca-
pacidad e Inclusión indicaba, el intenso esfuerzo que por su parte se realizaba para obtener refuerzos 
estructurales de recursos humanos, tanto mediante la cobertura total de las plazas vacantes como 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-sobre-el-procedimiento-de-valoracion-de-la-discapacidad-en-andalucia
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a través de la actualización de la desfasada Relación de los Puestos de Trabajo, a la luz de sus actua-
les funciones reglamentarias y solicitaba el apoyo de esta Institución en la consecución de una 
pretensión infructuosa, interesando que la hiciéramos valer ante las Consejerías competentes 
en materia de Hacienda y Administración Pública.

Teniendo en cuenta los distintos factores causantes de estos retrasos así como la diferencia entre las 
Delegaciones Territoriales y las queja que seguían entrando en esta Defensoría se incoaron sendas 
quejas de oficio a cada una de las provincias a los efectos de conocer, entre otras cuestiones, los 
recursos con los que cuenta cada Centro de Valoración para acometer la demanda existente; la ade-
cuación de las ratios, si consideran que la normativa de simplificación de procedimientos ha incidido 
en una mejora en la tramitación de los procedimientos, así como la incidencia en la tramitación de 
expedientes del nuevo baremo establecido en el Real Decreto 888/2022, de 18 de octubre, por el 
que se establece el procedimiento para el reconocimiento, declaración y calificación del grado de 
discapacidad. 

Tomando como ejemplo la queja 23/5513 [queja 23/5513 bopa], dirigida a analizar los Centros de Va-
loración de Sevilla, la Delegación Territorial envía informe en el que se constata que en relación al 
personal técnico, la situación ha empeorado notablemente desde 2021 hasta la actualidad, contando 
con menos personal administrativo, un trabajador social menos, un EVO menos, así como un médico 
menos. Por supuesto, no se cumple ni de lejos con la ratio recogida en la Ley.

Nos trasladan que la entrada en vigor del nuevo baremo para la valoración del grado de discapacidad 
contemplado en el Real Decreto 888/2022, de 18 de octubre, por el que se establece el procedimien-
to, declaración y calificación del grado de discapacidad entró en vigor el 20 de abril de 2023, a los 6 
meses desde su publicación y que “para adaptarse a la nueva normativa se han implementado 
varias actuaciones que han supuesto una nueva ralentización de los procedimientos”. 

Relatan que la “formación de todos los profesionales valoradores (titulares y relevistas), cambios 
mensuales de personal, y de coordinadora técnica debido a las jubilaciones parciales (75%) reducción 
del número de valoraciones diarias de los profesionales que se han ido incrementando progresi-
vamente”. Por otra  parte, las incidencias de los programas informáticos han impedido remitir 
certificados y dictámenes de las valoraciones desde abril de 2023. 

En cuanto a si cuentan con algún procedimiento para priorizar los expedientes de las personas que 
forman parte de los grupos prioritarios conforme a lo establecido  en la Instrucción 2/2021 de la Direc-
ción General de Personas con Discapacidad e Inclusión, no se aporta información alguna estimando 
que no tienen implementado protocolo alguno. Unos problemas similares a otras provincias con 
indicadores de demoras muy significativos. 

Nos aportan también las circunstancias especiales que pueden dar lugar a la valoración del grado 
de discapacidad por medios no presenciales o telemáticos entre los que se encuentran las personas 
inmovilizadas, pacientes inmunodeprimidos, personas institucionalizadas en las que se desaconseje 
su traslado o en los casos en los que conste en el expediente información suficiente de los servicios 
públicos de salud, servicios sociales y educación para realizar la valoración y en su caso la revisión y 
se estime “que la cita presencial no va a aportar una información relevante que pueda modificar 
la valoración de la discapacidad”. Todo ello conforme la Resolución de 17 de mayo de 2023, del 
Instituto de Mayores y Servicios Sociales por la que se publica el Acuerdo de la Comisión Estatal de 
Coordinación y Seguimiento de la Valoración del Grado de Discapacidad, relativo a las circunstancias 
especiales que pueden dar lugar a la valoración del grado de discapacidad por medios no presen-
ciales o telemáticos. 

Por su parte en la queja de oficio 23/5770, referida a la provincia de Jaén, nos informan que “la do-
tación de personal se encuentra cubierta lo que permite desarrollar en condiciones adecuadas el 
trabajo, tanto a nivel técnico como administrativo”. 

Si bien se detecta que la relación de Puestos de trabajo es obsoleta, con pocos puestos con nivel 
administrativo. Los continuos cambios a los que están sometidos, junto a lo que se tarda en cubrir 
los puestos vacantes, genera un “parón” en la actividad que se desarrolla. Cada médico que no se 
cubre, supone 1.200 expedientes menos al año que se valoran. 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-los-retrasos-en-la-valoracion-inicial-y-en-la-revision-del-grado-de-discapacidad-e-0
https://www.boe.es/boe/dias/2022/10/20/pdfs/BOE-A-2022-17105.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/sites/default/files/2022-03/INSTRUCCIÓN%202_2021%20SOBRE%20PROCEDIMIENTO%20DE%20VALORACIÓN%20Y%20AGILIZACIÓN%20DE%20TRÁMITES%20EN%20LOS%20CVO%28F%29.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/sites/default/files/2022-03/INSTRUCCIÓN%202_2021%20SOBRE%20PROCEDIMIENTO%20DE%20VALORACIÓN%20Y%20AGILIZACIÓN%20DE%20TRÁMITES%20EN%20LOS%20CVO%28F%29.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2023/05/30/pdfs/BOE-A-2023-12778.pdf
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-los-retrasos-en-la-valoracion-inicial-y-en-la-revision-del-grado-de-discapacidad-e-6
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Entienden que la ratio es adecuada, si bien necesitan 6 equipos completos y 1 puesto de trabajo social 
para que se encargue de la unidad de información. 

Cuentan con un equipo de clasificación, formado por médico, psicólogo u trabajador social que 
estudia el expediente y contraprueba entre los supuestos que establece la instrucción 2/2021 para 
proceder o no a su impulso.

Consideran que la normativa de simplificación de procedimientos ha incidido en la mejora de la 
tramitación de la Renovación de la Tarjeta de Aparcamiento por caducidad, suprimiendo la solicitud 
y el procedimiento vinculado a la misma, que va a suponer una mejora importante al desaparecer 
la caducidad vinculada a la edad, lo que supone un importante ahorro de trabajo que redunda en 
beneficio de otros procedimientos.

Respecto a la incidencia en la tramitación de expedientes del nuevo baremo establecido pro el Real 
Decreto 888/2022 de 18 de octubre, aseguran que ha supuesto   un parón en la valoración ya que 
“los profesionales se han tenido que adaptar a una nueva forma de valorar y a un nuevo programa 
informático y a un sistema que se ha puesto en marcha sin contar con la fiabilidad y validez que 
se requiere y sin estar preparados los sistemas de interoperatividad INSERSO y en “nuestro caso 
Junta de Andalucía. Una cuestión que se traduce en el ya comentado retraso en la emisión de re-
soluciones, ni dictámenes técnicos, ni tarjetas de aparcamientos .. que complica aún más la difícil 
situación que ya venían arrastrando”. 

Referido al número de solicitudes pendientes de resolución a la fecha de la queja de oficio (4 agosto 
2023), se lleva un retraso de 13 meses, habiendo empeorado notablemente en la emisión y envío de 
resoluciones que hasta el 20 de abril estaba al día y desde esa fecha, debido al problema informático 
comentado en la Q23/5513 relativa a la queja de oficio de la provincia de Sevilla, se produjo el parón 
en la emisión de las resoluciones. 

Nos aporta información complementaria en cuanto a la 
evolución de las resoluciones emitidas, que ha pasado 
de los 6 meses en 2021 a los 13 de 2023. No obstante, 
cabe destacar que, esta Defensoría ha tenido conoci-
miento de que, desde febrero de 2024, se ha solucio-
nado el problema informático y se ha procedido, nue-
vamente, a la emisión de resoluciones.

Entre las principales dif icultades encontradas para 
cumplir con los 6 meses estipulados para la emisión 
de la resolución, se enumeran, la falta de personal a ni-
vel técnico y administrativo, la falta de continuidad en 
la plantilla administrativa, la dificultad para cubrir los 
puestos cuando se quedan vacantes, el absentismo la-
boral por incapacidad laboral transitoria, el incremento 
de la demanda en los últimos años y la demanda mal 
orientada, dado que muchas personas vienen aconse-
jadas por los asesores fiscales, gestores administrativos, 
concesionarios de coches, etc y ello tiene su reflejo en 
el incremento de solicitudes. 

Aportan datos sobre la incidencia del aumento de soli-
citudes de reconocimiento motivado exclusivamente en 
la obtención de la Tarjeta de Aparcamiento, sin tener si 
quiera problemas de movilidad y el ausentismo a citas 
por parte de los usuarios. 

También aportan como elemento distorsionador la in-
cidencia de las continuas solicitudes de revisión a ins-
tancia de parte, sin respetar el plazo de los 2 años desde 
la última valoración y sin agravamiento y el complejo 
entramado administrativo, poco ágil para la demanda 
que tienen que se resumen en una “solicitud inicial, 

Son muchas las 
personas que se 
encuentran sin poder 
conseguir cita en los 
Centros de Valoración 
y Orientación de 
cada provincia y sin 
obtener la resolución 
correspondiente 
que puedan hacer 
valer en las distintas 
administraciones
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reclamación en caso de no estar de acuerdo, Revisión por agravamiento, reclamación si no está 
de acuerdo, doble citación de publicaciones, caducidades….”. Cuestiones éstas últimas que, si bien 
entendemos que alargan los procedimientos, forman parte de las garantías legales contempladas 
en la normativa de referencia para los administrados.

Teniendo en cuenta el contenido de los informes antes citados, que inciden en problemáticas pare-
cidas al resto de provincias, desde la Dirección General de Discapacidad se nos remite el resumen 
de la actuación inspectora de carácter extraordinario realizada por la Secretaría General para la Admi-
nistración Pública para el rediseño del procedimiento de reconocimiento, calificación y valoración del 
grado de discapacidad, que identifica la situación actual de este procedimiento, y que “ha derivado 
en un detrimento notable de la calidad de los servicios que con él se ofrecen”

Con una metodología que permite conocer, entre otras cuestiones, lo que se tarda en tramitar un 
expediente de cara a la ciudadanía, así como la cantidad de expedientes en espera en algunos hitos. 

Detecta la inspección de servicios las distintas dificultades en las situaciones de partida, que coinciden 
con los muchas de las quejas remitidas. Así podemos destacar, entre otras, la distinta organización 
interna de cada CVO, un sistema informático antiguo, junto a uno nuevo aun en definición, el cambio 
de empresa del mantenimiento software del SISS, cambio frecuentes de los miembros del equipo de 
la D.G de personas con Discapacidad, jubilaciones parciales y alto índice de absentismo del personal,   
elevada inasistencia de los usuarios a las citas, falta de comprobación en envíos finales del usuario y 
unos equipamientos obsoletos y escasa asistencia microinformática. 

Propone Secretaría General unas medidas de instauración inmediata, a corto, medio y largo plazo 
que  empezarán a implementarse de manera inmediata en noviembre de 2023 y en enero y julio de 
2024, y en enero de 2025 la última de ellas. Participarán a través de los distintos organismos, tanto 
la Consejería de Presidencia, Dialogo Social y Simplificación administrativa; como la Consejería de 
Economía, Hacienda y Fondos Europeos; la de Desarrollo Educativo y Formación Profesional; la de 
Salud y Consumo; la de Inclusión Social, Juventud, Familia e Igualdad; y la de Justicia, Administración 
Local y Función Pública. 

Medidas que servirán de orientación a esta Defensoría para la observancia de las mejoras que redun-
den en la ciudadanía, evitando situaciones como las descritas en muchas de las quejas, que coinciden 
con algunas de las cuestiones puestas de manifiesto en la Resolución de 21 de diciembre de 2023, de 
la Cámara de Cuentas de Andalucía, por la que se ordena la publicación del Informe de fiscalización 
sobre la gestión de la valoración de las personas con discapacidad. Ejercicio 2021.

A modo de ejemplo en la queja 23/1405 se nos traslada que presentó solicitud el día 15 de junio de 2021 
sin que haya obtenido respuesta alguna por parte del CVO. En el mes de noviembre de este mismo 
año nos comunicó que se había emitido resolución reconociéndole el grado de discapacidad de un 
80% con fecha de efecto junio de 2021, más de dos años después de la solicitud.

En la queja 23/7574, se nos comunica la demora que está sufriendo su madre, de 101 años de edad, 
en la obtención de cita previa para la revisión por agravamiento de su grado de discapacidad. La so-
licitud fue presentada el día 21 de septiembre de 2022, sin que, a día de hoy, haya obtenido respuesta 
alguna por parte del CVO. 

En la información trasladada por la administración se hacía constar que “en atención a la avanzada 
edad de nuestra usuaria, le informamos que se dará prioridad a la cita, al concurrir en su perso-
na una de las circunstancias “especiales” de las recogidas en la Instrucción 1/2019, de la Dirección 
General de Personas con Discapacidad e Inclusión sobre criterios de priorización y clasificación de 
solicitudes en los Centro de Andalucía.” Una queja que ilustra que en este centro de valoración no 
se había detectado la avanzada edad de la solicitante en los dos años posteriores desde la solicitud. 

Por último hacer referencia a un hito significativo que ha ocupado parte del discurso político de finales 
de 2023. Nos referimos a la reforma constitucional que se ha impulsado para la modificación del 
artículo 49 de la Constitución española, con la que se persigue reivindicar la dignidad y ampliar los 
derechos de las personas con discapacidad, además de adaptar el texto a la realidad de las personas 
con discapacidad y a la terminología internacional. 



ÍNDICE

Informe Anual dPA 2023

147

Con el apoyo de 312 votos a favor el Congreso el 18 de enero de 2024, se ha aprobado la reforma de la 
Constitución que elimina el término «disminuido» y la envía al Senado para culminar su tramitación. 

Una tramitación que ha contado con el consenso del PP y el PSOE y que responde a la obligación de 
los poderes públicos de desarrollar políticas que garanticen “la plena autonomía personal y la inclu-
sión social” de las personas con discapacidad, en entornos “universalmente accesibles” y la atención 
de “las necesidades específicas” que tienen las mujeres y los menores con discapacidad. El diario 
de sesiones del Congreso de los Diputados del 16 de enero de 2024, refleja las intervenciones de los 
Diputados que manifestaron su consenso con esta reforma, en una sesión casi sin precedentes en 
los últimos tiempos. 

Dado que “la discapacidad nos afecta a todas y a todos porque, a lo largo de nuestra vida, no es-
tamos exentos de adquirirla o de conocer su realidad a través de nuestros familiares o de nuestros 
seres queridos”,  es necesario eliminar términos como el de disminuidos dado que de lo contrario 
“contribuiremos a perpetuar estereotipos y clichés que, en la mayoría de los casos, son peyorativos”. 

En esta línea se ha pronunciado esta Defensoría, expresando que ha pasado mucho tiempo con 
un término negativo, contrario a la realidad actual, siendo importante el acuerdo alcanzado para la 
actualización y modernización de la Constitución que abra un camino de consenso para adaptarse 
a los nuevos tiempos. 

2.1.4.2.2.3. Otros factores de vulnerabilidad

Existen otros factores que inciden en situaciones de vulnerabilidad. Uno de ellos es la pobreza ener-
gética que cuando concurren con otros como la precariedad económica y residencial, conlleva pasar 
de estar en riesgo de exclusión a una exclusión severa.

Se considera pobreza energética aquella situación en la que una unidad familiar no puede mantener 
su vivienda a una temperatura adecuada y/o hacer frente a las facturas eléctricas.

Así el clima determina la demanda de energía de un hogar y en consecuencia el gasto al que se ha 
de hacer frente. La renta familiar es otro factor y quizá el más importante que influye directamente 
sobre la capacidad económica sobre el consumo y las condiciones de la vivienda en la que se reside. 
Todo ello condicionado con las características de los residentes que está íntimamente relacionado 
con la educación energética que se ha adquirido.

No se ha unificado un concepto unánime del consumidor vulnerable, asumiendo cada comunidad 
el suyo propio, lo que dificulta la adopción de medidas a escala superior.

La Estrategia Nacional Contra la Pobreza Energética lo define como “el consumidor de energía eléctri-
ca o de usos térmicos que se encuentra en situación de pobreza energética, pudiendo ser beneficiario 
de las medidas de apoyo establecidas por las administraciones”

Actualmente, dichas medidas están referidas básicamente al bono social eléctrico o bono social 
térmico y afectan a grupos de consumidores que poseen una renta por debajo de unos límites, el 
título de familia numerosa o cuyos ingresos provienen de personas pensionistas. Situaciones que no 
siempre están incluidos en grupos vulnerables.  

Numerosos estudios están trabajando sobre indicadores que permitan categorizar estas situaciones 
para facilitar la implementación de medidas. Entre las soluciones planteadas se encuentra la reha-
bilitación energética implantando sistemas de renovables. 

En la Defensoría, año tras año, se reciben distintas quejas donde nos ponen de manifiesto estas reali-
dades. Personas que por distintas causas viven sin poder bajar las altas temperaturas de sus viviendas 
durante los 4 meses de verano, pero también sin poder subirla en invierno. 

Personas que residen en viviendas unifamiliares o edificios poco eficientes energéticamente, cuando 
no residiendo en alquileres de bajo coste. También recibimos quejas de adjudicatarios del parque 
público de viviendas, bien sean de titularidad municipal o de la la Junta de Andalucía, sobre todo de 
quienes residen en barrios de viviendas públicas, de los años 70-90, o en barrios obreros de viviendas 

https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/DS/PL/DSCD-15-PL-17.PDF
https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/DS/PL/DSCD-15-PL-17.PDF
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de protección oficial, ya desprotegidas y de titularidad privada y en cascos históricos donde siguen 
existiendo zonas de vivienda que no han sido colonizadas por la turistificación.  

Nos trasladan que con mucho esfuerzo han podido comprar una vivienda para ir mejorándola pero 
que la escasez de recursos no les permite hacerlo. Viviendas que ante la falta de aislamientos ade-
cuados provocan facturas del suministro elevadas a las que se hace difícil afrontarlas. Situaciones 
que requiere políticas públicas encaminadas a promover la rehabilitación energética con medidas 
adaptadas a la población destinataria. 

La Brecha digital, es otro de los problemas detectados en esta Defensoría y uno de lo retos princi-
pales que enfrenta la sociedad actual. En el informe anual 2022, se dedicó una mención especial a 
esta realidad que necesita un proceso de transformación para alcanzar los beneficios de la llamada 
“la sociedad digital” .  

Las nuevas tecnologías tienen el riesgo de dejar atrás a quienes no tienen la capacitación ni los me-
dios suficientes para adecuarse a un mundo cambiante a gran velocidad. 

Relacionadas con el derecho a la vivienda, hemos podido constatar cómo distintas quejas referidas a 
la convocatoria del bono joven ponían de manifiesto que se sentían perjudicados por no disponer de 
la capacitación necesaria ni medios informáticos para competir con otras personas de su misma edad. 

En la queja 22/6541 referida a la distinta problemática que dificultaba el acceso a una subvención para 
sufragar el alquiler a quienes tenían menos de 35 años, se puso de manifiesto que en la Orden de 3 de 
octubre de 2022, reguladora de los requisitos y el procedimiento para la concesión de dichas ayudas 
dirigidas a personas jóvenes con escasos recursos económicos, se determinó para su tramitación, el 
carácter obligatorio del uso de medios electrónicos, requisito imprescindible para optar a la misma. 

A este respecto se habían recibido en la Defensoría muchos testimonios de personas que muestran 
su impotencia por el retraso en la publicación de la Orden, su disconformidad por la obligatoriedad 
de presentación de forma telemática de las solicitudes, los fallos de la aplicación que provocaron el 
colapso de la web, y el impacto que la brecha digital había tenido en la esfera de derechos de la 
juventud andaluza, entendiéndose ésta, como una nueva forma de discriminación.

Una problemática frente a la que se dictó Resolución sugiriendo entre otras cuestiones “que, habida 
cuenta el interés mostrado por la juventud destinataria de esta ayuda y de la desigualdad que supone 
priorizar a quienes tengan la disponibilidad de tiempo, medios y competencias digitales, se analicen 
otras posibles fórmulas de acceso a la petición de la ayuda”

En el informe recibido como respuesta a esta Resolución nos trasladaron que “se considera que a 
pesar de que todas las personas han tenido acceso en condiciones de igualdad, siempre se precisa 
de refuerzo en orden a atender las posibles dificultades de las personas”. 

En el cierre de la queja pusimos de manifiesto que esta Defensoría difiere de este pronunciamiento, 
dado que tal y como se lo hicimos llegar en la Resolución emitida, se cuenta con multitud de testi-
monios de personas jóvenes andaluzas, que pese a que todas ellas intentan la siempre dura gesta de 
la emancipación, no todas ellas presentan las mismas destrezas digitales, ni disponen de los mismos 
recursos técnicos para solicitar esta ayuda con la premura que se requería; ser de las primeras 14.000 
personas en solicitar el Bono Joven Andalucía. 

Una muestra de ello era el testimonio de una trabajadora social en la que nos transmitía las dificul-
tades de algunas personas para concurrir a través de la web y la falta de ayuda prevista en las De-
legaciones Territoriales para esta finalidad, provocando que personas carentes, no sólo de recursos 
económicos para hacer frente al pago de un alquiler sino también de facilidad y rapidez en el manejo 
de entornos digitales, no pudieran acceder a la convocatoria, rompiendo en principio de igualdad 
constitucionalmente reconocido.

Por lo tanto, esta Institución difiere del contenido de la propia Orden que  recoge que las “…..personas 
que están capacitadas técnicamente por tener adquiridas las suficientes competencias digitales, 
al estar habituadas a llevar a cabo todas las actividades lectivas, de trabajo, de ocio y todas las 
transacciones y procesos que desarrollan de forma electrónica”. 

https://defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/digital-dpa-informeanual-2022.pdf
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/cerramos-la-actuacion-sobre-el-bono-joven-en-la-confianza-de-que-se-atiendan-las-cuestiones
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Y es que este Defensor no puede compartir este axioma, ya que es conocedor de una realidad de la 
sociedad andaluza plural, donde se incluye la existencia de una brecha digital que afecta de mane-
ra directa incluso a este sector de población joven. Esta situación se ha puesto de manifiesto en los 
distintos informes anuales de esta Defensoría y que requiere de apoyo por parte de la Administración 
para garantizar la igualdad de oportunidades.

La salud mental es otra cuestión que incide en el ejercicio de los derechos y libertades de las personas 
constituyendo un riesgo para las personas que la padecen y su entorno más inmediato. 

La situación de vulnerabilidad social y de trastorno de la salud de estas personas las enfrenta a de-
safíos comunes tales como el estigma y la discriminación, la vivencia de abusos y violencia, acceso 
reducidos a servicios de salud y educación, también de empleo, etcétera.

En la salud mental es importante reconocer la vulnerabilidad individual y social de quienes residen 
en entornos desfavorecidos, personas que necesitan enfoques acordes con sus peculiaridades y si-
tuaciones sociales, teniendo en cuenta sus contextos culturales. 

Son muchas las quejas que nos trasladan la incidencia de la enfermedad mental en la vida cotidiana 
de quienes además se tienen que enfrentar a muchos otros problemas. Situaciones que fueron ana-
lizadas en la jornadas organizada por esta Defensoría denominada “Bioética y Salud Mental: desa-
fíos comunes de la población más vulnerable”, comentada en el capítulo 1.1. del presente informe. 

Preocupa a esta Defensoría los distintos factores de riesgo que interseccionan en la población pe-
nitenciaria, muchos de ellos anteriores a su entrada en prisión. Un ejemplo de ello es el escaso nivel 
educativo, la precariedad laboral, los malos tratos o las personas sin referentes familiares o sin hogar, 
y también la enfermedad mental, y la drogodependencia, constituyendo su confluencia en lo que 
llamamos la patología dual. 

También las de quienes viven en barrios de las grandes ciudades, que han sido objeto de numerosos 
proyectos y programas vinculados con la acción y protección social y que sin embargo se enfrentan 
cada día a desafíos que superan su capacidad para resolverlos. 

Finalmente, en los años que llevamos tratando la realidad de las personas migrantes hemos pre-
senciado la incidencia del denominado “duelo migratorio”. Personas que por diferentes causas se 
embarcan en un proceso migratorio y que una vez llegan a su destino tienen que enfrentarse a 
situaciones como, la falta de un lugar donde alojarse, un entorno social que les acoja, dificultades 
para encontrar trabajo, etc. Situaciones adversas a las que se les suma la pérdida de su entorno de 
seguridad, ansiedad por mantener a sus familias, etc. 

Es necesario prestar atención a quienes pertenecen al pueblo gitano y de manera particular a los 
problemas de la mujer gitana que por sus características transcultural, requiere un abordaje parti-
cularizado tanto en la prevención como en el abordaje de la enfermedad mental.

2.1.4.2.3. Exclusión por pertenencia a grupo social

La vulnerabilidad social es la expresión de la incapacidad de los grupos más débiles de la sociedad 
para enfrentarse a las nuevas exigencias y neutralizar los efectos adversos. La pertenencia a minorías 
étnicas como es el pueblo gitano, al colectivo de personas migrantes influye de forma directa en los 
efectos de la vulnerabilidad y en las estrategias para su abordaje. 

También consideramos que existen otras situaciones que clasifican a las personas en función de si 
han cometido algún delito que les haya supuesto un periodo de privación de libertad. Es éste un 
grupo “invisible”, no categorizado pero que, por el conocimiento que se tiene en esta Defensoría de 
sus circunstancias, hemos considerado analizarlo en este apartado del informe. 
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2.1.4.2.3.1. Personas migrantes

La regularización administrativa de las personas migrantes que han elegido nuestra región como 
destino, en tanto que pieza clave para que se incorporen a la misma como titulares de plenos dere-
chos, ha seguido siendo objeto de atención de esta Defensoría.

Si bien las competencias sobre los flujos migratorios corresponde al Estado en cumplimiento del 
149.1.2º de la Constitución Española, en determinados procedimientos relacionados con el “iter mi-
gratorio” concurren competencias tanto de la Administración Autonómica como de la Local (Ayun-
tamientos y Diputaciones Provinciales).

Por lo que respecta a las Entidades Locales, son responsables de dos de las competencias con más 
incidencia en los procesos de integración de estas personas, como son el empadronamiento y la acre-
ditación de la integración del arraigo para la integración social. Intervenciones de la Administración 
que permiten acceder a derechos laborales o a un recurso residencial adecuado a las necesidades 
de cada persona.

Derechos que son aún más difíciles de alcanzar en el caso de las mujeres migrantes en la que inter-
seccionan distintos factores de discriminación que las sitúa en contextos de especial vulnerabilidad, 
por los que requieren una atención integral para que puedan superar los obstáculos con los que 
se encuentran en su proyecto migratorio. Y es que esta discriminación, que por razones de género, 
ya podían padecer en sus países de origen se perpetúa tanto en su tránsito, en el que muchas son 
víctimas de redes y mafias, como en su destino en el que ven como su condición de migrante se 
convierte en una barrera para acceder a cuestiones tan esenciales para una real inclusión como son 
empleos y viviendas de calidad.

También sigue siendo objeto de preocupación las actuaciones encaminadas a eliminar los asenta-
mientos chabolistas de la provincia de Huelva y Almería mediante alternativas personales. Situaciones 
en las que se encuentran mujeres migrantes, que por su condición de género tienen más riesgo que 
los hombres y que por lo tanto requiere una mirada especial.  

Siendo por tanto la inclusión social de la población migrante clave en el abordaje de los flujos 
migratorios en acuerdos de ámbito internacional como el Pacto Mundial para una migración segu-
ra, ordenada y regular, La Agenda 2030 y más recientemente en el Nuevo Pacto sobre Migración y 
Asilo, donde se ha apostado por una coordinación global que requiere la implicación de todas las 
Administraciones que atiendan a las personas que deciden migrar desde una perspectiva holística.

En esta línea de intervención, la Estrategia Andaluza para la Inmigración; 2021-2025: inclusión y con-
vivencia, orientada a la inclusión social e integración de la población inmigrante,establece que la 
integración es un proceso multidimensional, identificando cuatro áreas claves: empleo, educación, 
inclusión social y participación activa en la sociedad, ámbitos que coinciden con los recogidos en la 
Instrucción DGI/SGRJ/3/2011 y que adquieren una especial relevancia en el sentido favorable o 
desfavorable del informe en base a la ponderación de los aspectos señalados en el art. 124.2.c) 
del Reglamento de la Ley Orgánica.

2.1.4.2.3.1.1. El empadronamiento, una obligación que abre la puerta a derechos 

En la Defensoría se trabaja desde distintas perspectivas con las administraciones locales para hacer 
efectivo el empadronamiento de quienes residiendo en un municipio tienen dificultades para acre-
ditar el título que legitime la ocupación del inmueble.  

El Padrón municipal como registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio cons-
tituye una prueba del domicilio habitual de sus residentes y por lo tanto se convierte en un requisito 
imprescindible para el acceso a los servicios públicos de muchas familias. 

Las dificultades para tramitar el alta en el padrón municipal pueden afectar especialmente a las 
personas migrantes, sobre todo al inicio de su estancia en un municipio. Las distintas formas de solu-
cionar el lugar donde pernoctar o donde residir les llevan a tener que compartir viviendas en las que 
no se les facilita ningún soporte documental que sea admitido por las Corporaciones para causar alta. 

https://www.ohchr.org/es/migration/global-compact-safe-orderly-and-regular-migration-gcm
https://www.ohchr.org/es/migration/global-compact-safe-orderly-and-regular-migration-gcm
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/2015/09/la-asamblea-general-adopta-la-agenda-2030-para-el-desarrollo-sostenible/
https://commission.europa.eu/strategy-and-policy/priorities-2019-2024/promoting-our-european-way-life/migration-and-asylum/new-pact-migration-and-asylum_es
https://commission.europa.eu/strategy-and-policy/priorities-2019-2024/promoting-our-european-way-life/migration-and-asylum/new-pact-migration-and-asylum_es
https://www.juntadeandalucia.es/organismos/inclusionsocialjuventudfamiliaseigualdad/areas/politicas-migratorias/planes-inmigracion.html
https://www.inclusion.gob.es/documents/410169/0/instruccion_dgi3.pdf/fe2a477d-f7e1-f65b-132f-51fb5b1d50d9?t=1686912906444
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La mayoría de ellas requieren como único título legítimo de ocupación de los inmuebles los contra-
tos de alquiler o escrituras de propiedad que, por las razones indicadas, no pueden ser aportados.  

Aún más difícil es el caso de quienes residen en los asentamientos chabolistas o quienes están en 
situación de calle, cuestiones que nos han llegado a lo largo de este año 2023. 

Reseñamos, a modo de ejemplo, las distintas casuísticas que nos han puesto en conocimiento los 
Ayuntamientos de la provincia de Almería con más población migrante, en el contexto de la actua-
ción de oficio 22/4942. Municipios como Nijar, Roquetas, El Ejido o la propia ciudad de Almería, nos 
informaron cómo proceden al empadronamiento de estas personas, además de trasladarnos algunas 
cuestiones que les preocupa y que consideramos de interés para este informe. 

Ya en el informe enviado por el Ayuntamiento de Nijar, objeto de análisis el pasado año, nos ponían de 
manifiesto que “salvo que el Ayuntamiento disponga de pruebas fehacientes de que la residencia 
efectiva no se está dando, procederá a empadronar a quienes lo soliciten y acrediten que residen 
en el municipio, sin que sean motivo para su “no inscripción” el no aportar título de propiedad de 
la vivienda, o contrato de alquiler o la deficiencia de la infraestructuras”. 

Ante el número de personas migrantes que residen tanto en viviendas del municipio como en asen-
tamientos chabolistas, se nos trasladó que para comprobar la veracidad de la residencia, así como de 
expedientes duplicados, es necesario poner a disposición más recursos humanos. 

Unos trámites que, a juicio de esta Defensoría, pudieran ser apoyados por Entidades del Tercer Sector,  
a los efectos de informar a la población sobre la documentación que han de aportar a los expedientes 
de empadronamiento, además de los títulos referidos a los domicilios donde residen y el lugar en el 
que solicitan  el empadronamiento. 

Por lo que respecta a Roquetas de Mar, “en caso de no aportar dichos documentos o haya duda de 
la veracidad de los datos, se solicita Informe de la Policía Local o Trabajador Social para comprobar 
que realmente el vecino habita en ese domicilio, y en caso afirmativo, inscribirlo en el Padrón”. Una 
colaboración con otros recursos del ayuntamiento como son los Servicios Sociales Comunitarios, o la 
Oficina Municipal de Integración que facilita y agiliza la inscripción padronal en su caso. 

En Adra, también nos trasladan que “el Ayuntamiento acepta otros documentos como suministros 
de luz, agua, etc” y una vez hechas las comprobaciones oportunas, se envía a la Policía Local para 
que elabore Informe sobre si efectivamente el vecino que solicita el empadronamiento reside  en el 
domicilio. 

Por su parte en la ciudad de Almería nos aportaron algunas peculiaridades ligadas a la distinta ca-
suística de la población migrante. Así se refiere a los expedientes de baja en la hoja padronal cuando 
“se manifieste que que no residen en su vivienda ninguno de los habitantes empadronados, …” 
debiendo solicitar “previamente a su alta en el Padrón a través del Registro General, la baja por 
inscripción indebida de los empadronados que no residen en la misma”. 

También hace referencia a las inscripciones “en un establecimiento “colectivo” (albergues, residencias, 
residencias de ancianos, etc)”, siendo necesario la “autorización expresa por parte de  la Dirección 
de dicho establecimiento”.

Se alerta en el informe sobre determinadas situaciones que ponen en riesgo a las personas que es-
tando en una situación de vulnerabilidad creen asegurar estos trámites acudiendo a las mafias que 
les facilitan - pisos francos- en los que poder empadronarse, no siendo éstos los lugares de residencia 
en los que realmente residen. Una cuestión que ha sido objeto de intervención policial, tal y como 
se recogió en la prensa.

Nos trasladan que “en estos y otros casos, el gestor municipal, debe actuar con la suficiente caute-
la, para evitar un perjuicio mayor a las personas en situación de exclusión social, o especialmente 
vulnerables, siendo la protección de estas personas, la máxima prioridad en la actuación adminis-
trativa del funcionario municipal en su trabajo diario”.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/nos-interesamos-por-los-criterios-de-los-ayuntamientos-para-el-empadronamiento
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/nos-interesamos-por-los-criterios-de-los-ayuntamientos-para-el-empadronamiento
https://www.europapress.es/andalucia/almeria-00350/noticia-detenidos-cuatro-hombres-almeria-acusados-participar-falsos-empadronamientos-pagos-2700-euros-20220114114206.html
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2.1.4.2.3.1.2. Residencia por  circunstancias excepcionales: El arraigo social

El artículo 31.3 de la LO 4/2000 prevé que “La Administración podrá conceder una autorización de 
residencia temporal por situación de arraigo, así como por razones humanitarias, de colaboración 
con la Justicia u otras circunstancias excepcionales que se determinen reglamentariamente. En 
estos supuestos no será exigible el visado”.

Por su parte el artículo 68.3 de la LO 4/2000 expone que “con carácter previo a la concesión de au-
torizaciones por arraigo, las Comunidades Autónomas o, en su caso, los Ayuntamientos, emitirán 
un informe sobre la integración social del extranjero cuyo domicilio habitual se encuentre en su 
territorio. Reglamentariamente se determinarán los contenidos de dicho informe. En todo caso, el 
informe tendrá en cuenta el periodo de permanencia, la posibilidad de contar con vivienda y medios 
de vida, los vínculos con familiares residentes en España, y los esfuerzos de integración a través del  
seguimiento de programas de inserción socio laborales y culturales”. 

Unos requisitos que se pueden concretar en 3 años de permanencia continuada en España, disponer 
de medios económicos, carecer de antecedentes penales en España y en el país de origen y en el 
Informe de arraigo social. 

Los informes de inserción social, competencia de las Entidades Locales ha sido objeto de análisis 
por parte de esta Institución tanto a través de las quejas recibidas como en las distintas reuniones 
mantenidas con entidades del tercer sector. 

Como consecuencia de ello y constatada la relevancia de este informe en la tramitación de los ex-
pedientes de arraigo social y los perjuicios que ocasiona a sus solicitantes en su proceso de regula-
rización administrativa los retrasos en su entrega o la exigencia de requisitos no contemplados en 
la legislación tramitamos actuaciones de oficio solicitando la colaboración de los Ayuntamientos de 
más de 20.000 habitantes y de las Diputaciones para que nos informaran al respecto. 

Entre las cuestiones que nos interesaban conocer se encontraban los criterios tenidos en cuenta para 
valorar la integración de los solicitantes, tomando especial interés para esta Defensoría la documen-
tación requerida para acreditar el tiempo de residencia en territorio español, los tiempos medios 
de respuesta en la emisión de los informes y las dificultades con las que se encuentran los servicios 
sociales comunitarios a la hora de emitir los mencionados informes.

Tras el análisis de la información remitida, se han detectado algunas cuestiones como el incumpli-
miento de los plazos, o la exigencia de criterios no previstos en la  propia normativa ni recogidos por 
la Secretaría General de Migraciones. 

Para acreditar la permanencia en España muchas Corporaciones exigen, pese a lo que se indica 
en la propia normativa y por la Secretaría General de Migraciones certificado de empadronamiento 
de tres años, no tener una orden de expulsión, documentación pública como citas médicas cada 
mes o incluso en el caso de expedientes de arraigo social como autónomos la liquidación de  los 
correspondientes impuestos.

Asimismo hemos detectado la exigencia por parte de las Corporaciones de la exigencia de una ca-
rencia en el padrón, si bien es cierto que esta antigüedad puede ser considerada como un criterio 
para valorar la integración de la persona interesada en el municipio en el que tiene establecido su 
domicilio habitual, no se puede ignorar el resto de aspectos establecidos en la legislación de aplica-
ción para estimar la integración de los solicitantes en nuestro territorio. 

Cuestiones tales como la posibilidad de contar con vivienda y medios de vida, los vínculos con fami-
liares residentes en España, o los esfuerzos de integración a través del seguimiento de programas 
de inserción socio laboral y cultural. Y es que en la integración de las personas migrantes juegan 
un papel decisivo las políticas locales.

En aquellos casos en los que se evidencia el incumplimiento de la normativa de aplicación, se han 
emitido Recomendaciones para que, la tramitación de estos informes se ajuste a la normativa de 
aplicación tanto respecto a los plazos como a la documentación que la persona interesada puede 
aportar para acreditar su permanencia en España. 
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Tal es el caso de la queja 22/4939 referida a los  Ayuntamientos de la provincia de Sevilla. A modo de 
ejemplo hacer una breve referencia a los pronunciamientos relacionados en el informe remitido por 
el Ayuntamientos de de Coria del Río, que ha sido objeto de un Resolución por estar esta Defensoría 
en desacuerdo con los criterios tenidos en cuenta para la emisión del informa de arraigo social, que 
ha sido aceptada por el Ayuntamiento, incorporando aquellas prácticas que, no ajustándose a la 
legislación, dificultaban la obtención del informe de inserción social favorable.  

En relación a los plazos de entrega, se nos informó que el plazo dependía de “la celeridad que se den 
los solicitantes en reunir la documentación requerida, desde nuestro Servicio, para poder girar la 
visita domiciliaria. Y posteriormente el tiempo que tarden en entregar la solicitud en Extranjería y 
nos aporten el registro con el número de expediente para poder enviar el informe de arraigo direc-
tamente ya que nunca le facilitamos en mano el mismo. Por lo tanto no podemos hablar de tiempo 
medio de resolución ya que puede variar entre un mes o un año dependiendo de lo anteriormente 
expuesto”. También nos trasladaban que consideraban “necesario un mínimo de seis meses de 
residencia en la localidad para la realización del informe”.

Así se recomendó “que, en cumplimiento de la normativa de aplicación referida, los informes sean 
emitidos y notificados a los interesados en un plazo de treinta días desde la fecha de solicitud, (…)” y 
que “para la valoración de la integración de las personas migrantes en cumplimiento de la Instruc-
ción DGI/SGRJ/3/2011, en los informes de inserción social se recoja el “sentido favorable o desfavorable 
del informe en base a la ponderación de los aspectos señalados en el art. 124.2.c) del Reglamento 
de la Ley Orgánica” como son los medios económicos con los que cuente, vínculos familiares con 
residente en España y esfuerzos de integración a través del seguimiento de programas de inserción 
socio laborales y culturales sin exigir por tanto una carencia en el padrón de su Ayuntamiento”

Hemos de tener en cuenta que la figura del arraigo social se sustenta precisamente en la vinculación 
que una persona de origen extranjero tiene con nuestra sociedad por el tiempo de permanencia en 
España de tres años. 

La Administración Local, debe propiciar por tanto una acogida real a quienes han decidido esta-
blecerse en nuestros municipios, como es el caso de las personas migrantes/extranjeras, dado que 
consideramos la integración un proceso bidireccional inviable sin la participación e implicación 
de todos.

2.1.4.2.3.1.3. Derecho a la vivienda de la población migrante. El caso concreto de la 
eliminación de los asentamientos mediante soluciones habitacionales

La población de origen extranjero asentada en nuestra Comunidad encuentra especiales dificulta-
des en el acceso a viviendas en las que poder desarrollar su proyecto migratorio, ya no solo a nivel 
individual sino también en un ámbito familiar.

Si bien es cierto que la escasez de vivienda pública, el aumento del precio de los alquileres y el en-
durecimiento de las condiciones para poder acceder a una hipoteca afectan a toda la población, 
especialmente la más joven, también lo es que incide de manera especial en la población migrante 
ya que a la precariedad laboral y las dificultades de acceso al mercado inmobiliario se suma la dis-
criminación racial.

Así se recoge en el Plan de Acción de la UE Antirracismo para 2020-2025 cuando se indica que las 
personas que sufren discriminación racial corren mayor riesgo de vivir en condiciones insa-
lubres y de segregación residencial. La discriminación en el mercado de la vivienda refuerza la 
segregación, con un efecto dominó en términos de oportunidades educativas o de empleo.

Ante la incidencia de esta realidad en el colectivo de personas migrantes desde la Dirección General 
para la Igualdad de Trato y Diversidad Étnico Racial se han analizado las principales causas de dis-
criminación basadas en cuestiones claves como “la presunción de precariedad económica y el mal 
uso del inmueble por parte del arrendatario”.

Otra de las dificultades para la búsqueda de una  vivienda está en la falta de asesoramiento desde 
los distintos servicios públicos a los que acuden, no estando informados de la necesidad de inscri-
birse en los Registros de Demandantes de Vivienda Protegida,  ni de que pueden asesorarse en las 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/search/node/22/4939
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/requerimos-al-ayuntamiento-de-coria-del-rio-la-elaboracion-de-informes-de-insercion-social
https://www.inclusion.gob.es/documents/410169/0/instruccion_dgi3.pdf/fe2a477d-f7e1-f65b-132f-51fb5b1d50d9?t=1686912906444
https://www.inclusion.gob.es/documents/410169/0/instruccion_dgi3.pdf/fe2a477d-f7e1-f65b-132f-51fb5b1d50d9?t=1686912906444
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